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AMPARO     DIRECTO    EN REVISIÓN 1661/2002.

quejoso: **********.

PONENTE: MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA.

SECRETARIa: GUILLERMINA COUTIÑO MATA.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la  Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día trece de enero de dos mil cuatro. 
V I S T O S; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Mediante escrito presentado el veintidós de noviembre de dos mil uno, en la Oficialía de Partes del Segundo Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, **********, por su propio derecho, demandó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se indican:

“3.- Autoridades responsables.--- a) EL "MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL "UNITARIO DEL PRIMER CIRCUITO CON "RESIDENCIA EN ESTA CIUDAD DE MÉXICO.--- b) "EL JUEZ SÉPTIMO DE DISTRITO ‘B’ DE "PROCESOS PENALES FEDERALES DEL DISTRITO "FEDERAL, (antes Décimo de Distrito en el Distrito "Federal en Materia Penal).--- 4.- LOS ACTOS "RECLAMADOS.--- Al Magistrado del Segundo "Tribunal Unitario de esta Ciudad de México, "reclamo y atribuyo el pronunciamiento de la "sentencia definitiva de fecha 12 de noviembre del "año 2001, dictada dentro de los autos del toca de "apelación penal número **********, por la que en "sus puntos resolutivos primero y segundo ordena "y decreta LA MODIFICACIÓN DE LA SENTENCIA "CONDENATORIA de fecha 26 de febrero de 1999, "dictada por el entonces Juez Décimo de Distrito, "dentro de la causa penal **********, por la que se "consideró penalmente responsable al suscrito en "la comisión del delito de COHECHO, previsto y "sancionado por el artículo 222, fracción II, del "Código Penal Federal, sus consecuencias "jurídicas derivativas de tal pronunciamiento "jurisdiccional federal.--- Del Juez Séptimo de "Distrito ‘B’ de Procesos Penales Federales, (antes "Décimo de Distrito en Materia Penal) la sentencia "(subjudice), dictada dentro de la causa penal "número ********** en la que se consideró penalmente "responsable al suscrito de mérito, en la que se "condena a CINCO AÑOS DE PRISIÓN, POR EL "DELITO PREVISTO Y SANCIONADO POR EL "ARTÍCULO 222, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO "PENAL FEDERAL, ASÍ COMO LA MULTA DE DOS "MIL OCHOCIENTOS PESOS, con todos sus "efectos derivativos de tal plenaria.--- La sentencia "de segunda instancia con carácter definitiva que "hubiere puesto fin al juicio, es constitutiva de los "actos reclamados señalados anteriormente, así "como la de primera instancia que señalan, ya que "ambas contraen la aplicación directa del artículo "222, fracción II, del Código Penal Federal que se "está estimando tanto por el Magistrado Segundo "Unitario, como por el suscrito "INCONSTITUCIONAL,  y que es materia del "capítulo de los conceptos de violación que se "vierten en este memorial, con la debida claridad y "puntualización en el desarrollo de este tema de la "INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY que se "plantea, para ser sometido a su estudio por la "Suprema Corte de Justicia de la Nación por su "Tribunal Pleno, como tema prioritario, en términos "de lo establecido por el artículo 92 de la Ley de "Amparo, en relación con las atribuciones que "corresponden a la Suprema Corte de Justicia, que "son de conocer, funcionando en Pleno, DE LAS "ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD, a que se "refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la "Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, y "que tiene por objeto la declaración de "inconstitucionalidad en la aplicación directa de "esa norma penal de carácter general y por ser "contraria a la Constitución Federal, tema este que "será de una puntualización más desarrollada en el "capítulo subsiguiente, así como sus efectos que "derivan de su aplicación” (fojas 11 y 12 del cuaderno de amparo). 

SEGUNDO.- El quejoso estimó violadas las garantías individuales consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal de la República Mexicana, expresó como conceptos de violación, relativos a la impugnación de preceptos legales, los siguientes:

"Lo es la aplicación directa y de fondo del artículo "222, fracción II, del Código Penal Federal, respecto  "al cual, no ha existido hasta la fecha declaración "alguna de su inconstitucionalidad, ni existe "antecedente, tesis jurisprudencial o jurisprudencia "definida que se haya pronunciado respecto al "precepto 222, fracción II, del Código Penal Federal, "tema que hoy se viene a plantear en esta instancia "de acción constitucional, ante este Alto Tribunal "en Pleno, que corresponde conocer en forma "exclusiva de acuerdo a la competencia que "establecen los artículos citados en el inciso de "este memorial, y que a la luz de los artículos 91 y "93 de la Ley de Amparo, por concurrir materias de "la especialidad y competencia de la Suprema "Corte de Justicia de la Nación y del tema de "legalidad para conocer por un Tribunal Colegiado "de Circuito, debiendo avocarse PRIMERAMENTE, "DE ESTE ASUNTO Y TEMA, LA SUPREMA CORTE "DE JUSTICIA, como lo establece el fundamento "legal otorgado anteriormente, y que la Ley "Orgánica del Poder Judicial de la Federación, "dentro de sus atribuciones, que en lista el artículo "10 así como por disposición expresa del artículo "105 de la Constitución Federal corresponde "conocer de LAS ACCIONES DE "INCONSTITUCIONALIDAD (sic).--- Bajo este tenor "es de expresarse:--- Que el Magistrado Unitario "responsable, dio pauta directa dentro de la "resolución que se combate, al momento mismo de "que adentrándose al estudio descriptivo por el "órgano legiferante, al analizar LOS ELEMENTOS "PARA ACREDITAR SU CORPORIEDAD, HACE UN "ESTUDIO, TANTO EN EL ORDEN AL TIPO Y LA "CONDUCTA A LO LARGO DEL FALLO "COMBATIDO, respecto a las expresiones "semánticas y de lo que el legislador pretendió "describir en el concepto de ‘JUSTO O INJUSTO’ "(ver foja 136 y sigs. de la sentencia), al ser "calificado por este señor Magistrado Resolutor y "responsable, que la ‘EXPRESIÓN DE JUSTO O "INJUSTO, ESTÁ SUJETA A UNA VALORACIÓN DE "CARÁCTER JURÍDICO, CUYO SIGNIFICADO EN EL "SENTIDO EMPLEADO POR EL LEGISLADOR ES "OMNICOMPRENSIVO, EN LA MEDIDA QUE CON "ELLA TRATÓ DE ESTABLECER LOS DOS "ÚLTIMOS EXTREMOS DE LA CALIFICACIÓN, QUE "SE PUEDE ASIGNAR A UN ACTO REALIZADO "POR SERVIDORES PÚBLICOS, ES DECIR, "‘JUSTO’, SI RESPONDE A LAS EXPECTATIVAS DE "LOS INDIVIDUOS, FUNDADAS EN LAS NORMAS "QUE RIGEN LA CONVIVENCIA SOCIAL, Y QUE "TIENEN COMO OBJETIVO LA REALIZACIÓN "PLENA DE LOS FINES PRIMIGENIOS DEL SER "HUMANO, E ‘INJUSTO’, SI NO RESPONDE A ESAS "EXPECTATIVAS, NO OBSTANTE, ESTA "EXPRESIÓN GRAMATICAL (Y NO SEMÁNTICA), "FUE INCLUIDA POR EL LEGISLADOR SÓLO CON "FUNCIÓN INSTRUMENTAL O AUXILIAR, "PRECISAMENTE PARA DEJAR CLARO QUE EL "CONTENIDO DEL ACTO QUE EMITE EL SERVIDOR "PÚBLICO COHECHADO ES IRRELEVANTE PARA "LA CONFIGURACIÓN DEL DELITO DE COHECHO "ACTIVO, ESTO ES, CON LA EXPRESIÓN PARA "QUE CUALQUIER SERVIDOR PÚBLICO HAGA U "OMITA UN ACTO JUSTO O INJUSTO "RELACIONADO CON SUS FUNCIONES, EL "LEGISLADOR QUISO EXCLUIR CUALQUIER "VALORACIÓN SOBRE EL CONTENIDO DEL ACTO "EMITIDO POR ESE SERVIDOR PÚBLICO QUE SE "DEJÓ COHECHAR, CON LO QUE SE PRETENDIÓ "DEJAR CLARO QUE PARA ESTE DELITO ES "INDIFERENTE EL CONTENIDO DE ESE ACTO … "(sic) Fojas 135 y 136.--- Así durante diecisiete "veces, en forma repetitiva el Magistrado "Pronunciante insiste, contrario a lo establecido "por la ley, que para el derecho penal, y en lo "especial para el tipo en estudio resulta irrelevante "que el acto sea justo o injusto, agregando además "en la foja 134 lo siguiente, cuya transcripción me "permito repetir para efecto de identificar este "párrafo. (transcribe).--- Bajo este concepto y "esquema planteado por el legislador, y en "contrapolación de tal argumento esgrimido por el "resolutor de segunda instancia, cierto es y le "asiste la razón de considerarle un tipo abierto o "denominado por el tratadista CARLOS BINDING, "‘LEY PENAL EN BLANCO’, o sea ‘ES UN CUERPO "ERRANTE EN BUSCA DE SU ALMA’.--- Si el "juzgador dentro de sus propios argumentos en "atención de las llamadas leyes penales en blanco, "tipos abiertos o leyes anómalas, en efecto, se "surten tales significaciones legales que hoy por su "consecuencia vienen a reflejar una inseguridad "jurídica para este gobernado, porque toda la "literatura, la doctrina nacional y extranjera, "refiriéndose a las leyes de esta conceptualización "efectivamente cobran valor solamente cuando se "complementan con otras leyes, como lo "argumenta el juzgador en la transcripción vertida, "entonces se surten tales significaciones legales ya "que no pueden determinar una sanción aplicable, "cuando no se ha complementado con el cohecho "activo y aún el pasivo, con otra ley que venga "como dice el Magistrado Unitario a ‘CERRAR LA "CONDUCTA TÍPICA’ en forma complementaria, por "el abandono e imprecisión creada por el legislador "al hacer la norma en comento.--- El tema a "determinar según el propio Magistrado Unitario "Resolutor en cuanto a lo ‘IRRELEVANTE DEL "ACTO JUSTO O INJUSTO’, que viene a componer "la norma legislativa, el decidir si es imprescindible "e impredecible, dentro de las prohibiciones y "mandatos que imperan y experimentan los "cambios sucesivos o alternos, a causa de las "relaciones complejas, sensibles y variables de "situaciones diversas e independientes, que en el "caso sanciona el delito de cohecho, debe ser "recurriendo a otras disposiciones integrativas por "leyes tanto reglamentarias, orgánicas o "extraorgánicas, las que son de suma importancia "para los problemas de constitucionalidad de la "norma, porque de este modo llegamos a un "terreno pantanoso que hiere de modo intenso y "profundo el apotegma ‘NULLUM CRIMEN, NULLA "POENA SINE TIPO’, el cual hoy afecta en el delito "a estudio, bajo las razones muy buenas e "insospechables que el Juzgador de segunda "instancia adopta como suyas al hacer el estudio "del delito de mérito, al concebirle como un delito "complementario, al que el ilustre jurista LUIS "JIMÉNEZ DE ASÚA, (Tratado de Derecho Penal, "Tomo III, página 909, 2ª Edición. 1958), define "así:‘(transcribe)’.--- Así entonces no podrá "recurrirse a la analogía extra legem proscrita por "la Constitución en su artículo 14, al ser esta la "teoría dominante en las leyes penales en blanco o "impropias, estando así a salvo de pena alguna.--- "Por lo anterior, lógica y constitucionalmente "complica considerablemente la interpretación de "la ley penal en blanco en su exacta latitud y "literalidad, poniendo en peligro ese principio de "reserva que constituye el puro arbitrio técnico-"legal, si no se tiene en cuenta el significado del "principio penal de reserva, como una de sus "premisas válidas para todo el sistema de norma "punitivas, que les condiciona no sólo en cuanto se "exigen formas más precisas, tanto cuanto a lo "substancialmente sometido a un régimen de "interpretación más estricto en que circunscribe la "materia de todo mandato o prohibición, porque "cuando una ley penal remite como se concibe "acertadamente en la parte conducente transcrita "anteriormente, a la determinación de ‘OTRAS "DISPOSICIONES LEGALES’, (según lo vertido por "el Magistrado Unitario), se introduce un cuerpo "extraño a la estructura del derecho criminal, lo que "provoca incertidumbre jurídica en su aplicación "directa, exacta y puntual de la letra de la ley. "(Artículo 14 constitucional).--- En lo que no "coincidimos para nada con el criterio magistral, es  "que en la figura conglobante del delito de "cohecho, en cuanto a que sea ‘IRRELEVANTE’ "para el derecho penal, y para la norma, así como "para la imposición de pena alguna, el que lo "JUSTO O INJUSTO, sea en el orden de la "naturaleza inmaterial u omnicomprensiva, y ajena "a los bienes jurídicos del tipo que pretende "sancionar el artículo 222 del Código Penal Federal, "en cuanto a su resultado, respecto a los bienes "jurídicos puestos en peligro dentro del capitulado "integrante de la figura típica en su estructura, lo "que trasciende a ellos y forma parte de ese "complejo típico, lo que será tema de legalidad.--- "Al legislador en su arbitrio de construcción (sic) "de la norma, fue en su inclusión normativa el "concepto de justo o injusto, lo que no resulta así "indiferente a su valoración conceptual en el "mundo fáctico, luego esto no es un puro juego "caprichoso del legislador, porque la acción y el "resultado están unidos por esa abrazadera típica, "donde quedan totalmente indisolubles esos "conceptos, como son la acción, el resultado y su "nexo causal, que deben vinculase estos términos, "lo que deben, en la unidad del hecho típico causal, "dada la relevancia categórica y jurídica en lo que "se define como ‘ALGO JUSTO O INJUSTO’.--- "Resulta de esta polémica, hasta cierto punto decir "exagerada en lo que interesa cuando el tipo exige "este componente normativo bajo una alteración "del mundo sensible, al describirse en el tipo "normativo lo siguiente:--- Artículo 222. (transcribe).-"-- Bajo este contexto legal, están en juego una "serie de verbos incardinados e indeterminados "conforme a esta redacción, en el que dentro de los "límites de la libertad del legislador, que en el "ejercicio de su tarea creativa, y dentro de una "modificación de valores jurídicos que todo tipo "determina, y esto no puede faltar en ningún delito, "no resulta concebible y menos aún punible un "hecho tan genérico, vago, sin valoración "descriptiva de sus significados, dentro del efecto "de la ACCIÓN U OMISIÓN, al decir por la norma en "cuestión: ‘PARA HACER O DEJAR DE HACER "ALGO JUSTO O INJUSTO’, relacionado con sus "funciones.--- Se construyó así en esta norma un "núcleo problemático, no sólo en la teoría de la "antijuridicidad, sino de todo el derecho, y por lo "mismo de su filosofía, cabe preguntar, ¿Acaso "puede la ley positiva valorar arbitrariamente las "conductas mandándolas o prohibiéndolas sin más "limitaciones ni definiciones que las del legislador "y el aplicador? Dejando así una libre "interpretación y calificación en el caso concreto "de su aplicación concreta, como por lo abstracto e "inapropiado de esta descripción, que hoy se "combate bajo tópicos y óntica (sic) jurídica, que "parcelan por su inconstitucionalidad.--- La "polémica se presenta de manera muy aguda, en el "valor o disvalor que le dé el Juez Aplicador en "forma directa, cuando se le otorgan en forma "ilegal, funciones supralegales para poder calificar "estos presupuestos descriptivos de la norma, en "forma imprecisa, abstracta; consistente en hacer o "dejar de hacer ‘ALGO’ (concepto indeterminado e "incorrecto), así como que este algo sea justo o "injusto, constituyendo de esta manera un núcleo "problemático de la referida antijuridicidad, lo que "rebasa los límites de la juridicidad y de la "antijuridicidad, de lo permitido o lo prohibido. Se "considera bajo esta situación una clara ausencia "declarante antijurídica de una conducta que se "contradice con la ley positiva del delito en sí, y "que no se ajusta a los presupuestos "trascendentales propios de todo ordenamiento "jurídico, atendiendo a que conforme al artículo 7 "del Código Penal Federal, DELITO ES EL ACTO U "OMISIÓN QUE SANCIONAN LAS LEYES PENALES. "Con esto se constituye en su verdadera esencia "una duda legislativa, con la que se deberá aclarar "por esté más Alto Tribunal de la Federación, ya "que en mucho son los propósitos de esta acción "constitucional deducida para el efecto de un "debido acuñamiento de esta figura jurídica "descrita.--- No significa de nuestra parte ningún "juego de valores cuya subsistencia es condición "indispensable para la conservación de toda "organización social, basado en esa  prodigalidad "producida en la norma, que en tiempos actuales y "grotescos, amenazados con penas grotescas, que "vienen a desvalorar todo instituto penal, que "deterioran el instrumento más poderoso de todo "ordenamiento jurídico, por cuanto un legislador "desaprensivo, improvisado y hasta mal "intencionado, tipifica y sanciona conductas que "vienen a atentar contra bienes tan importantes de "convivencia social, como son la impartición de "justicia y su función administrativa; que se les ha "asignado como es el caso hasta penas "exageradas. Provocando con ello una repugnancia "pública y jurídica, por la degradación del sentir "jurídico en la Magistratura, en la que los jueces "prefieren (o cuando menos los malos jueces), "interpretar a su convicción como es en este caso y "en este contenido el calificativo de ‘irrelevante’ "pero ello será cuestión del tema de legalidad, que "corresponderá a otro apartado por separado. De "cualquier manera o forma como no puede dejarse "por lo indeseable o deseado de su formación "normativa, el dejar de buscar el perfeccionamiento "de tal injusto en su contexto, para estudiar ese "hecho indicativo en elemento de análisis como "presupuesto integral del delito. Por ello es "precisamente el que tal descomposición "normativa, deba aclarar ese juego de "interrelaciones que se presentan en las "vinculaciones con otros elementos típicos del "injusto, tanto en el orden objetivo como subjetivo, "que en buena medida pueden corregirse y "analizarse en su relación fundamental del injusto "en estudio, por ese Tribunal de la Nación.--- En "estos conceptos vertidos, del que se traduce algo "más que un simple actuar o un no actuar de un "servidor público, que debe hacerse esa "desafección, pues si con ello se pretende referir a "un TORCIMIENTO DEL DERECHO FUNCIONAL, "que pueda traducirse necesariamente en un actuar "o no actuar, equivalente a ‘PARA HACER O DEJAR "DE HACER ALGO JUSTO O INJUSTO, "RELACIONADO CON SUS FUNCIONES’, tal y como "se contempla en las fracciones I y II, del artículo "222, del Código Penal Federal. Así entonces el "legislador no pensó que con su redacción "normativa, creaba con ello que presentaba una "cuestión que se presta para una amplia "disertación, tanto por la doctrina como por la "jurisprudencia, y que en su aplicación jurídica e "interpretación exacta de la ley, que postulan y "protegen los artículos 14 y 16 del pacto federal.--- "Resultantemente (sic) de toda esta cuestión "examinable y perfectamente acogible bajo la "siguiente afirmación: la ley misma en tal precepto "admite que el servidor público ‘haga’ hasta cierto "punto de sus facultades discrecionales, que en su "comportamiento funcional pueda hacer o dejar de "hacer, y estableciéndose así recursos ordinarios "para atacar esas resoluciones que se consideran "justas o injustas, legales o ilegales, (según desde "el punto de vista de a quiénes les perjudiquen o "les beneficien), ya que no todo acto en el cual se "denote un acto injusto o ilegal, puede ser "integrador del delito de mérito, cuando su actuar "es dentro de un presupuesto normativo totalitario, "permitido. Nótese que me estoy refiriendo a ese "elemento de justo o injusto, que según nuestro "parecer debe radicar en el hecho, en el hecho "causal en que pueda calificarse la acción o la "omisión, en ese actuar del servidor público, lo que "nos conlleva en tales supuestos a adentrarnos en "el resbaladizo terreno de la ‘INTERPRETACIÓN "SUBJETIVA’, que comprende el doble problema, "uno, en la concresión de las fuentes jurídicas, y "dos, en la determinación o indeterminación de su "sentido.--- Entonces vista así, esta legislación nos "suministra bases firmes que permiten no "descubrir dentro de la estructura funcional del "servidor público, saber si su actuación u omisión "es conforme a derecho, o si este mismo instituto "del derecho lo contradice dentro de esa gran "variedad de funciones orgánico-jurídicas, y hasta "administrativas, en relación dentro del marco legal "DE LO PROHIBIDO Y LO PERMITIDO, LO JUSTO O "INJUSTO.--- Así entonces; es necesario cuando se "presenta este delito, precisar esa indeterminación "sobre un actuar del servidor público, JUSTO o "INJUSTO, legal o ilegal. Bajo este tema es de "definirse de una u otra forma, ya que podemos "afirmar que es una tarea difícil para el juzgador, "cuando no hay una seguridad absoluta respecto a "la cual exista un objeto de contraste, que venga "definir lo que es justo o injusto en su sentido "material, y en su función propia. Así como si su "actuación ha sido conforme o no a ella, ya que la "redacción normativa de este precepto no es sólida "sobre el particular tema. No cabe entonces hacer "calificaciones normativas que no están definidas "como prohibidas o permitidas, por lo que cuando "está permitido algo, no está prohibido, puesto que "su presentación normativa actual a nuestro "parecer le hace una presentación de NORMAS "SUPERFLUAS e ineficaces en su total alcance.--- "El derecho en general, es un orden normativo "jerarquizado, por eso pertenece al mundo ‘DEL "DEBER SER’. Desde la norma jurídica positiva "descrita y consuetudinaria, hasta los postulados "ideales son la estructura formal de toda sociedad, "sin ésta no podría existir y menos aún subsistir el "mundo social.--- Reza un proverbio sociológico: "‘UBI HOMNES SOCIETAS, UBI SOCIETAS JUS’’, "mismo que no expresa la indispensabilidad de un "orden jurídico formalmente integrado por normas "imperativas y coercitivas, independientemente de "su contenido AD INFINITUM, al estar sujeto "siempre a factores espaciales, temporales, en "permanente movimiento y transformación "necesaria de la ley.--- Tales normas, traducidas en "leyes positivas de vigencia limitada y en presencia "cambiantes y transformables, no pueden ser como "en la especie y caso, tener cualidades o defectos, "revelar o no el ideal diversificado de la justicia, ser "o no convenientes en una época (leyes vigentes "en el tiempo y en el espacio), buenas o malas, "completas o incompletas, perfectas o imperfectas, "pero siempre necesarias para estructurar esa "relación con la convivencia humana.--- No "olvidemos el espíritu jurídico romano que "expresamos respecto a la presentación dogmática "del delito en atención, ya que sea cual sea su "fuente formal variable en específicos regímenes "políticos, historiográficamente dados en relación a "estos tiempos de cambios que vivimos, que en la "actualidad se ha venido sustentando una "transformación no únicamente del Estado y del "Gobierno, sino también una transformación de "corrientes económicas, sociales y jurídico-"culturales, en el que consideramos que el derecho "penal está en crisis, auspiciado por un profundo "desconocimiento del derecho y su violación en el "orden jurídico, es decir, en su variado y múltiple "contenido legal.--- Se quiere decir con todo lo "anterior, que si el derecho es una estructura "normativa e histórica lleno de luchas sociales, "derivadas de sus raíces, principios y reglas, así "como tendencia técnicas científicas; que el "derecho es un orden normativo y debe reflejarse "en sus principios fundamentales, inspirado en "toda transformación social, parcialmente "elaborado, mas no abruptamente presentado. En "este resumen expositivo que incide a que el "derecho sea lo más posible perfectible en un "orden normativo claro, preciso y congruente con "las realidades y transformaciones sociales de este "tiempo. Lo que viene a causar agravio a esta parte "impetrante o doliente de la aplicación directa de "tal precepto 222 del Código Penal Federal.--- El "artículo 133 de la Carta Magna, establece el "principio de supremacía constitucional, porque en "su parte final expone que los Jueces de cada "Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y "tratados, a pesar de las disposiciones "encontradas que pueda haber en las "Constituciones o leyes de los Estados, luego "entonces, toda vez que el artículo 222, fracción II, "del Código Penal Federal, es inconstitucional, pido "se abstenga de aplicarlo en mi perjuicio.--- Como "se demostrará en seguida, el tipo penal previsto "por el artículo 222, fracción II, del Código Penal "Federal, no establece en forma clara y definitiva lo "que debe entenderse por acto justo o injusto, ni en "su exposición de motivos de la norma que se "acompañó a la iniciativa, tampoco se dijo lo que "se debía entender por dichos vocablos que deja "en un absoluto estado de incertidumbre e "inseguridad jurídica a los particulares, dada la "imprecisión de uno de los elementos del tipo "penal, en detrimento del artículo 14, párrafos "segundo y tercero, de la Constitución Política de "los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: "‘(transcribe)’.--- Efectivamente, dicho dispositivo "constitucional comprende como garantías de "seguridad jurídica, la de irretroactividad de la ley, "la de la audiencia, la de exacta aplicación de la ley "en materia penal y de legalidad en materia "jurisdiccional en materia civil (lato sensu). En este "caso, cobran especial relevancia las mencionadas "en segundo y tercer término, que examinamos "conjuntamente enseguida.--- LA GARANTÍA DE "AUDIENCIA Y LAS FORMALIDADES ESENCIALES "DEL PROCEDIMIENTO.--- La garantía de audiencia, "es una de las más importantes dentro de cualquier "régimen jurídico, ya que implica la principal "defensa de que dispone todo gobernado frente a "los actos del poder público que tiendan a privarlo "de sus más caros derechos y sus más preciados "intereses, está consignada en el artículo 14, "párrafo segundo, de la Carta Magna, que se "transcribió con antelación. De esa garantía, a su "vez, se derivan cuatro garantías específicas de "seguridad jurídica, a saber: a). La del juicio previo "al acto de privación; b). Que dicho juicio se siga "ante los tribunales previamente establecidos; c). "El cumplimiento de las formalidades esenciales "del procedimiento; y, d). Que el acto privativo se "ajuste a las leyes expedidas con anterioridad al "hecho.--- Se ha establecido que los supuestos "para la procedencia de la garantía de audiencia "son tres, a saber: que existe un derecho de que se "trate de privar al particular. Que la audiencia sea "realmente necesaria. Que las disposiciones del "artículo 14 constitucional que la reconocen y "consagran no estén modificadas por otro precepto "constitucional.--- Esos supuestos se desprenden "de la siguiente tesis jurisprudencial: ‘AUDIENCIA, "GARANTÍA DE. (SUPUESTOS PARA SU "PROCEDENCIA)’. (transcribe).--- El cuarto elemento "que podemos agregar, además de los tres "supuestos que contiene la tesis precedente para "que proceda la garantía de audiencia, consiste en "que únicamente es obligatoria cuando se trate de "actos privativos de los bienes jurídicos tutelados "por esa garantía.--- Este elemento lo "desprendemos del contenido de la siguiente tesis "jurisprudencial: ‘AUDIENCIA Y SEGURIDAD "JURÍDICA, GARANTÍAS DE. ACTOS PRIVATIVOS Y "ACTOS DE MOLESTIA DE BIENES O DERECHOS. "DISTINCIÓN ARTÍCULOS 14 Y 16 "CONSTITUCIONALES’. (transcribe).--- Por otra "parte, cabe destacar quede  la garantía de "audiencia, a su vez, derivan cuatro garantías "especificas de seguridad jurídica: la de juicio "previo al acto de privación.--- Que dicho juicio se "siga ante los tribunales previamente establecidos.-"-- El cumplimiento de las formalidades esenciales "del procedimiento.--- Que el acto privativo se "ajuste a las leyes expedidas con anterioridad al "hecho.--- La primera garantía específica de "seguridad jurídica, derivada de la garantía de "audiencia se abstrae de la expresión juicio previo "que viene en el segundo párrafo del artículo 14 "constitucional, en donde el concepto de juicio se "constituye en elemento fundamental de esa "específica garantía.--- El concepto de juicio, se "manifiesta o traduce en un procedimiento en el "que se realice una función jurisdiccional "tendiente, como el término lo indica, a la dicción "del derecho en un sentido positivo y real conflicto "jurídico (resolución judicial, fallo o sentencia), o "en el que se otorgue o haya otorgado ocasión para "que tal conflicto surja o hubiere surgido.--- Ese "juicio previo no hay que entenderlo sólo en el "sentido formal, sino también en el material. Es "decir, de que ese juicio se lleve a cabo no sólo por "un órgano formalmente jurisdiccional, sino "también en un órgano materialmente "jurisdiccional, de donde se desprende se realice "también ante una autoridad administrativa, en la "cual se lleva a cabo a través de un procedimiento "que formalmente tiene el carácter de "administrativo, pero materialmente jurisdiccional; "que concluye con acto administrativo o laudo, que "en el terreno jurisdiccional se le denomina fallo o "sentencia.--- De lo anterior de colige, de que el -"Juicio- puede ser desarrollado, tanto por el órgano "jurisdiccional formalmente concebido, es decir, de "la autoridad que forma parte del poder judicial; así "como por la autoridad administrativa; razón de lo "cual, ésta garantía opera para ambas autoridades.-"-- La anterior afirmación la demostramos con las "siguientes tesis jurisprudenciales de la Suprema "Corte de Justicia de la Nación: ‘AUDIENCIA, "GARANTÍA DE. PROTEGE CONTRA ACTOS DE "CUALQUIER AUTORIDAD Y NO SÓLO DE LAS "JUDICIALES’. (transcribe).--- ‘AUDIENCIA, LA "GARANTÍA DE, AFECTA A TODAS LAS "AUTORIDADES’. (transcribe).--- Además de lo "anterior, la garantía de audiencia no sólo obliga a "las autoridades administrativas y jurisdiccionales, "sino también, a la del Poder Legislativo, "obligándolo para que en sus leyes establezca un "procedimiento adecuado en que se permita oír a "las partes en lo que a su derecho convenga, para "hacer valer su respectiva defensa de intereses.--- "En ese sentido encontramos la siguiente tesis "jurisprudencial: ‘ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL, "GARANTÍA DEL’. (transcribe).--- Ahora bien, para "finalizar los comentarios respecto de la primera "garantía específica derivada de la garantía de "audiencia, llamada de juicio previo al acto de "privación, se puede concluir que este constituye "un requisito sine qua non para que válidamente se "prive al gobernado de los bienes jurídicos "tutelados por esta garantía, siempre y cuando, "además, se cumplan las formalidades esenciales "del procedimiento, y que dicho juicio o acto "privativo se siga ante los tribunales previamente "establecidos, ajustándose a las leyes expedidas "con anterioridad al hecho.--- En cuanto a la "segunda garantía específica enunciada, de que "dicho juicio previo se siga ante los tribunales "previamente establecidos, se extiende, como ya lo "anticipamos, a las autoridades administrativas e "incluso a las del Poder Legislativo para efecto de "que en las leyes establezcan un procedimiento "adecuado en que se permita oír a las partes.--- Por "lo que respecta a la tercera garantía específica de "la audiencia comprendida en el segundo párrafo "del artículo 14 constitucional, consiste en el deber "que tiene toda autoridad de observar y cumplir "con las formalidades esenciales del "procedimiento, como requisito de validez para "privar al gobernado de los bienes jurídicos "tutelados por la misma implica éste conocimiento "de todas aquellas leyes adjetivas que norman los "diferentes procedimientos existentes en nuestro "sistema jurídico.--- En dichas normas adjetivas, en "las que deben basarse las autoridades para dar "cause a la resolución de todo conflicto o situación "jurídica que se presente, deben respetarse cada "una de las normas aplicables que rigen los "respectivos procedimientos, para emitir la "decisión que corresponda, ajustándose, además, a "los extremos de la norma sustantiva que regule la "materia en cada caso concreto.--- Las "formalidades esenciales del procedimiento que se "contienen en esta específica garantía de "audiencia, implica la oportunidad de defensa a "favor del gobernado, así como aportar las "probanzas necesarias para dicha defensa de sus "intereses.--- Son aplicables a esto último, entre "otras, las siguientes tesis jurisprudenciales:--- "‘ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL’. (transcribe).--- "‘ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL’. (transcribe).--- "‘AUDIENCIA, REQUISITOS QUE DEBEN "SATISFACERSE PARA RESPETAR LA GARANTÍA "DE’. (transcribe).--- La garantía de audiencia "además de otorgar la oportunidad al gobernado de "ser oído en su defensa y aportar pruebas para ello, "debe conocer éste los hechos y motivos que "originan el procedimiento en su contra.--- Sobre "este último particular es aplicable la siguiente "tesis jurisprudencial:--- ‘AUDIENCIA, RESPETO A "LA GARANTÍA DE. DEBEN DARSE A CONOCER "AL PARTICULAR LOS HECHOS Y MOTIVOS QUE "ORIGINAN EL PROCEDIMIENTO QUE SE INICIE EN "SU CONTRA’. (transcribe).--- Por otra parte, cabe "mencionar que dentro de esta tercera garantía "específica de audiencia relativas a las "formalidades esenciales del procedimiento, se "implican en ellas también el aspecto de la "competencia como parte integrante de dichas "formalidades, según se advierte de la siguiente "tesis jurisprudencial:--- ‘COMPETENCIA,  "FUNDAMENTACIÓN DE LA’. (transcribe).--- "‘CONSIDERACIONES CON LAS CUALES SE "DEMUESTRA QUE EL ARTÍCULO 222, FRACCIÓN "II, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, PUGNA "ABIERTAMENTE CON LA CONSTITUCIÓN "POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS "MEXICANOS’.--- Precisado lo anterior, debemos "tener presente que de conformidad con la tesis "jurisprudencial P./J,47/95 del Pleno de la Suprema "Corte de Justicia de la Nación, de aplicación "obligatoria para todas las autoridades en términos "del artículo 192 de la Ley de Amparo, de rubro: "‘FORMALIDADES ESENCIALES DEL "PROCEDIMIENTO, SON LAS QUE GARANTIZAN "UNA ADECUADA DEFENSA PREVIA AL ACTO "PRIVATIVO’, las formalidades esenciales del "procedimiento son las que resultan necesarias "para garantizar la adecuada defensa antes del acto "de privación y que de manera genérica, se "traducen en los siguientes requisitos: 1) La "notificación del inicio del procedimiento y sus "consecuencias;--- 2) La oportunidad de ofrecer y "desahogar las pruebas en que se finque la "defensa;--- 3) La oportunidad de alegar.--- 4) El "dictado de una resolución que dirima las "cuestiones debidas.--- Así las cosas, es obvia la "inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, "del Código Penal Federal, en tanto que, no define "lo que debamos entender por acto justo o injusto "y, en ese evento, es obvio que provoca "incertidumbre en aquéllas personas sujetas a "procedimientos por el delito de cohecho, de tal "manera que no saben qué pruebas ofrecer para "desvirtuar un monstruo jurídico de la naturaleza "anotada, precisamente, porque ignoran qué es lo "que deberán de combatir. Es aplicable el criterio "de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que "dice:--- Novena Época.- Instancia: Pleno.- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- "Tomo: 1, mayo de 1995.- Tesis: P. VIII/95.- Página: "86.--- ‘LESIONES, LA OMISIÓN EN EL CÓDIGO "PENAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN DE "PREVER UN PLAZO DENTRO DEL CUAL SE "DEBEN TENER COMO MORTALES, VIOLA LAS "GARANTÍAS DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY "Y DE OBSERVANCIA DE LAS FORMALIDADES "ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO’. (transcribe).--"- El Tribunal Pleno en sesión privada celebrada el "quince de mayo en curso, por unanimidad de ocho "votos de los señores Ministros Sergio Salvador "Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, "Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero, "Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús "Gudiño Pelayo, Humberto Román Palacios, y Olga "María Sánchez Cordero; aprobó, con el número "VIII/95 (9ª) la tesis que antecede. México, Distrito "Federal, a quince de mayo de mil novecientos "noventa y cinco.---      ‘PRINCIPIO DE LEGALIDAD "EN LA MATERIA PENAL’.- Esta garantía de "seguridad jurídica, se encuentra consagrada en el "artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos y "podemos resumirla en la forma siguiente: la "exacta aplicación de la ley penal, es una garantía "que parte del principio esencial del enjuiciamiento "penal, conocido como nullum crimen, nulla poena "sine lege. Y se manifiesta en tres formas "fundamentales: Ley escrita (lex escripta); ley "estricta (lex estricta); y, ley prevista (sic) (lex "previa).--- 1. Lex scripta.--- Principio de la ley "escrita (nullum crimen, nulla poena sine lege "scripta). No hay delito o pena sin ley escrita.--- "Delimita el alcance del derecho penal en el sentido "de que para que pueda existir un delito y para que "pueda aplicarse una pena, debe existir una ley "penal escrita, que tipifique un criterio considerado "como delito y que el mismo aparezca conminado "con una pena, para el caso de su violación. Dé "base al contenido esencial del principio de reserva "de la ley penal, que significa que no es posible "integrar la ley penal con la creación de tipos o de "penas. Sólo la ley puede crear y no existe más "fuente que la ley penal. Otras fuentes serán útiles "para la interpretación de la ley, pero no para su "integración normativa, como son los principios "generales del derecho, la costumbre, la equidad, la "jurisprudencia o la doctrina.--- La delimitación que "implica este principio aparece relacionada sólo "con el contenido específicamente normativo de la "ley penal y con el contenido de otras reglas que "también son propias del derecho penal, como lo "son fundamentalmente, las reglas permisivas que, "suponen la valoración propia de la antijuridicidad, "la cual revaloran la conducta típica, el amparo de "su contenido, de contradicción con el orden "jurídico total, para concluir justificándola y "legitimándola frente al derecho en general.--- La "legislación mexicana recoge este principio en "términos de lo dispuesto en el artículo 14 "constitucional, párrafos segundo y tercero, así en "todos y cada uno de los tipos previstos en el libro "segundo del Código Penal, en donde "específicamente con las penas que le son "aplicables.--- 2. Lex stricta.--- Principio de la ley "estricta (nullum crimen, nulla poena, sine lege "stricta). No hay delito, no hay pena, sin ley escrita "exactamente aplicable al delito de que se trate.--- "El alcance de este principio significa que el tipo "previsto en la ley penal contiene todos los "elementos que lo conforman, no siendo posible "integrar su contenido, con otros elementos "diversos de los que la propia ley señalan.--- De "entrada implica una delimitación a la integración "analógica, en el sentido de que no es posible "aplicar por analogía la ley penal.--- El alcance de "este principio exige su precisión, sobre todo en "relación con los denominados -tipos abiertos-. "Algunas figuras previstas en la ley penal como "delito incorporan la definición de la conducta o "comportamiento de manera general y abierta, "siendo necesario que el juzgador la precise.--- "Esta necesidad de precisar el texto de la ley, en "realidad, se da de manera inevitable en todos los "tipos delictivos que justamente por esto requieren "ser interpretados para precisar su contenido y "alcance. Así es falso creer que la labor del juez "implica sólo una labor de aplicación literal o "exegética de la ley; por el contrario, es necesario "una interpretación lógica y también teleológica, en "donde invariablemente el juzgador debe de "atender al contenido del texto de la ley, "aprovechando los criterios de orientación que "derivan de la sistemática seguida, de la exposición "de motivos que intenta explicar la razón de la ley y "del contenido mismo del orden jurídico penal, en "función de las características de la potestad "punitiva del Estado a su estructura jurídico "política en relación con los principios afirmados, "en la Constitución y que, en México, significan la "presencia de un derecho penal liberal y "democrático que reconoce a la persona en su "dimensión individual y social; estos criterios "deben orientar la interpretación de la ley penal, en "relación con los fines de convivencia, a su vez, a "partir de la seguridad jurídica como base de esa y "con miras a la salvaguarda y protección de los "bienes jurídicos de los miembros de la sociedad "civil.--- Algunos tipos penales resultan ser "particularmente abiertos y amplios, exigiendo, por "tanto, ser -cerrados- por el juez. En cierta medida "es también el caso general de los delitos culposos "y sobre todo de los delitos de -omisión impropia-, "en donde existe la necesidad de integrar el tipo, "delimitado en el primer caso, el alcance del -deber "de cuidado-, y el segundo, la posición garante "característica del delito omisivo impropio. Esto es "así porque resultaría prácticamente imposible para "el legislador prever todas y cada una de las "posibilidades que estas figuras plantean y, el "pretender hacerlo, llevaría a caer en un casuismo "que además de ser siempre insuficiente, lejos de "ser una virtud implica un defecto técnico de la "ley.--- En relación con el mismo tema que nos "ocupa, plantean problema también, los "denominados -tipos en blanco-, donde el tipo "aparece integrado por vía del reenvío a otra ley, "con el inconveniente de que, en ocasiones, la "norma derivada integradora no siempre reúne las "características de ley, lo que naturalmente origina "su cuestionamiento  constitucional, en orden a su "legalidad, precisamente por razón de la violación "al alcance del principio de la ley escrita.--- En "México, el principio de legalidad en lo relativo a la "exigencia de la ley estricta, aparece regulado "fundamentalmente en términos de lo dispuesto en "el artículo 14 constitucional, párrafo tercero, como "también del contenido de todo en texto de la ley "penal, particularmente el artículo 7 y todas y cada "una de las disposiciones que provienen los delitos "y las penas, en el Libro Segundo del Código Penal, "como también del contenido del artículo 15, que "señala los casos en que no existe delito, o bien, "existiendo éste, entendido en sentido escrito, no "obstante, no puede ser responsabilizada la "persona agente.--- 3. Lex Previa.--- Principio de la "ley previa (nullum crimen, nulla poena, sine lege "previa).--- No hay delito, no hay pena, sin ley "previa.--- El alcance del principio de legalidad en "relación con la exigencia  de la ley previa, significa "que para que pueda existir un delito, o para que "pueda ser impuesta una pena, es indispensable la "existencia de la ley penal previa que establezca el "tipo legal correspondiente y la pena aplicable.--- El "contenido nodal de este principio aparece "conformado con el principio de la irretroactividad "de la ley penal que, en algunos países, y tal es el "caso de México, aparece complementado con la "adición importante de que tal irretroactividad sea "en perjuicio de la persona. Esto significa que toda "ley y, concretamente la ley penal, invariablemente "observa una vigencia hacia el futuro y no hacia el "pasado; de aquí deriva la prohibición a que, "situaciones acaecidas con anterioridad a la "existencia de la ley, puedan ser reguladas a través "de una ley creada con posterioridad al hecho de "que se trate, situación, ésta, que generalmente se "enuncia como la prohibición a las leyes y los "tribunales ex post facto.--- La legalidad, en lo "relativo a la ley previa, como en los casos "anteriores, es garantía formal de seguridad "jurídica, también, vinculada con la garantía de "igualdad, en la medida de que es aplicable por "igual a todos, lo que deriva en la certeza de que "nadie podrá ser acusado por un delito, ni será "posible la imposición de una pena, si tales no se "relacionan con una ley que preexista al "comportamiento imputado a la persona como "delito. Implica, así un limitante a la arbitrariedad, y "por lo mismo supone una fundamental protección "a la seguridad jurídica de la persona.--- El alcance "de este principio aparece limitado por la "aplicación de la ley más favorable al reo, caso en "el cual sí se admite la aplicación retroactiva de la "misma. La aplicación retroactiva de la ley más "favorable aparece vinculada con los principios "políticos criminales que sustentan al derecho "penal y a la pena. En la ley penal mexicana, el "principio de aplicación de la ley más favorable "aparece recogido en términos de lo previsto en el "artículo 14, precisado lo anterior, debemos tener "en cuenta que el tipo penal es la descripción de la "conducta prevista por la norma jurídico penal, "dentro del ámbito situacional, en que aparece "regulado en la ley para la salvaguarda de los "bienes jurídicos de los miembros de la comunidad "social, mismos que aparecen protegidos, en los "términos del contenido preceptivo o prohibitivo "inmerso en la misma ley. La Suprema Corte de "Justicia de la Nación, en relación con el tema, ha "expresado:--- ‘El tipo delictivo de acuerdo con la "doctrina puede definirse como el conjunto de "todos los presupuestos a cuya existencia se liga "una consecuencia jurídica que es la pena. "(Semanario Judicial de la Federación, Tomo XCIX, "página 2887, asimismo en el Semanario Judicial "de la Federación, Tomo XVI, página 257, Sexta "Época, Segunda Parte)’.--- Asimismo, ha señalado: "‘El tipo delictivo es indicio de antijuridicidad, mas "no fundamento de la culpabilidad. (Semanario "Judicial de la Federación, Volumen XXXIII, página "10, Sexta Época)’.--- Y también:--- ‘Es bien sabido "que el tipo penal aparece como el conjunto de "todos los presupuestos a cuya existencia se haya "consecuencia jurídica; o en propio sentido jurídico "penal, significa más bien el injusto descrito "concretamente por la ley en los preceptos que lo "definen y sancionan por el cual el tipo penal es "indicio, mas no fundamento de la culpabilidad. "(Semanario Judicial de la Federación, Tomo "CCXXIX, página 535, Quinta Época)’.--- EL "CONTENIDO DE LA TIPICIDAD.--- I. Los "presupuestos de la conducta típica en el análisis "de la tipicidad, cronológica son: bien jurídico; tipo "de la ley penal; sujeto activo y pasivo; y, objeto "material.--- Los elementos de la conducta típica en "el análisis de la tipicidad son los siguientes.---  "Elementos objetivos: sujeto activo, sujeto pasivo, "objeto material; conducta de acción dolosa; y, "resultado material. Circunstancias y medios de la "acción típica: circunstancias de tiempo; "circunstancias de lugar; circunstancias de "ocasión; y, circunstancias de modo.--- Estas "últimas las podemos resumir de la forma "siguiente: a). Circunstancias de espacio o lugar "son las referencias de lugar o espacio vinculadas "con la realización de la conducta típica, a que "hacen referencia algunos tipos de la ley penal; b). "Circunstancias de tiempo son las referencias de "tiempo vinculados con la realización de la "conducta típica a que se contraen algunos tipos "de la ley penal; c). Circunstancias de modo son "los aspectos referidos al modo de ejecución de la "conducta, prevista por algunos de los tipos de la "ley penal; d). Circunstancias de ocasión son "referencias que enmarcan situaciones de ocasión, "vinculadas con la realización de la conducta, "exigidos por algunos tipos de la ley penal; e). "Referencias los medios son las referencias "vinculadas con los medios de comisión de la "conducta exigidos por la ley.--- En la especie, las "circunstancias de modo son factor relevante para "llegar a la conclusión de la inconstitucionalidad "del precepto en comento, esto es así, porque el "mismo alude como fin último de la conducta que "el servidor público haga u omita un —acto justo o "injusto— relacionado con sus funciones, empero, "sin decir qué se debe entender por ello, esto es, "en qué casos y bajo qué circunstancias se "actualiza el —acto justo o injusto—, lo que genera "inseguridad en todas aquéllas personas que están "sujetas a ese delito, en detrimento de la garantías "de exacta aplicación de la ley en materia penal, "prevista por el artículo 14, párrafo tercero, de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, que prohíbe la imposición de penas  "por mayoría de razón, que se debe de interpretar "como el impedimento que la ley que contenga la "sanción penal se haga extensiva a hechos que "aunque de mayor gravedad, peligrosidad o "antisocialidad, etc., que el delito previsto, no estén "comprendidos en ella y sean esencialmente "diferentes de su antecedente abstracto, "asegurándose mediante tal prohibición la "efectividad del principio nulla poena sine lege. "Amén, que también afecta la garantía de defensa "que tiene todo inculpado dentro del procedimiento "penal, prevista por el artículo 20 de la Carta "Magna, porque ante la incertidumbre que "prevalece respecto del elemento —acto justo o "injusto— del tipo penal, en concreto, no sabrá éste "qué pruebas ofrecer para desvirtuar ello, en "detrimento de las formalidades esenciales del "procedimiento que también rige en la materia "penal, y sobre todo saber si la autoridad se ajustó "o no al marco legal cuando llegare a tener por "acreditado tal requisito.--- Por analogía, es "aplicable el criterio que sustentó la actual Primera "Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, "cuando resolvió la denuncia de contradicción de "tesis 78/97, entre las sustentadas por el Tribunal "Colegiado del Décimo Noveno Circuito, el "Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer "Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del "Cuarto Circuito, de donde resultó la tesis "jurisprudencial 19/99, del rubro: ‘ARMAS, "MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y MATERIALES DE "USO EXCLUSIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS O "SUJETOS A CONTROL, DELITO DE "INTRODUCCIÓN CLANDESTINA EN LA "REPÚBLICA. ES DETERMINANTE EL MODO Y EL "LUGAR EN QUE SE INTERNEN LOS OBJETOS "DEL ILÍCITO’, que en la parte que nos interesa "dice: ‘En la especie, al no definir la Ley Federal de "Armas de Fuego  y Explosivos ni su exposición de "motivos que se acompañó a la iniciativa "respectiva, lo que debe entenderse por —"clandestino— para que se configure el delito "establecido en su artículo 84, fracción I, y si existe "otro tipo penal con una pena atenuada en la que "también podría quedar encuadrada una conducta "similar, es claro que la omisión por sí misma en "que incurre la primera ley, deja en absoluto estado "de incertidumbre e inseguridad jurídica a los "particulares, por imprecisa, al no conferir con "claridad uno de los elementos del tipo penal.... "Ahora bien, no se cuestiona la severidad de la "pena a los introductores —clandestinos— de "armas, pues ello atiende a preservar el régimen de "la seguridad nacional; sin embargo, ante la falta "de precisión de dicho tipo penal por el legislador "conviene establecer el supuesto normativo que "habrá de regir’.--- Aquí cabe precisar lo siguiente:-"- El reclamo de que el tipo penal debe precisar en "qué consiste el —acto justo o injusto—, no "solamente obedece a un capricho, pues como se "vio, a la luz de tales dispositivos constitucionales, "es relevante que el inculpado tenga plena y cabal "conocimiento de lo que se debe entender por tales "vocablos, pues de lo contrario, da lugar a una "interpretación analógica y subjetiva  del tipo "penal, ya que quedará en la conciencia del "juzgador establecer si se trata de un —acto justo o "injusto— que llevó a cabo el servidor público "relacionado con sus funciones, precisamente, en "ausencia de una definición del catálogo legal "sobre particular, tal y como lo previó el legislador "en el artículo 47 de la Ley Federal de "Responsabilidades de los Servidores Públicos y "en otros dispositivos legales que se invocarán en "líneas siguientes.--- Las aseveraciones esgrimidas "requieren de un análisis holístico para garantizar "una óptima interpretación para averiguar el real "sentido y dimensión del precepto cuya "inconstitucionalidad se invoca por ir en contra de "los fines del derecho.--- El método hermenéutico "para evaluar el precepto que se combate parte "inicialmente de los motivos señalados en cuanto a "la literalidad del texto por ser la base directa y "lógica de la interpretación y ser un elemento "insustituible en esta tarea.--- Adicionalmente, en "líneas subsecuentes exponemos la voluntad del "legislador y la teleología del mandato. Así, en "torno de la función pública de nuestro país, se ha "señalado que toda organización administrativa "requiere de personas físicas que asuman la "calidad de funcionarios o empleados públicos, los "cuales aportan su actividad intelectual o manual "para atender los propósitos del Estado mediante "determinadas prestaciones. Las transformaciones "profundas experimentadas por el Estado moderno "le han obligado a realizar una tarea "intervencionista amplísima que exige condiciones "adecuadas en las personas físicas que asuman las "tareas públicas, tales como su valor moral y "capacitación técnica, así como la disciplina de su "actuación y la conciencia de su elevada misión.--- "En nuestro país es cada día más numerosa la "organización administrativa, lo que ha orillado al "Estado a crear diversos regímenes jurídicos "especiales, lo que de hecho ha acabado por "aportar nuevos principios de organización.--- Esto "es así, en congruencia con lo que dispone la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos en sus artículos 109 y 113, al "determinar respectivamente que el Congreso de la "Unión y las Legislaturas de los Estados, dentro de "los ámbitos de sus respectivas competencias, "expedirán las leyes de responsabilidades de los "servidores públicos y las demás normas "conducentes a sancionar a quienes, teniendo este "carácter, incurran en responsabilidad, de "conformidad con las siguientes prevenciones:--- I. "Se impondrán, mediante juicio político, las "sanciones indicadas en el artículo 110 a los "servidores públicos señalados en el mismo "precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones "incurran en actos u omisiones que redunden en "perjuicio de los intereses públicos fundamentales "o de su buen despacho.--- No procede el juicio "político por la mera expresión de ideas;--- II. La "comisión de delitos por parte de cualquier "servidor público será perseguida y sancionada en "los términos de la legislación penal; y.--- III.- Se "aplicarán sanciones administrativas a los "servidores públicos por los actos u omisiones que "afecten la legalidad, honradez, lealtad, "imparcialidad y eficiencia que deban observar en "el desempeño de sus empleos, cargos o "comisiones.--- Los procedimientos para la "aplicación de las sanciones mencionadas se "desarrollarán. No podrán imponerse dos veces por "una sola conducta sanciones de la misma "naturaleza.--- Las leyes determinarán los casos y "las circunstancias en los que se deba sancionar "penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a "los servidores públicos que durante el tiempo de "su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por "interpósita persona, aumenten sustancialmente su "patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan "como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita "no pudiesen justificar. Las leyes penales "sancionarán con el decomiso y con la privación de "la propiedad de dichos bienes, además de las "otras penas que correspondan.--- Cualquier "ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y "mediante la presentación de elementos de prueba, "podrá formular denuncia ante la Cámara de "Diputados del Congreso de la Unión respecto de "las conductas a las que se refiere el presente "artículo.--- ‘Articulo 113’ (se transcribe).--- Estos "postulados que deben marcar a toda la legislación "positiva mexicana, encuentran origen normativo "en la exposición de motivos de la iniciativa de "reforma del título cuarto constitucional "denominado —de las responsabilidades de los "servidores públicos— y del cual los dispositivos "transcritos forman parte, donde se dijo que el "cambio en la denominación de servidores "públicos tenía como propósito acentuar el "carácter de servidores a la sociedad que debía "observar todo servidor público en su empleo, "cargo a comisión.--- Importa destacar que el móvil "de la reforma constitucional de 1982, se debió al "programa de Renovación Moral instituido por el "Presidente de la República de aquel entonces "quien lo elaboró e integró a su programa de "gobierno, por el cual trató de eliminar la práctica "negativa social generalizada a favor de la "corrupción. La función pública entonces, no se "tomó como un privilegio, sino que implicaba "necesariamente la responsabilidad del servidor "público que mantiene y sostiene a un gobierno "determinado, de manera que la función pública es, "finalmente, una de las más elevadas "responsabilidades sociales.--- Por ende, el Poder "Constituyente estableció un nuevo hito en la "función pública que trajo consigo nuevas "obligaciones a los servidores públicos que "integran los tres Poderes de la Unión, en especial "a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Al primero "en cuanto a que debió armonizar y concatenar "todo el marco jurídico vigente conforme a la nueva "filosofía  que produjo la reforma constitucional al "Poder Ejecutivo en cuanto a que debió incorporar "en sus planes gubernamentales, todas aquellas "acciones tendentes a materializar el mandato "supremo de referencia.--- Pues es el caso que no "consideramos que el Poder Legislativo haya "cumplido de manera cabal con su función, pues "no ejercitó su tarea normativa a plenitud ya que se "limitó a la expedición de nuevas formas legales "como la ley de responsabilidades pero no revisó "ni armonizó, en concreto el precepto del que me "duelo conforme a los principios generales del "derecho y a la armonía constitucional a la que está "obligado.--- Por su parte, el Ejecutivo Federal, en "el Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988, se "expresaron las líneas fundamentales del Programa "de Renovación Moral, teniéndose presente que en "el programa hay un conjunto de acciones de la "sociedad, lo que en todo caso debe contar con "servidores de conducta intachable. El ataque a la "corrupción se encuentra asociado con el "cumplimiento estricto de los principios del Estado "de Derecho. De ahí que el plan asentase que sería "simplista creer que la renovación moral se reduce "a una persecución y a una sanción de los "servidores públicos corruptos, sino que para el "Gobierno, la renovación moral —en su expresión "práctica equivale al perfeccionamiento de los "sistemas de administración de los recursos del "Estado, la mejor regulación de las "responsabilidades de los servidores públicos y el "fortalecimiento de los mecanismos de control y "vigilancia de la administración’.---  Retornando a la "práctica legislativa, el Congreso de la Unión "prolonga las consecuencias de la reforma "constitucional citada y en tarea reglamentaria "aprueba la Ley de Responsabilidades de los "Servidores Públicos publicada en el Diario Oficial "de la Federación de fecha 31 de diciembre de "1982, ordenamiento que en su artículo primero "establece sus objetivos, de los que resalta en "contenido de las fracciones I, en cuanto a los "sujetos de responsabilidad en el servicio público; "II, para las obligaciones en el servicio público, y III, "las responsabilidades y sanciones administrativas "en el servicio público.--- El ordenamiento en "comento, dispone en su artículo séptimo que "redundan en perjuicio de los intereses públicos "fundamentales y de su buen despacho: (se "transcribe).--- Igualmente es de resaltarse el "contenido de las fracciones V y XV del artículo 47 "de la multicitada ley, respectivamente que todo "servidor público, tendrá las obligaciones en él "contenidas para salvaguardar la legalidad, "honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que "deben ser observadas en el desempeño de su "empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento "dará lugar al procedimiento y a las sanciones que "correspondan, sin perjuicio de sus derechos "laborales, así como de las normas específicas que "al respecto rijan en el servicio de las fuerzas "armadas: ‘V’ (se transcribe).--- ‘XV’ (se transcribe).--- "De la interpretación integral de los dispositivos "mencionados podemos apreciar que los bienes "jurídicos que se tutelan no están sujetos a la "menor duda, pues devienen originalmente del "precepto constitucional y en todo caso no exigen "más que conductas genéricas pues la naturaleza "legal de los preceptos así lo exigen. Es por ello "que como ya quedó apuntado el lenguaje del "legislador no puede ser ambiguo, menos en la "norma concreta que rige todo el que hacer o la "conducta del servidor público. La norma es "abstracta pero debe materializarse en sus "distintas hipótesis en cada caso concreto sin dejar "al libre arbitrio, o a interpretación, la libertad de "persona alguna. Y todo porque, se insiste, el "legislador federal no armonizó esta nueva norma "con las preexistentes del Código Penal y en "especial del dispositivo combatido mediante el "presente amparo, para así ser congruente con el "principio de supremacía constitucional, pues no "es dable que se adopte una política legislativa "irresponsable, en donde se prescriba en la norma "fundamental un precepto y luego no se armonice "éste con el resto del marco jurídico vigente. "Prestándose además a ambigüedad, ya que en el "artículo primero transitorio  de esta ley de "responsabilidades se abroga la ley de fecha 27 de "diciembre de 1979 y textualmente expone que se "derogan todas aquellas disposiciones que se "opongan a la presente ley. Luego entonces la "fracción II, del artículo 222, del Código Penal "Federal queda cuestionado en su vigencia ya que "el legislador no armonizó tal dispositivo con los "bienes jurídicos tutelados por la nueva ley, tales "como la legalidad, honradez, imparcialidad y "eficiencia, ni con la transgresión de los intereses "públicos fundamentales y su buen despacho a que "se hizo referencia en los artículos antes referidos.-"-- Robustecen las anteriores razones el hecho de "que la fracción XV del artículo 47 de la Ley Federal "de Responsabilidades de los Servidores Públicos "conciba una hipótesis más elaborada y precisa en "términos de técnica legislativa para fines de "determinar la responsabilidad administrativa de "los servidores públicos que el supuesto "propiamente contenido en la fracción II, del "artículo 222, cuya inconstitucionalidad se plantea "y que determina el fincamiento de la "responsabilidad penal. Desde la óptica de los "valores en juego es inadmisible esta situación "normativa del derecho positivo. Más aún cuando "el propio Poder Ejecutivo, por conducto de la "titular de la Secretaría de la Contraloría de la "Federación emitió el acuerdo por el que establece "el procedimiento para la recepción y disposición "de los obsequios, donativos o beneficios en "general que reciban los servidores públicos, "publicado en el Diario Oficial de la Federación del "26 de julio de 1994, acuerdo que adminiculado con "el contenido de los artículos 88 y 89 de la Ley "Federal de Responsabilidad de los Servidores "Públicos ubica a éstos en una verdadera "incertidumbre jurídica. Esto se deriva de lo "siguiente:--- El artículo 88 antes referido indica: "(se transcribe).--- Adicionalmente, el artículo 89 "antes referido, establece textualmente que cuando "los servidores públicos reciban obsequios, "donativos o beneficios en general de los que se "mencionan en el artículo anterior y cuyo monto "sea superior al que en él se establece o sean "estrictamente prohibidos, deberán informar de ello "a la autoridad que la Secretaría determine a fin de "ponerlos a su disposición. La autoridad "correspondiente llevará un registro de dichos "bienes.--- Por su parte, el Acuerdo por el que se "establece el procedimiento para la recepción y "disposición de los obsequios, donativos o "beneficios en general que reciban los servidores "públicos como su nombre lo indica, posibilita que "los servidores reciban algún bien y en función de "su valor deberán remitirlo o no a la Secretaría "competente, por su conducto de su Dirección "General de Responsabilidades y Situación "Patrimonial para los fines de recepción, "disposición y registro de los obsequios, donativos "o beneficios en general.--- Como se puede "apreciar el legislador no integró adecuadamente "las conductas que tipifican el delito de cohecho, "contenido en el artículo 222 del Código Penal "Federal, pues en la hipótesis se complementan "con lo dispuesto por el penúltimo párrafo del "artículo 88 de la ley de responsabilidades "enunciada, lo que nos hace, además de remitirnos "a dos ordenamientos distintos, deducir sin lugar a "duda que el legislador al preocuparse de el "proceso de la iniciativa de Ley de "Responsabilidades de los Servidores Públicos, "tuvo presente el contenido del Código Penal, y no "armonizó congruentemente ambos cuerpos "legales, tan es así que se ocupó del cohecho, "figura delictiva  que no fue ajustada a los objetivos "de la reforma constitucional ni a la nueva fórmula "(en función del valor y del aviso y entrega que se "haga de los objetos recibidos) que utiliza para "sancionar esa misma conducta en el ámbito "administrativo, que suele ser más ligeramente "sancionada desde el momento que no está en "juego la libertad personal. Es decir, mientras en "el Código Penal artículo 222, fracción II, subsiste "la conducta castigable en función de que "cualquier servidor público haga u omita un acto "justo o injusto relacionado con su función, en la "ley de responsabilidades el legislador federal "complica la tipología y se olvida de definir para los "efectos de la fracción II, del referido artículo 222, "lo que debe considerarse como acto justo o "injusto. Lo que es adicionalmente una "incongruencia legislativa de carácter "inconstitucional ya que en el Código Penal se "reprime la recepción mientras que en la norma "administrativa  de responsabilidades se permite la "recepción del objeto dejando la sanción en "función del aspecto cuantitativo de aquél.--- De la "revisión conjunta de las argumentaciones "expuestas, adicionalmente se deriva por otra "óptica la inconstitucionalidad del precepto que se "combate porque no se cumple con los objetivos "de la supremacía constitucional en la materia de "servidores públicos. Es papel del Estado hacer el "derecho, contemplándolo con una sanción. El "derecho es fundamento de la obediencia que se "debe al Estado. Se dice: —nadie debe ignorar la "ley— pero, para ello, la ley debe ser legible; "cuando llega a un cierto nivel de confusión, queda "inaplicada porque es inaplicable. Entonces, el "derecho ya no funciona, la regla sin efectividad "desaparece y se instala en el derecho del más "fuerte, en lo dogmático, en lo meramente "demagógico. Una norma jurídica puede perder su "validez por el hecho de quedar inaplicada y "desobedecida permanentemente.--- Así de esta "forma debemos evaluar la utilidad social tutelada "por la norma administrativa que posibilita la "recepción de un objeto contra la contenida en la "figura del cohecho en función de la ejecución de "un acto justo o injusto; ambas analizadas en "función del cumplimiento  del mandato "constitucional a través de las normas "reglamentarias. La clasificación más habitual de "los valores comprende los valores lógicos, los "éticos, los estéticos; se agregan  a veces los de la "mística, de la erótica, de la religión. En cada valor  "hay dos orígenes diferentes: El espontáneo y el "consciente. En el grado inferior están los valores "de lo agradable y lo desagradable. En los grados "superiores de menor a mayor nivel, están los "valores vitales, los espirituales (lo bello y lo feo, lo "justo y lo injusto, el conocimiento), el "conocimiento), los religiosos (lo sagrado y lo "profano) los valores morales son la realización de "un valor positivo cualquiera, sin sacrificio de un "valor inferior. La preferencia por los valores "determina la moralidad de los actos. Entonces en "el caso concreto se impone plantear el problema "de los valores:--- Por el valer. La bondad, la "belleza, la santidad no son cosas reales, pero "tampoco son entes ideales. Los objetos reales "vienen determinados, los objetos irreales  son "intemporales. Los valores también son "intemporales, y por eso han sido confundidos, a "veces, con idealidades como desafortunadamente "le sucedió al legislador federal en la ley de "responsabilidades en donde solamente se queda "en la bondad de intensiones desglosando "supuestos ideales que se adicionan a los que "existían en el Código Penal sin aplicación por su "falta de determinación entre lo que es un acto "justo e injusto.--- Por la objetividad. Los valores "serían objetivos, no dependerían de las "preferencias individuales, sino que mantendrían "su forma de realidad más allá de toda apreciación "y valorización.  La teoría relativista de los valores "sostiene  que los actos de agrado y desagrado "son el fundamento de los valores; en cambio, en la "teoría absolutista el valor es el fundamento de "todos los actos. Los relativistas desconocen la "realidad de los valores; los absolutistas llegan, en "algunos casos, a eliminar los problemas que "plantea la relación efectiva entre los valores y la "realidad humana e historia. Los valores serían "objetivos y absolutos, porque la objetividad del "valor es la indicación de su autonomía con "respecto a toda estimación arbitraria. No es un "sistema de preferencias subjetivas, pero tampoco "es una región metafísica de seres absolutamente "trascendentes. Por lo que el precepto combatido "es inconstitucional por la ausencia de definición "entre acto justo e injusto. Amén de que en ambas "teorías se hace indispensable dar plena "materialización de los bienes jurídicos tutelados "de legalidad, honradez, imparcialidad y eficacia "que se contienen en los artículos 109 y 113 de la "Constitución Federal y que expresamente dan "orientación a las normas reglamentarias.--- Por la "dependencia. Los valores no son independientes, "pero esta dependencia no debe entenderse como "una subordinación del valor a instancia ajenas. "Los valores hacen siempre referencia al ser, quien "en este caso queda en estado de indefensión  ante "la ambigüedad de la norma, siendo que el texto "legal debe ser claro y permitir una adecuada "defensa.--- Por la polaridad. Los valores no son "entidades indiferentes: el valor de la belleza se "contrapone siempre al de la fealdad; el valor de la "bondad se contrapone siempre al de la maldad; el "valor de la santidad se contrapone al de lo "profano. La polaridad es el desdoblamiento de "cada cosa valiosa en un aspecto positivo y un "aspecto negativo. Luego entonces la "conceptualización de una polaridad como lo es un "acto justo y otro injusto para efectos de "determinar una sanción penal requiere de la "expresa definición por el legislador.--- Por calidad. "Los valores son totalmente independientes de la "cantidad.  No pueden establecerse relaciones  "cuantitativas entre las cosas valiosas. Lo "característico de los valores es la calidad pura. Así "las cosas, la fórmula contenida en la legislación "administrativa no puede estar en función del "precio de lo recibido para imponer una sanción, "pues ello no garantiza el cumplimiento de los "bienes jurídicos tutelados de legalidad, honradez, "imparcialidad  y eficiencia que se contienen en los "artículos 109 y 113 de la Constitución Federal, por "lo que parecería más acertada la fórmula del "Código Penal Federal, aunque incompleta por la "falta de definición.--- Y reafirma la idea de que es "indispensable saber cuándo y en qué momento se "puede establecer si la función del servidor público "constituyó un —acto justo o injusto—, máxime "que son múltiples los supuestos que pueden dar "lugar a la salvaguarda o infracción de los "principios de legalidad, honradez, lealtad, "imparcialidad y eficiencia, que debe imperar en el "desempeño de todo servidor público en sus "funciones, empleos, cargos y comisiones, de "conformidad con el artículo 113 de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos. "Sustentar lo contrario, daría lugar a una "aberración jurídica: El juzgador penal conforme a "su conciencia y libre albedrío determinará si el "servidor público cometió un —acto justo o "injusto— relacionado con sus funciones.--- III.- "LOS ARTÍCULOS 77 Y 87 DEL CÓDIGO PENAL "FEDERAL; 27, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY "ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA "FEDERAL; 3° DE LA LEY QUE ESTABLECE LAS "NORMAS MÍNIMAS SOBRE READAPTACIÓN DE "SENTENCIADOS Y 529, PÁRRAFO I, DEL CÓDIGO "FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, "RESULTAN INCONSTITUCIONALES YA QUE "PUGNAN ABIERTAMENTE CON LAS GARANTÍAS  "DE SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD "PREVISTAS POR LOS ARTÍCULO 14 Y 16 "CONSTITUCIONALES.--- En primer lugar debo "dejar bien claro que si bien es cierto que tales "dispositivos no se aplicaron expresamente en la "sentencia definitiva reclamada, también lo es que "la misma confirmó la de primera instancia y "resulta que en ésta se me puso a disposición del "Poder Ejecutivo, por mediación del Jefe de los "Servicios Coordinados de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaría de "Gobernación, para el cumplimiento de las penas "impuestas por el delito de cohecho, previsto por el "artículo 222, fracción II del Código Penal Federal "por lo que tácitamente el fallo reclamado se apoyó "en tales dispositivos legales y por ende, es "procedente que se examine su constitucionalidad "en la presente demanda de amparo directo, al "tenor del artículo 166, fracción IV, de la Ley de "Amparo” (fojas 12 a 45 del cuaderno de amparo).

TERCERO.- Por auto de veintinueve de noviembre de dos mil uno, la Magistrada Presidenta del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, admitió la demanda de amparo, registrándola con el número D.P. **********.

Seguido el juicio por sus trámites legales, el veinte de septiembre de dos mil dos, el pleno del citado órgano jurisdiccional dictó la sentencia respectiva, que culminó con los puntos resolutivos siguientes:

"PRIMERO.- Se sobresee en el presente juicio por "lo que respecta al acto reclamado al Juez "Séptimo de Distrito ‘B’ de Procesos Penales "Federales en el Distrito Federal (anteriormente "Décimo de Distrito en Materia Penal en el Distrito "Federal y actualmente Décimo Tercero de Distrito "de Procesos Penales Federales en el Distrito "Federal), precisado en el resultando primero de "esta ejecutoria.--- SEGUNDO.- La Justicia de la "Unión no ampara ni protege a ********** contra el acto que reclamó del Segundo "Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer "Circuito que quedó precisado en el resultando "primero de esta sentencia".

En relación con el problema de constitucionalidad propuesto, el Tribunal Colegiado se apoyó en las consideraciones siguientes:

"En esa virtud y previo al análisis de la cuestión de "inconstitucionalidad planteada es prudente "apuntar las siguientes ideas:--- En efecto, es "preciso señalar que el quejoso dividió su escrito "de demanda en dos capítulos, el primero de ellos "lo dedica al aspecto relativo a la "inconstitucionalidad de la ley reclamada (artículo "222 fracción II, del Código Penal Federal y otros "dispositivos legales a los que más adelante se "hará alusión) y en el segundo controvierte la "legalidad de la sentencia combatida; al referirse al "primer aspecto, aduce que corresponde conocer "en forma exclusiva de dicho tópico, al Pleno de la "Suprema Corte de Justicia de la Nación para que "después un Tribunal Colegiado se avoque al "estudio de la legalidad correspondiente.--- Sobre "el particular, debe señalarse que no asiste razón al "peticionario de garantías, puesto que la "competencia legal para conocer de "inconstitucionalidad de leyes, cuando estas se "aducen en el juicio de amparo contra sentencias "definitivas, como en el caso aconteció, "corresponde a los Tribunales Colegiados de "Circuito, tal como se advierte de los artículos 158, "último párrafo y 166, fracción IV, de la Ley de "Amparo, sin perjuicio de que, en los términos del "artículo 83, fracción V, de la citada ley, en su "oportunidad, sea el Alto Tribunal quien conozca "del recurso de revisión que se llegare a "interponer; por tal motivo es que este Tribunal "Colegiado se avocará a examinar lo relativo a los "argumentos que se circunscriben al problema de "la constitucionalidad de la ley reclamada así como "aquellos relativos a la legalidad de la sentencia "controvertida.--- Cobra aplicación, por semejanza "jurídica la Jurisprudencia emitida por el Pleno de "la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible "en la página 397 y siguiente del Apéndice al "Semanario Judicial de la Federación, compilación "1917-2000, Tomo I, materia Constitucional, cuyo "rubro y texto son del tenor literal siguiente:---  "‘LEYES INCONSTITUCIONALES, AMPARO "DIRECTO CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS "FUNDADAS EN. NO CORRESPONDE SU "CONOCIMIENTO A UN JUEZ DE DISTRITO’.- (se "transcribe).--- Por otra parte, resulta irrelevante "que el solicitante del amparo en su escrito de "demanda haya señalado que corresponde al "máximo Tribunal de Justicia de la Nación conocer "de las ‘acciones de inconstitucionalidad’, término "que en el caso particular se estima fue "incorrectamente utilizado, puesto que lo que se "controvierte como concepto de violación en la "sentencia combatida, es la inconstitucionalidad "del artículo 222, fracción II, del Código Penal "Federal, aspecto que nada tiene que ver con las "‘acciones de inconstitucionalidad’, ya que la "acción de inconstitucionalidad no es más que un "tipo especial de procedimiento constitucional en "el que, por su propia y especial naturaleza, no "existe contención, pues las partes legitimadas "para promoverla, en términos de lo dispuesto por "el artículo 105, fracción II, de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos "(Procurador General de la República, partidos "políticos y treinta y tres por ciento, cuando menos, "de los integradores del órgano legislativo que "haya expedido la norma), no ejercen la acción para "deducir un derecho propio o para defenderse de "los agravios que eventualmente les pudiera causar "una norma general, pues el poder reformador de la "Constitución las facultó para denunciar la posible "contradicción entre aquélla y la propia Carta "Magna, a efecto de que la Suprema Corte de "Justicia de la Nación, atendiendo al principio de "supremacía constitucional, la someta a revisión y "establezca si se adecua a los lineamientos "fundamentales dados por la propia Constitución y "la sentencia que se dictara tuviera efectos "generales, a diferencia de lo que sucede con el "juicio de amparo, en el que la sentencia sólo tiene "efectos para quien lo promueve.--- En otro orden "de ideas, debe señalarse que cuando se promueve "juicio de amparo directo contra sentencias "definitivas y se estima inconstitucional la ley que "se aplicó, en términos del artículo 166, fracción IV, "segundo párrafo, de la Ley de Amparo, no procede "llamar a juicio a las autoridades que intervinieron "en la expedición y refrendo de la misma, toda vez "que en materia de amparo directo puede realizarse "el estudio de ese tipo de problemas mediante "declaración con efectos limitados a la sentencia "combatida, tal como se advierte de la "jurisprudencia precedentemente reseñada.--- Al "respecto cabe invocar la tesis sustentada por el "entonces Tercer Tribunal Colegiado del Sexto "Circuito, publicada en la página ciento noventa y "dos, del Semanario Judicial de la Federación, "Octava Época, Tomo VI, Segunda Parte, con el "rubro y texto siguientes: ‘LEYES "INCONSTITUCIONALES, APLICACIÓN DE LAS. "CUANDO SE RECLAMAN EN EL AMPARO "DIRECTO’. (se transcribe).--- Bajo el raciocinio "anterior, es necesario dejar también plenamente "establecido que el ahora quejoso aduce que son "inconstitucionales los artículos 77 y 78 del Código "Penal Federal; 27, fracción XXVI de la Ley "Orgánica de la Administración Pública Federal; 3° "de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre "Readaptación Social de Sentenciados y 529, "párrafo I (sic) del Código Federal de "Procedimientos Penales, ya que a su juicio "pugnan con las garantías de seguridad jurídica y "legalidad prevista por los artículos 14 y 16 "Constitucionales y aunque destacó que en la "sentencia combatida no se ‘aplicaron "expresamente’, lo cierto era que al confirmarse la "sentencia de primer grado se le dejó a disposición "del poder ejecutivo por mediación del ‘Jefe de "Servicios Coordinados de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaría de "Gobernación, para el cumplimiento de las penas, "por lo que tácitamente el fallo se apoyó en tales "dispositivos legales’; sin embargo, dicho "concepto de violación también es infundado, "puesto que tratándose de la impugnación de leyes "en el amparo directo, es necesario que se acredite "que durante el procedimiento o en la sentencia "misma se hayan aplicado al peticionario de "garantías las disposiciones que estima "contraventoras de la Constitución, porque de lo "contrario no existirá la causación de un perjuicio "en su contra; y en la especie no está probado que "en la secuela procesal de donde emanan los actos "reclamados se aplicaron los preceptos que el "quejoso tilda de inconstitucionales.--- En efecto, "los supracitados dispositivos, en la parte "conducente, establecen lo siguiente: (transcribe).--- "Como puede observarse, los artículos en mención, "(a excepción de los numerales 78 del Código "Penal Federal que fue derogado y 27, fracción "XXVI de la Ley Orgánica de la Administración "Pública Federal), regulan lo relativo a la ejecución "de sentencias y en el caso particular, dado la "naturaleza de la resolución combatida, es "inconcuso que los mismos no fueron aplicados "por el Tribunal de Alzada y aunque pudiera "estimarse la inminencia en su aplicación de "resultar legal la sentencia combatida, esa sola "circunstancia no actualiza o concretiza el perjuicio "en la esfera jurídica del quejoso de manera real y "actual, sino que sólo generaría en su caso, la "presunción de que tal aplicación ha de realizarse, "sin conocerse las circunstancias de tiempo, modo "y lugar de ejecución, lo que impide constatar la "existencia misma del perjuicio, de ahí lo infundado "del concepto de violación que se analiza.--- Cobra "aplicación al caso la Tesis P. CXXXIII/97 "sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de "Justicia de la Nación, consultable en la página 203 "del Semanario Judicial de la Federación y su "Gaceta, Novena Época, Tomo VI, septiembre de "1997, cuyo rubro y texto rezan: "‘CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. PARA QUE "EN AMPARO DIRECTO PUEDAN OPERAR LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS, SE "REQUIERE QUE LOS PRECEPTOS SE HAYAN "APLICADO EN LA SENTENCIA RECLAMADA O EN "EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL QUE CON ELLA "CULMINÓ’. (transcribe).--- Siguiendo con el tema de "inconstitucionalidad, a juicio del quejoso, el "artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal "es inconstitucional, lo cual es infundado.--- Con el "objeto de analizar la cuestión de "inconstitucionalidad supramencionada, resulta "pertinente transcribir primeramente el texto del "segundo y tercer párrafo del artículo 14 "constitucional, que contiene la garantía de "seguridad jurídica que el quejoso estima violada, "así como la parte considerativa del artículo 222 del "Código Penal Federal, que se reclama como "violatorio de la garantía mencionada:--- ARTÍCULO "14. (transcribe).--- ARTÍCULO 222. (transcribe).--- "Ahora bien, cabe señalar en primer lugar que no "asiste razón al peticionario de garantías al señalar "que el artículo 222, fracción II, del Código Penal "Federal es inconstitucional porque contraviene el "segundo párrafo del artículo 14 constitucional.--- "Ciertamente, como lo refiere el quejoso en su "escrito de conceptos de violación, en el párrafo "segundo del artículo 14 Constitucional, se "contienen como garantías de seguridad jurídica "para el gobernado, la de audiencia que implica que "nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o "de sus propiedades, posesiones o derechos, sino "mediante juicio en el que se sigan las "formalidades esenciales del procedimiento y la de "irretroactividad de la ley (en perjuicio del "encausado); sin embargo, el hecho de que en el "dispositivo legal que se tilda de inconstitucional "no se precisen las garantías contenidas en el "segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, "puesto que en él no se hace referencia a la "garantía de audiencia, como tampoco al juicio "seguido ante tribunales previamente establecidos, "al cumplimiento de formalidades esenciales del "procedimiento y que el acto privativo se ajuste a "leyes expedidas con anterioridad al hecho, "también lo es que tal circunstancia no hace "inconstitucional la norma jurídica en mención, "puesto que es bien sabido que en el Código Penal "únicamente se prevén y sancionan las conductas "delictivas, por lo que resulta innecesario que se "precise en cada uno de los artículos que lo "conforman, la forma de como se otorgan las "aludidas garantías. En todo caso, es hasta el "proceso, seguido con motivo de los hechos "delictivos donde deben observarse cabalmente "dichas garantías porque suponiendo sin conceder "que efectivamente en el caso particular se hubiese "demostrado que no se respetaron las "formalidades contenidas en segundo párrafo del "artículo 14 Constitucional (garantía de audiencia, "juicio seguido ante tribunales previamente "establecidos, cumplimiento de formalidades "esenciales del procedimiento y que el acto "privativo se ajuste a leyes expedidas con "anterioridad al hecho), ello evidentemente no sería "por defecto de la ley sustantiva, sino por los vicios "observados durante el procedimiento respectivo.--"- Por otra parte, como efectivamente lo señala el "solicitante del amparo, la garantía de exacta "aplicación de la ley en materia penal, contenida en "el tercer párrafo del artículo 14 constitucional, "deriva de los principios nullum crimen sine lege y "nulla poena sine lege, que son aceptados y "recogidos en nuestra Carta Magna, con el objeto "de dar seguridad jurídica a los gobernados y evitar "arbitrariedades gubernamentales.--- Por virtud de "dichos principios, cualquier hecho que no esté "señalado por la ley como delito, no será "delictuoso, y por tanto, no debe ser susceptible de "acarrear la imposición de una pena; por otra parte, "todo hecho catalogado como delito, debe prever "expresamente la pena que le corresponda, en caso "de su consumación.--- Con el propósito de que se "respete la garantía constitucional de exacta "aplicación de la ley en materia penal, se proscribe "la imposición de penas por analogía y por mayoría "de razón.--- Este requisito de exacta aplicación de "la ley penal se traduce en la tipificación previa de "la conducta o hecho que se refute como ilícito y "que el señalamiento de las sanciones, también "estén consignados con anterioridad al "comportamiento incriminatorio.--- Así las cosas, "la analogía consiste en la decisión de un caso "penal no contenido por la ley, apoyándose en el "espíritu latente de ésta y en la semejanza del caso "planteado con otro que la ley ha definido en su "texto; así pues, mediante el procedimiento "analógico, se trata de determinar una voluntad "inexistente en las leyes, pues si el legislador "hubiere podido tener en cuenta la situación que el "Juez debe juzgar, lo hubiera manifestado en la "ley.--- Ahora bien, el peticionario de garantías "señala que el artículo 222 fracción II, del Código "Penal Federal es inconstitucional porque "contraviene el tercer párrafo del artículo 14 "Constitucional, al no haber establecido el "legislador lo que significan los términos ‘justo o "injusto’ ya que desde su óptica da lugar a una "aplicación analógica del mismo, lo cual es "infundado.--- La afirmación anterior, conduce a "este Tribunal Colegiado a hacer referencia al tipo "penal y a su estructura, pues de esta referencia se "podrá advertir que el elemento ‘justo o injusto’ se "trata de un elemento normativo de valoración "jurídica que de ninguna manera da lugar a una "aplicación analógica del precepto legal "mencionado.--- En efecto, el tipo penal es el "instrumento legal, lógicamente necesario y de "naturaleza predominantemente descriptiva, que "tiene por función la individualización de "conductas humanas penalmente relevantes, el "cual es definido por el legislador a partir de la "decisión político-criminal de proteger un bien "jurídico; en esa virtud, el tipo penal se construye "mediante los llamados elementos del tipo, los "cuales pueden variar en cada caso; en ese "sentido, se tiene que los elementos del tipo penal "para su estudio se dividen en objetivos y "subjetivos, los primeros a su vez se clasifican en "descriptivos y normativos o valorativos, los "segundos comprenden subjetivos genéricos y "subjetivos específicos, dentro de los objetivos "descriptivos tenemos la conducta que puede ser "de acción u omisión (propia o impropia), bien "jurídico tutelado y su afectación o puesta en "peligro, sujetos activos, calidades de los mismos, "resultado y nexo de atribuibilidad, medios "comisivos, circunstancias de tiempo, lugar, modo "y ocasión; los normativos son aquellos que sólo "pueden ser aprendidos o comprendidos mediante "un proceso intelectivo o valorativo, de manera que "para su comprensión se necesita un complemento "de carácter socio-cultural general o de carácter "jurídico valorativo, ejemplo de ellos es cuando en "la descripción típica se señala ‘indebidamente’, "‘sin causa justificada’, ‘justo o injusto’; a su vez "dentro de los elementos subjetivos genéricos se "tiene al dolo, ya sea directo o eventual, o bien la "culpa, con representación o sin ella; finalmente, "tendríamos a los subjetivos específicos que son "los ánimos, finalidades, deseos, intenciones, o "cualquier elemento que entrañe un objetivo "ulterior.--- En esa virtud, de acuerdo a la "descripción típica contenida en el artículo 222 del "Código Penal Federal, se puede establecer que "existen dos maneras conocidas de cohecho: "pasivo cuando su comisión corre a cargo del "funcionario público (fracción I, del numeral "referido), y activo, en el que entra en juego la "acción ilícita del particular (fracción II); y así, los "elementos típicos del delito de cohecho en la "hipótesis prevista en la fracción II, del artículo 222 "del Código Penal Federal que se aplicó en la "sentencia condenatoria y que se tilda de "inconstitucional son:--- a) El dar dinero o dádiva "(en el caso particular ambas) a un servidor "público.--- b) El propósito de la entrega del dinero "debe consistir en que el funcionario público "realice un acto justo o injusto, relacionado con "sus funciones.--- Así lo ha sostenido también, la "Primera Sala del Máximo Tribunal de Justicia de la "Nación, al señalar en la tesis consultable en la "página 16, del Semanario Judicial de la "Federación, Sexta Época, Volumen LXXIV, "Segunda Parte, lo siguiente:--- ‘COHECHO, "DELITO DE. Los’. (transcribe).--- Como podrá "observarse, la descripción típica del delito de "COHECHO en la hipótesis por la que se condenó "al justiciable, contiene como elementos "normativos las expresiones ‘espontánea’, "‘servidor público’ y “justo o injusto”, la primera de "ellas de valoración cultural y las dos restantes de "valoración jurídica, elementos normativos "respecto de los cuales el Tribunal Unitario hizo "alusión en las fojas 136 y 137 de la sentencia "combatida y que en este apartado únicamente se "hará alusión al último de los nombrados por ser el "aspecto en que el quejoso circunscribe la "inconstitucionalidad de la ley.--- Ciertamente, de la "lectura de la disposición legal en que se contiene "el tipo penal de referencia, se advierte que para la "configuración del ilícito en la hipótesis "mencionada, es necesario que la acción (por ser el "caso en que se adecuó la conducta del quejoso) "que se pide realizar al servidor público esté "relacionada con sus funciones, para que dicha "petición pueda poner en peligro el bien "jurídicamente tutelado, por la norma.--- Tal "exigencia debe entenderse en el sentido de que el "acto que se le pide hacer debe estar relacionado "con el cargo de servidor público que desempeña, "esto es, que éste debe estar en posibilidad "material de realizar la conducta que se le pide, "pues para ello puede hacer uso de su cargo como "servidor público.--- Ahora bien, el elemento "normativo ‘justo o injusto’ que contiene la "descripción típica aludida, a juicio de este Tribunal "Colegiado no viene más que a constituir un "elemento accesorio relacionado con las funciones "del servidor público cohechado, siendo por tanto, "indiferente el contenido de ese acto, como bien lo "señaló el tribunal de alzada en la sentencia "combatida, puesto que con dichos términos de "‘justo o injusto’ lo que el legislador pretendió, fue "excluir cualquier valoración sobre la conducta "realizada por el servidor público cohechado, si se "toma en consideración que el verbo rector del tipo "penal de cohecho, en la hipótesis que nos ocupa "radica en que el sujeto activo dé dinero o "cualquier dádiva al servidor público para que éste "realice los actos que de él se solicitaron en el "ejercicio de los deberes de su cargo, como "propios e inherentes a las funciones que "desempeña, en otras palabras, el cohecho implica "la corrupción de un servidor público con el fin de "que éste ejecute un acto opuesto al cumplimiento "de sus deberes oficiales y que al final de cuentas "puede ser justo o injusto, de ahí que, contrario a lo "argüido por el amparista, el hecho de no definirse "en el artículo 222 del Código Penal en cuestión, "los términos ‘justo o injusto’, no significa que se "deje al encausado en estado de indefensión, pues "se repite, para acreditar el cuerpo del delito de "cohecho en la hipótesis que se estimó actualizada, "basta con que de las pruebas allegadas al proceso "se demuestre que el activo del delito dio a algún "servidor público dinero para que éste realizara el "acto que de él se solicitó, el cual debe ser "inherente a sus funciones, pues de lo contrario, su "conducta sería atípica, aún cuando pudiere ser "censurable en el orden moral, lo que de ninguna "manera significa que dicha norma se aplique "analógicamente.--- Con independencia de lo "razonado, debe decirse que aún suprimiendo los "conceptos de ‘justo o injusto’ contenidos en la "descripción típica del delito de cohecho que se "analiza, la figura delictiva en comento subsistiría "plenamente, puesto que como se ha dicho, lo "sancionable por la norma penal en el caso "concreto es que cualquier persona entregue al  "servidor público una remuneración o bien una "dádiva cualquiera para que aquél realice algún "acto vinculado con las funciones que como "servidor público tiene confiadas, pues con ese "actuar se vulnera la honradez e irreprochabilidad "funcional de los mismos.--- Sobre el particular, "este Tribunal Colegiado sostuvo la Tesis "consultable en la página 140 del Semanario "Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IV, "Segunda Parte-1, julio a diciembre de 1989, cuyo "rubro y texto rezan:--- ‘COHECHO, DELITO DE. "ACCESORIEDAD ELEMENTAL DEL HACER ALGO "‘JUSTO O INJUSTO’ RELACIONADO CON LAS "FUNCIONES DEL ACTIVO’. (transcribe).--- De lo "anterior se colige entonces que, no por el hecho "de que el legislador no haya definido lo que debe "entenderse por ‘justo o injusto’ hace que el "artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal "sea inconstitucional, pues de admitir dicha "postura, sería tanto como exigir que todos los "elementos normativos que integran el tipo penal, "estén definidos en las disposiciones legales, lo "que convertiría al Código Penal, más que un "ordenamiento en que se prevén y punen las "conductas delictivas, en un glosario en el que se "establezca el significado de los elementos "integradores de cada tipo penal.--- Ahora bien, "ciertamente como el quejoso lo señala en el "concepto de violación que se analiza, tampoco en "la exposición de motivos que dio lugar a la "reforma del dispositivo legal que se tilda de "inconstitucional se define lo que debe entenderse "por ‘justo o injusto’; sin embargo, esa sola "circunstancia, no conduce a demostrar que el "precepto supraindicado sea contrario a la "Constitución, pues en ésta última no se contiene "precepto alguno que instituya como derecho o "garantía de los gobernados, la necesaria "correspondencia entre las leyes emanadas del "Congreso de la Unión y las exposiciones de "motivos que acompañan a las iniciativas o "reformas de la ley.--- Es aplicable al caso en lo "conducente, la Jurisprudencia 15/1992, sustentada "por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, consultable en la página 11, del "Semanario Judicial de la Federación, Octava "Época, Tomo 52, abril de 1992, cuyo rubro y texto "son del tenor literal siguiente: ‘LEYES. NO SON "INCONSTITUCIONALES PORQUE SE APARTEN "DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LAS "INICIATIVAS QUE LES DAN ORIGEN’. (transcribe).--"- Por otra parte, el impetrante de garantías en el "segundo concepto de violación señala que la "inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, "del Código Penal se actualiza además, en razón de "que al reformarse el numeral en comento, no se "cumplió con los objetivos de la Supremacía "Constitucional en materia de servidores públicos, "ya que el legislador no armonizó dicha reforma "con la diversa que sufrió la Ley de "Responsabilidades de los Servidores Públicos "(pues aduce que en dicha ley, ‘esa conducta suele "ser más ligeramente sancionada desde el "momento en que no está en juego la libertad "personal)’.--- Sobre el tópico cabe señalar que no "asiste razón al quejoso, puesto que la "inconstitucionalidad de una ley no depende de la "congruencia o incongruencia que guarde con las "demás normas legales, sino de la contravención "que pudiera existir entre la norma que se tilda de "inconstitucional con algún precepto de la Carta "Magna, lo cual no aconteció en el caso particular; "en esas condiciones, resulta irrelevante si la "reforma al artículo 222, del Código Penal Federal "guardó o no armonía con la reforma de que fue "objeto la Ley de Responsabilidades de los "Servidores Públicos que aduce el peticionario de "garantías.--- Ciertamente, el peticionario del "amparo argumentó que no existe concordancia "entre el artículo 222 y la Ley de Responsabilidades "de los Servidores Públicos, ya que sostiene que "mientras en el primero se sanciona el delito de "cohecho, en la legislación administrativa de "referencia se permite la recepción ‘del objeto’ "dejando la sanción en función del aspecto "cuantitativo del mismo, sin embargo, como se dijo "en líneas que preceden, para que se actualice un "problema de constitucionalidad de ley, se "requieren premisas esenciales mínimas a "satisfacer en la demanda de amparo; en otras "palabras, se hace necesario que la norma legal "señalada como inconstitucional, se impugne en "confrontación expresa con una disposición "específica de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos (y no de otra norma "legal), mediante concepto de violación  suficiente, "lo cual en el aspecto que se analiza no se satisfizo "puesto que el quejoso se limitó a señalar que "entre el Código Penal Federal y la Ley de "Responsabilidades de los Servidores Públicos no "existía congruencia; empero, dejó de precisar en "función de qué norma de la Constitución General "de la República pudiera surgir una contradicción o "desacatamiento en la norma general que tilda de "inconstitucional, sin que para ello sea óbice que "se haya referido en ese concepto de violación, a la "reforma que sufrió el Título Cuarto de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, pues al referirse a dicha reforma, lo "hizo únicamente con la finalidad de destacar el "móvil o motivos que tuvo el legislador al llevar a "cabo la reforma del Código Penal Federal y en su "caso, de la Ley de Responsabilidades de los "Servidores Público, que en el caso es irrelevante, "puesto que la misma no le fue aplicada al quejoso "en la sentencia combatida.--- Cobra aplicación al "caso particular, la Jurisprudencia emitida por el "Pleno del Máximo Tribunal de Justicia de la "Nación, identifica con el número 343, consultable "en la página 398 del Apéndice al Semanario "Judicial de la Federación, compilación 1917-2000, "Tomo I, materia Constitucional, cuyo rubro y texto "rezan: ‘LEYES, INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS’. "(transcribe).--- Para concluir este apartado, debe "tenerse presente que las normas punitivas se "componen de la descripción que hace el legislador "de una conducta que configura el delito y el "señalamiento de la sanción que ha de aplicarse a "quien realice la conducta tipificada y en el caso "particular, la disposición reclamada contiene los "elementos de toda norma punitiva puesto que el "legislador en el artículo referido, realiza la "descripción de las conductas que tipifican el delito "de COHECHO y establece la punibilidad "correspondiente en caso de que se actualicen las "mismas.--- Así pues, la fracción II de dicho "numeral, que es la que interesa en el caso "particular por haber sido la que aplicó el Tribunal "de Apelación al solicitante del amparo en la "sentencia combatida, establece en la hipótesis "que estimó acreditada, que comete el delito de "COHECHO el que de manera espontánea dé dinero "o dádiva, (en el caso particular ambos) al servidor "público para que éste haga un acto justo o injusto "relacionado con sus funciones, delito cuya "consumación prevé en el caso particular, la "imposición de dos a catorce años de prisión y "multa de trescientas a quinientas veces el salario "mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el "momento de cometerse el delito [porque en la "sentencia combatida se consideró que la cantidad "de dinero que el sujeto activo entregó a los "servidores públicos para que realizaran un acto "(con independencia de lo justo o injusto del "mismo) relacionado con sus funciones, excedía de "quinientas veces el salario mínimo vigente en el "Distrito Federal al momento de cometerse el "evento delictivo].--- Lo anterior lo estableció el "legislador con la finalidad de sancionar "expresamente la conducta de cualquier persona "que promoviera la corrupción del servicio público, "sin que dicha conducta deba confundirse con la "de coparticipación o coautoría en los delitos "cometidos por servidores públicos, pues estas "últimas suponen la responsabilidad penal de "aquéllos.--- En esas circunstancias, "contrariamente a lo sostenido por el amparista, el "artículo 222, fracción II, penúltimo párrafo del "Código Penal Federal no es violatorio de las "garantías de seguridad jurídica contenidas en el "segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, "como tampoco de la de exacta aplicación de la ley "en materia penal, contenida en el tercer párrafo de "dicho dispositivo constitucional, porque como se "dijo, el hecho de que el legislador no hubiese "definido, lo que debe entenderse por ‘justo o "injusto’ no da lugar a que el dispositivo legal en "comento se aplique analógicamente” (fojas 391 a 401 del expediente de amparo).
CUARTO.- Inconforme con la sentencia anterior, la parte quejosa mediante escrito presentado el diez de octubre de dos mil dos, ante el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, interpuso recurso de revisión en su contra. 

Mediante acuerdo de mismo día mes y año, se ordenó remitir el escrito de expresión de agravios junto con el cuaderno de amparo, a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

QUINTO.- Por proveído de diecisiete de octubre de dos mil dos, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió el recurso de revisión interpuesto. 

Por diverso acuerdo de ocho de noviembre del mismo año, ordenó turnar el asunto al señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, para que formulara el proyecto de resolución correspondiente. 

El Agente del Ministerio Público de la Federación formuló el pedimento número VI-122/2002, en el sentido de que confirme la sentencia del Tribunal a quo, sobreseyendo en el juicio y negando el amparo al  quejoso.

SEXTO.- En acuerdo de siete de abril de dos mil tres, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó pasar el presente expediente a la Primera Sala, en virtud de que la materia del asunto corresponde a su especialidad.

En proveído de diez de abril de dos mil dos, el Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó avocamiento del presente asunto, se registrara  y se returnaron  los autos al Ministro Juan N. Silva Meza, para que determine lo procedente.

Previo dictamen del Ministro Ponente, en auto de diecisiete de noviembre de dos mil tres, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó radicar el asunto en el Tribunal Pleno y devolverlo a la Ponencia a la que se encuentra turnado.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto con los artículo 107, fracción IX, de la Constitución de la República, 84, fracción II, de la Ley de Amparo y 10, fracción III, de la Ley  Orgánica del Poder Judicial de la Federación, porque el recurso se interpone en contra de la sentencia pronunciada por un Tribunal Colegiado, en donde se planteó la inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal.

SEGUNDO.- El recurso de revisión fue interpuesto en tiempo, pues la sentencia recurrida se notificó al quejoso recurrente el uno de octubre de dos mil dos y el escrito de expresión de agravios se presentó el diez del mismo mes y año, descontando del computo respectivo los días cinco y seis de octubre del año próximo pasado, por inhábiles de conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

TERCERO.- La parte recurrente hizo valer los siguientes agravios:
"PRIMERO.- VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE LA LEY "DE LA CONGRUENCIA.--- PRECEPTOS "INAPLICADOS E INOBSERVADOS RELATIVOS AL "TEMA.- Lo son los artículos 184, 190, en relación "con los numerales 77 fracciones I, II y III, 78 y 79; "todos ellos de la Ley de Amparo.--- Estos "preceptos en sí contienen las normas procesales "dentro  del juicio de amparo, en especial respecto "las sentencias de tal materia y orden, sobre todo "en el tema de la CONSTITUCIONALIDAD O "INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES que "deben analizarse, y se traducen en el principio de "la congruencia aplicable para el Juzgador "Colegiado en el deber de pronunciar su fallo, en "cuanto a las pretensiones deducidas en la litis de "tal reclamo, donde se proscribe al aplicador "recurrir a la (ULTRA PETITIA PARTITIUM), o fuera "de esta (EXTRA PETITIA), lo que quiere decir "apartarse de lo expuesto por las partes; principio "éste fundamental atento a lo dispuesto por tales "numerales que se consideran violados.--- En las "resoluciones dictadas en los juicios de amparo, no "se comprenderán más cuestiones que las legales "propuestas en la demanda (salvo casos en que "opere la suplencia de la queja), debiendo apoyarse "en el texto constitucional de cuya aplicación se "trate de expresar en las proposiciones resolutivas "del acto o los actos reclamados, y contra los "cuales se niegue o conceda la protección "constitucional.--- El principio de congruencia de "las sentencias de amparo estriba en que éstas "deben dictarse en concordancia con la demanda, "el acto reclamado, y los conceptos de violación "esgrimidos en la misma. En sí, este aspecto "constituye la congruencia externa e interna del "fallo. Ahora bien; la congruencia interna, es "referida a la estimación de las partes, sus "afirmaciones, apreciaciones, preceptos legales "que se estiman violados, a través del silogismo "pragmático y procesal de las sentencias de "amparo.--- Es aplicable a este tema de la "congruencia la siguiente tesis jurisprudencial: "Novena Época.- Instancia: Pleno.- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación y su gaceta.- "Tomo: XII, agosto de 2000.- Tesis: P/J.68/2000.- "Página: 38.--- ‘CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA "QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR "CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS "LA CAUSA DE PEDIR’. (transcribe).--- Esta "sentencia, debió contener además el requisito de "EXHAUSTIVIDAD  Y CLARIDAD, tal y como lo define el artículo 77 de la Ley de Amparo en comento, puesto que en la fracción III de tal dispositivo refiere ‘a LA CLARIDAD Y PRECISIÓN DE EL ACTO O LOS ACTOS POR LOS CUALES SE "SOBRESEEA, CONCEDA O NIEGUE EL AMPARO’.-"-- El artículo 79 de la Ley Reglamentaria en "comento, impone a los Tribunales Colegiados de "Circuito, hasta el grado de corregir los errores que "se adviertan en la cita de los preceptos "constitucionales y legales que se estiman "violados; que deberán examinar LOS CONCEPTOS "DE VIOLACIÓN Y LOS AGRAVIOS, así como los "demás razonamientos de las partes, A FIN DE "RESOLVER LA CUESTIÓN EFECTIVAMENTE "PLANTEADA, PERO SIN CAMBIAR LOS HECHOS "EXPUESTOS EN LA DEMANDA.--- Así también el "artículo 190 del Cuerpo Legal Reglamentario de la "Ley de Amparo, establece claramente ‘…Las "sentencias de la Suprema Corte de Justicia o de "los Tribunales Colegiados de Circuito, no "comprenderán más cuestiones que las legales "propuestas en la demanda de amparo; debiendo "apoyarse en el texto constitucional de cuya "aplicación se trate, y expresar en sus "proposiciones resolutivas al acto a los contra los "cuales se conceda el amparo’.--- Basado lo "anterior, en los preceptos legales en que se "sustenta este primer agravio respecto la violación "al principio de la congruencia, por la falta de "claridad y precisión en los preceptos invocados, "también las sentencias de amparo directo, como "lo dispone el artículo 77 en su fracción II, al referir "‘LOS FUNDAMENTOS LEGALES EN QUE SE "APOYEN PARA SOBRESEER EN EL JUICIO, O "BIEN PARA DECLARAR LA "CONSTITUCIONALIDAD O "INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO "RECLAMADO, esto es; que el mismo Tribunal "Colegiado como un Órgano Jurisdiccional en la "especialidad del Control de Legalidad y de "Constitucionalidad, no puede apartarse de la "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN de sus "resoluciones, que está tutelado por los artículos "14 y 16 de la Norma Fundamental.--- La resolución "impugnada alejada e inobservada de todos estos "principios y normativos legales, cae en la "imprecisión, en la ilegalidad y por ende en la "incongruencia de que está afecta, y que ello "agravia al impetrante, hoy doliente por lo ilegal, "galimática, contradictoria, oscura, imprecisa "resolución, todo ello en la alteración e inseguridad "jurídica sobre la cual se coloca a esta parte "doliente, cuando los criterios jurisprudenciales "que se citan a continuación sustentan este "agravio, y que son del siguiente literal:--- "‘SENTENCIAS, CONGRUENCIA DE LAS’. "(transcribe).--- ‘SENTENCIA DE AMPARO. "INCONGRUENCIA ENTRE LOS RESOLUTIVOS Y "LA PARTE CONSIDERATIVA, EL TRIBUNAL "REVISOR DEBE CORREGIRLA DE OFICIO’. "(transcribe).--- ‘LEYES, AMPARO CONTRA. PARA "DETERMINAR CUÁL ES EL PRECEPTO QUE SE "COMBATE, DEBE ATENDERSE A LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN’. (transcribe).--- "LEYES, AMPARO CONTRA. PARA DETERMINAR "CUÁL ES EL PRECEPTO QUE SE COMBATE DE "ACUERDO CON EL ARTICULO 79 DE LA LEY DE "AMPARO, EN DONDE DESCRIBE QUE DEBE "ATENDERSE A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, "RELACIONADO ESTO CON EL INFORME DE 1985, "TESIS QUE APARECE PUBLICADA BAJO EL "RUBRO DE: ‘AMPARO CONTRA LEYES. PARA "DETERMINAR CUÁL ES EL PRECEPTO QUE SE "COMBATE,  DEBE ATENDERSE A LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN’.--- Criterios "jurisprudenciales cuya obligatoriedad está "establecida por los artículos 192, 193, 194, 195 in "fine de la Ley de Amparo.--- A mayor "abundamiento legal, los artículos 351 y 352 del "Código Federal de Procedimientos Civiles de "aplicación supletoria a la Ley de Amparo conforme "al artículo 2º de esta Ley Reglamentaria, ordenan:-"-- ‘ARTÍCULO 351’. (transcribe).--- ‘ARTÍCULO 352’. "(transcribe).--- Estas disposiciones, que "incorporan el requisito de exhaustividad de las "sentencias de amparo, preceptos estos y aquellos "ya citados de la Ley de Amparo que imponen al "Juzgador la obligación de resolver todo lo "pretendido por las partes, sobre todo en cuanto "que no se puede omitir o negar en la resolución el "pronunciarse respeto de todos y cada uno de los "argumentos, razonamientos y preceptos legales "invocados motivo de la trasgresión a la ley, por su "inconstitucionalidad en la aplicación directa y al "caso concreto de cada uno de los preceptos que "son reclamados en la demanda constitucional.--- "Para el efecto de identidad y estudio de los "conceptos de violación esgrimidos en lo especial "respecto LA INCONSTITUCIONALIDAD planteada "de todos y cada uno de los numerales que se "citaron en la sentencia combatida, mas no se "estudiaron todos y cada uno como son por su "orden el artículo 222 del Código Penal Federal, así "como los artículos 77 y 87 del Código Penal "Federal, 27 fracción XXVI de la Ley Orgánica de la "Administración Pública Federal, 3º que establece "las Normas Mínimas sobre Readaptación de "Sentenciados y 529 párrafo I, del Código Federal "de Procedimientos Penales, los que se "consideraron inconstitucionales porque pugnan "éstos abiertamente con todas y cada una de las "garantías; sobresalientemente las de Seguridad "Jurídica  y de Legalidad, previstas y tuteladas por "los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.--- "La resolución pronunciada en cuanto al tema de "INCONSTITUCIONAL de que se trata en el orden "exclusivo y materia de esta revisión, la que de "acuerdo con el artículo 88 de la Ley de Amparo, "causa agravios los que se precisan en este "apartado, independientemente de su "incongruencia, oscuridad, imprecisión con todo el "tema planteado en la litis de esta materia, la "sentencia pronunciada que inicia ese supuesto "estudio como un tema previo, en donde de entrada "dice:--- ‘En esa virtud y previo al análisis de la "cuestión de inconstitucionalidad planteada es "prudente apuntar las siguientes IDEAS.’ (SIC).  "(Segundo párrafo de la foja 245, en la sentencia "combatida)’.--- Es decir, que el juzgador no hace "razonamientos ni pronunciamientos, sino son "simples ideas alejadas a toda semántica de forma "y formalidad que caracteriza a las sentencias de "amparo, como resolución legal, lo que la traduce "en ilegal.--- Seguidamente admite el tema relativo "a la INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY "reclamada y señala el artículo 222, fracción II, del "Código Penal Federal ‘y otros dispositivos legales "a los que más adelante se hará alusión (SIC), para "arribar a establecer la consecuencia legal en la "que estima: ‘… no asiste razón al peticionario de "garantías’ puesto que la competencia legal para "conocer de INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES, "cuando estas se aducen en juicio de amparo "contra sentencias definitivas, como en el caso "aconteció, y reconoce corresponder a ese Tribunal "Colegiado la competencia en términos de los "advertidos artículos 158, último párrafo y 166 "fracción IV de la Ley de Amparo; después de estos "argumentos pueriles, citó y aplicó ‘POR "SEMEJANZA JURÍDICA’ la jurisprudencia emitida "por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, visible en la página 397 del Apéndice al "Semanario Judicial de la Federación, compilación "1917-2000, Tomo I, Materia Constitucional, "localizable bajo la voz de ‘LEYES "INCONSTITUCIONALES, AMPARO DIRECTO "CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS FUNDADAS "EN. NO CORRESPONDE SU CONOCIMIENTO A UN "JUEZ DE DISTRITO (…)’.--- En esta parte referida y "transcrita, prefijadamente pretende el Tribunal "Colegiado resolutor aplicar por SEMEJANZA "JURÍDICA UNA JURISPRUDENCIA emitida por el "Pleno de la Suprema Corte; la cual de manera "alguna tiene referencia con la acción ejercitada en "el juicio de amparo directo contra leyes aplicadas "dentro de un proceso penal, tal y como aparece "precisado en el apartado correspondiente de "‘INCONSTITUCIONALIDAD’, que se esgrimió mas "no se resolvió debidamente, ni se refirió tanto a la "aplicación del artículo 222 del Código Penal "Federal, como a su interpretación dentro de la "sentencia de amparo, enfrentando los dispositivos "constitucionales invocados con el precepto "secundario.--- La jurisprudencia igual que las "leyes, están sujetas a la exacta aplicación, por ser "éstas una fuente formal de derecho que origina las "normas jurídicas generales, y que la "jurisprudencia emerge con un ropaje propio, que "equivale al de uno o varios fallos de los proceso "controvertidos, en donde cobra su importancia "jurídica la jurisprudencia; y permanece en "contacto inmediato con la vida real; pues con esta "jurisprudencia invocada, se conduce en "desacatamiento al principio de seguridad jurídica, "y a incertidumbre en cuanto su aplicación, y en "función de que como lo es el utilizar el adverbio "‘SEMEJANZA’, significa ANALOGÍA a la que "también están sujetas y proscritas las "jurisprudencias de la Suprema Corte; ya que "formando parte del razonamiento en que se apoya; "no puede conducirle a una semejanza, cuando se "trata de acuerdo a su voz de un amparo indirecto, "que es del conocimiento estricto por disposición "de la ley para un Juez de Distrito; es decir, que "esta jurisprudencia independiente de que no "puede aplicarse ‘POR SEMEJANZA O EN FORMA "ANÁLOGA’ tampoco cobra aplicación en el caso "concreto por las razones expuestas, violando así "el artículo 196 de la Ley de Amparo, ya que no se "verificó la existencia de tal tesis jurisprudencial, y "menos aún se cumplió con la disposición indicada "en su fracción II, de tal dispositivo en cuanto al "deber de ‘CERCIORARSE EN LA APLICABILIDAD "DE LA TESIS JURISPRUDENCIAL INVOCADA, AL "CASO CONCRETO EN ESTUDIO’, tal y como lo "dispone ese precepto; lo que de entrada viene a "violar así los preceptos de fundamentación y "motivación en el fallo Colegiado impugnado, sobre "el particular la exacta aplicación de la tesis "Jurisprudencial que a continuación se cita:--- "Novena Época.- Instancia Pleno.- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación.- Tomo: XII, "Septiembre de 2000.- Tesis: P/J.88/2000.- Página: "8.--- ‘JURISPRUDENCIA. SU TRANSCRIPCIÓN DE "LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN SUS "RESOLUCIONES, PUEDE SER APTA PARA "FUNDARLAS Y MOTIVARLAS, A CONDICIÓN DE "QUE SE DEMUESTRE SU APLICACIÓN AL CASO’. "(transcribe).--- Tampoco existe razón al Juzgador "de Amparo, en cuanto que argumenta en esta "parte de la sentencia, y que estime como lo es el "no proceder llamar a juicio a las autoridades que "intervinieron en la expedición y refrendo de la "misma… (Foja 248 primer párrafo). Cuando en "ningún momento dentro de los actos reclamados, "primero a las autoridades responsables y los "actos reclamados, no se señaló a las autoridades "legislativas o administrativas que hayan "intervenido en la expedición y refrendo de la "misma, porque ello no es exacto ni cierto.--- "Además de que en dicho apartado el Juzgado "Colegiado invoca y trae a colación de igual "manera que la otra tesis jurisprudencial que "aparece emitida por el anterior Tercer Tribunal "Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la "página 192, del Semanario Judicial de la "Federación, Octava Época, Tomo VI, Segunda "Parte, con el rubro y texto siguiente:--- ‘LAS "LEYES INCONSTITUCIONALES, APLICACIÓN DE "LAS. CUANDO SE RECLAMAN EN EL AMPARO "DIRECTO’.--- La que de manera alguna y forma "repetitiva, invoca otra tesis sustentada por el "Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, y "que refiere al acto reclamado del Poder legislativo; "cuyo tramite corresponde al amparo indirecto ante "un Juez de Distrito, cuando el acto reclamado "verse sobre la promulgación, publicación, "vigencia y acto de aplicación de la misma; y que "en este caso estime, deba llamarse a juicio a las "autoridades que intervinieron en su elaboración "de las Normas impugnadas por su "inconstitucionalidad (…).--- Es decir se invocaron "dos tesis jurisprudenciales para sustentar el ilegal "fallo que en forma indebida resultan inaplicables "al caso concreto, puesto que se está en presencia "de que el acto reclamado se traduce y se "enderezan sus conceptos de violación a la "sentencia de segunda instancia que pone fin al "proceso, en donde se aplican en forma directa los "preceptos que se consideran inconstitucionales, "cuya constitucionalidad se controvierte; ya que al "Tribunal correspondía en la parte considerativa de "la sentencian conducirse y emitir resolución "únicamente con base el acto reclamado de la "sentencia, y la materia de impugnación en los "conceptos de violación en la calificación de su "INCONSTITUCIONALIDAD. A lo que debió limitarse "en la litis planteada respecto a este tema el "Tribunal Colegiado, y aquellos actos reclamados "contra los preceptos indicados como actos de "aplicación directa por parte de la autoridad judicial "que los pronunció.- Tal forma de proceder vuelve "a insistirse viola el principio de congruencia, la "falta de fundamentación y motivación que debe "regir para toda sentencia de amparo, y que al "omitir en la parte considerativa de la sentencia un "estudio enfrentativo de los preceptos impugnados "con las normas fundamentales, según los "artículos 14 y 16 invocados.--- Tal forma de "proceder viola el principio de congruencia que "debe regir en toda sentencia, al pretender "relacionar dentro de sus puntos considerativos "como actos específicos el llamar el Órgano "Legiferente que intervino en la preparación, "promulgación, publicación de tales preceptos "reclamados; por ende, son actos que nunca se "atribuyeron a las autoridades expedidoras de los "mismos, lo que una vez más hace que la sentencia "resulte incongruente, y por lo tanto debe ser "corregida por este Máximo Tribunal de la Nación, "dejándola sin efecto alguno, o reponiendo el "procedimiento para que su resolución se ajuste a "los preceptos indicados que rigen la Ley de la "Congruencia, Claridad y Precisión.--- Dentro del "seguimiento resolutivo de la sentencia recurrida, "se sostuvo que el hoy quejoso ‘… aduce que son "inconstitucionales los artículos 77, 78, (SIC) del "Código Penal Federal’ (fojas 249, tercer renglón).--"- Lo anterior es totalmente equívoco; pues no se "trata como lo es de la invocación errónea de un "precepto dentro de la sentencia, sino una indebida "apreciación de los preceptos reclamados de "inconstitucionales y de su actos de aplicación al "caso concreto; pues si se coteja con el apartado "correspondiente de la demanda de garantías, se "invocaron en lo específico los 77 y 87, del Código "Penal Federal, (no el artículo 78), puesto que no "puede traducirse ello como un simple error "mecanográfico o de mecanografía en el momento "mismo en que se dice: (transcribe).--- Cuando es "la consecuencia devenida legal  de la "confirmación de sentencia de primer grado, la que "ordena dejar a disposición del Poder Ejecutivo por "mediación de los Servicios Coordinados de "Prevención y Readaptación Social de la Secretaría "de Gobernación para el cumplimiento de la pena, "toda vez que el Tribunal Colegiado pronunciante "no analizó la parte conducente de la sentencia de "la primera instancia dictada por el entonces Juez "Décimo de Distrito en el Distrito Federal en Materia "Penal dentro de la causa **********, que así concluyó la "parte relativa a la aplicación de estos preceptos, y "que consecuentemente sí está probado que en la "secuela procesal donde emanan los actos "reclamados, se aplicaron estos preceptos que se "siguen tildando de inconstitucionales para su "estudio.--- Lo que agravia a esta parte porque "además de lo anterior en todo este apartado no "aparece el cumplimiento que debió darse a los "artículos 77,  fracciones II y III de la Ley de "Amparo, en cuanto a que se debió otorgar los "fundamentos legales en que se apoyara el "resolutor para sobreseer el juicio o bien para "declarar la constitucionalidad o "inconstitucionalidad del acto reclamado, y que "deben ser con claridad y precisión por los que se "sobresea, conceda o niegue al amparo respecto a "los actos reclamados y atribuidos a las "responsables; atento a lo dispuesto por el artículo "190 de la citada Ley de Amparo; que deben "apoyarse las sentencias en cuestiones legales, "con base y confrontación con el texto "constitucional de cuya aplicación se trata, así "como expresar en proposiciones resolutivas "concretas el acto o los contra los cuales se dicta "el fallo.--- Todo ello en detrimento de la falta de "fundamentación y motivación que protegen los "artículos 14 y 16 de la Ley Fundamental, reglas a "las cuales no escapa ni puede evadir el Juzgador "aún y en el caso de la dinámica en el juicio de "Amparo Directo.--- Así entonces, no se trata en el "caso de un error numérico o mecanográfico, al "momento mismo en que transcribió el artículo 78 "del Código Penal Federal por TRES OCASIONES "REPETITIVAS, precepto éste que ciertamente fue "derogado por el artículo 3º del Decreto de 16 de "diciembre de 1985, publicado en el Diario Oficial "de la Federación el 23 del mismo mes y año, con "vigor treinta días después; debido a esto no pudo "invocarse por el quejoso ese artículo que es "consabido se encuentra derogado. Ello significa y "se traduce en que no se analizaron debidamente "los preceptos secundarios que se invocaron y "calificaron de inconstitucionales; y menos aún se "resolvió con respecto los actos de aplicación por "parte de la autoridad judicial que pronunció en "tales resoluciones, las de primera y segunda "instancia; de tal manera que una vez más procede "concederse y admitirse la violación a ese principio "de congruencia que debe regir para la sentencia "de amparo; pues en nada beneficiaría su "trascripción de tales preceptos; sino que requiere "de un análisis interpretativo, para cerciorarse si "colusionan o no con los artículos invocados; 14 y "16 de la Norma Superior, y no bajo el concepto o "calificación según el siguiente razonamiento que "vierte el Juzgador Colegiado, cuya transcripción "es del siguiente literal: (transcribe).--- Todos estos "apartados con los cuales se pretendió dar "respuesta al tema de la inconstitucionalidad por "parte del Juzgador Colegiado; están alejados de la "realidad jurídica, de un estudio minucioso de las "sentencias de primer y segundo grado, ya que en "la parte conducente de la aplicación de todos y "cada uno de los normativos impugnados de "inconstitucionales, resultan con base en lo "anterior una indefectible falta de Fundamentación "y Motivación a su tenor de los artículos 14 y 16, y "en relación a los artículos 77 in fine y 190 de la Ley "de Amparo; lo que agravia a esta parte recurrente "por la falta de apoyo en cualquier texto jurídico "sea primario o secundario, que vengan a formar "parte de las proposiciones reales y resolutivas en "contra del acto reclamado y todos los conceptos "de violación que fueron estudiados en forma "parcial; sin incorporales, y resolverlos en lo "individual o en lo general; pero dando respuesta "en su cabalidad, por ser un ingrediente legal de "toda resolución de amparo.--- Ello es así, porque "en la sentencia recurrida el Juzgador Colegiado "pretende incorporar dentro de la descripción típica "del artículo 222 del Código Penal Federal, el que "aduce (Juez Colegiado) que en tal descripción "típica se señalan verbos rectores, frases que se "pretenden incorporar a la norma antes anotada, "cuando en ésta no existe por su redacción "normativa y transcrita de tal precepto; que es en "donde extensivamente el Juzgado lo realiza; ya "que el Legislador no señaló dentro del contexto "del artículo 222 del Código Penal Federal en "comento, que en este precepto exista la frase —"SIN CAUSA JUSTIFICADA— (ver fojas 257, "séptimo renglón), como se desprende del "siguiente transcrito:--- ‘… Ejemplo de ellos es "cuando en la descripción típica se señala "indebidamente, -SIN CAUSA JUSTIFICADA-…’ "SIC.--- Independientemente de que se está "haciendo extensiva la norma en su redacción, ya "que ésta no incorpora tal frase ‘SIN CAUSA "JUSTIFICADA’, como lo argumenta en forma ilegal "el Juzgador de Amparo; esto no conlleva a admitir "y afirmar que el Órgano Jurisdiccional Federal "Resolutor procedió con una absoluta ANALOGÍA "extra legem, e inexacta aplicación de la Ley Penal, "y que no satisface esto a los fines del derecho, y "lejos de ser criticables ésta posición del "Juzgador, no puede ser a titulo de exaltación para "la Administración de Justicia; con una resolución "judicial que aplica en su hipótesis normativa, "donde adoptando una posición analógica y "aplicando inexactamente la ley, como lo previene "y tutela el TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 "CONSTITUCIONAL; que se invocó y se argumentó "su contradicción con el artículo 222 del Código "Penal Federal, y que en la sentencia que hoy se "combate, se le agregan frases a tal pensamiento "normativo; las que no incluye el Órgano "Legiferente creador de la misma, y que hace así "que se aplique ésta en forma indebida o "ANALÓGICA; a la que se ha definido el ilustre "tratadista y ex-Ministro de la Suprema Corte Don "FRANCISCO PAVÓN VASCONCELOS, quien en su "obra de DICCIONARIO DE DERECHO PENAL, del "que no es permitido copiar para poder exponer el "tema con claridad meridiana, y demostrar lo ilegal "en la incorporación de la frase —SIN CASUA "JUSTIFICADA– como lo expone el Órgano "Resolutor.--- Por lo que recogiendo el excelso "pensamiento de este ilustre tratadista quien, "define a la ANALOGÍA  bajo las siguientes "directrices:--- ANALOGÍA. (transcribe).--- Respecto "a este tema, en los problemas de la exacta "interpretación de la ley, se han puesto sobre el "tapete jurídico a causa de la analogía. Y que con "ella se han agitado las mansas aguas de los viejos "principios y de los vetustos aforismos, aún y "cuando se ha repudiado de plano por nuestra "disciplina constitucional, sobre la analogía se ha "escrito ya tanto que con referencia a los artículos "y trabajos monográficos que conciernen al tema "sería posible formar una gran biblioteca; pero "significando el tema. LA DEFINICIÓN DE LA "ANALOGÍA Y SU DIFERENCIA CON LA "INTERPRETACIÓN EXTENSIVA O EXACTA "APLICACIÓN DE LA LEY.- Nuestra legislación "penal las han considerado inadecuada, al no "autorizar esta interpretación extensiva, donde se "incluyen aquellas llamadas lagunas legales, que "no pueden colmarse mediante el procedimiento de "analogía, en holocausto de la plenitud hermética "del derecho.--- La analogía legis, consiste en la "decisión de un caso penal NO CONTENIDO POR "LA LEY, argumentando con el espíritu latente de "ésta, a base de la semejanza del caso planteado "con otros que la ley ha definido o enunciado en su "texto y, en los casos más extremos, acudiendo a "los fundamentos del orden jurídico, tomados en "su conjunto, mediante un procedimiento "analógico, que es donde se trata de determinar "una voluntad que no existe en las leyes, ya que el "propio legislador lo hubiese manifestado, para "tener en cuenta la situación del caso que el Juez "debe juzgar.--- La analogía siempre lleva a una "extensión de la ley, pero ella se distingue de la "interpretación de ésta índole, pero se vincula con "la aplicación de la ley en forma exacta, porque en "esta situación, aunque el interprete se sirva del "elemento sistemático, del caso no previsto así por "los legisladores, inclusive, cuando con palabras "inadecuadas se vierte el pensamiento normativo, y "a contrario sensu la aplicación analógica no está "contemplada por la ley. Por eso no debe hablarse "de interpretación analógica, o inexacta aplicación "de la ley; mejor dicho, son cuestiones de la "analogía, sobre la interpretación y la aplicación de "la norma, donde el descubrimiento de la voluntad "de la ley esta en sus propios textos; en tanto que "con la analogía NO SE INTERPRETA UNA "DISPOSICIÓN LEGAL, que en absoluto le falta sino "que por el contrario se aplica al caso una regla de "disciplina a un caso SEMEJANTE como se utiliza "en ese adverbio, el Juzgador Colegiado, en su "tesis jurisprudencial, aplicada por SEMEJANZA, (a "lo que nos hemos remitido anteriormente).--- "Dentro de las especies de analogía, encontramos "que se divide en intra legem; praeter legem y "contra legem. Brevemente se señalará que la "primera analogía legal, y la analogía jurídica, se "obtiene acudiendo a otro precepto de la ley que "regule un caso afín. La segunda surge cuando la "regla para el caso omitido se deduce del espíritu y "del sistema en el ordenamiento jurídico TOMADO "EN SU CONJUNTO, NO SECCIONADO O "DECAPITADO (como lo estima el Juzgador de "Amparo, y se trasluce en este trabajo).--- De todas  "manera y formas; la analogía está proscrita por el "artículo 14 constitucional, ya que ésta no sería "otra cosa que la interpretación extensiva, "reductiva, o la interpretación analógica que son "cuestiones no distintas de la analogía sensu "stricto. (Luis Jiménez Asúa.- Principios de "Derecho Penal la Ley y el Delito, Págs. 120 y 124).-"-- La conducta desplegada en esta parte indicada y "precedente, donde el Juzgador Constitucional, "aplica primeramente por SEMEJANZA UNA "JURISPRUDENCIA de la Suprema Corte de "Justicia, y luego por segunda ocasión en una "EXTENSIÓN NORMATIVA refiriéndose al artículo "222 del Código Penal Federal, que en ninguno de "sus descriptivos, señala lo que adhesivamente o "por analogía que aduce este Resolutor en este "precepto al incorporarle la frase de: SIN CAUSA "JUSTIFICADA. Lo que supone así una extensión "de la Ley Penal, pues no se aplica esta norma de "esa forma reguladora de un caso concreto, a un "caso semejante; no regulado ni previsto, lo cual "implica que en el contexto de esta resolución y "apartado el que se formula la creación de una "nueva norma aplicante al caso concreto; cuando "no se da así el fenómeno de creación de una "nueva norma por un Órgano Jurisdiccional; "porque simplemente se extiende al texto de la ley, "lo cual revela que está supliendo una lengua, un "texto oscuro, o estrecho de la ley conforme a una "situación no comprendida en su espíritu y menos "aún al caso concreto.--- Es de referir que bajo este "contexto y rubro de la interpretación judicial, y "aplicación de las normas en materia penal, son "limites en donde el Legislador crea y comprende "en primer término la declaración de un hecho "punible, que no puede condenarse a persona "alguna bajo una interpretación analógica, con la "explicación de un texto más o menos corriente, y "en la operación de esclarecer ese texto oscuro y "dudoso; que hoy se pretende dejar en claro el "concepto tal y su aplicación, así como la "interpretación donde esencialmente se contienen "dos fases: una; donde el Juzgador debe fijar los "hechos sometidos a su consideración, así como "todos aquellos que tienen una importancia "relevante para el problema que se debe dilucidar; "lo que implica de sí un primer criterio valorativo.- "En segundo lugar; se debe seleccionar la norma "que se estima EXACTAMENTE APLICABLE del "catálogo punitivo, relacionado con la hipótesis de "la norma en un caso concreto; y así fija la "consecuencia jurídica del sentido y alcance que "esta norma le asigna.--- La doctrina tradicional, y "la jurisprudencia han considerado que la exacta "aplicación del derecho es un simple y "automáticamente subsunción de los hecho dentro "de la hipótesis generales previstas por las "normas. Es decir; considerar la interpretación "como un sencillo silogismo en el cual la premisa "mayor está constituida por la norma jurídica y la "premisa menor por los hechos; de manera tal, que "la condición se produzca automáticamente por sí "sola.--- El Juzgador constitucional creó con su "sentencia una ilusión normativa; que en el fondo "es inoperante, y menos aún práctica; porque la "norma de pronto es una hipótesis generalizada "que en este caso de la ley enunciada, (artículo 222 "del Código Penal Federal), conforme a sus "institutos descriptivos, no pueden diferir de la "circunstancia de un caso concreto; porque de otra "forma no consiste generalmente en aplicar un "texto simple y escueto; sino que es necesario "considerarlo en su integridad con la norma, "fijando en todos sus alcances.--- No puede "olvidarse desde este punto de vista, mientras las "formula más se aleja de la actualidad presente se "desvincula de una realidad social y menos que "necesite en consecuencia ser integrada o "enriquecida con un ingrediente de colaboración "por parte del intérprete, -el Juez-; puesto que en "todo orden jurídico no es permitido que el "impartidor de justicia pueda HACER EL "DERECHO, SINO INTERPRETARLO; porque esta "es una ciencia viva y exacta (sic). Para ello hay "que luchar en vista de una perfecta y constante "adaptación a las exigencias de la vida social.- "INTERPRETAR Y APLICAR EXACTAMENTE A LA "LEY COMO LO DISPONE EL ARTÍCULO 14 "CONSTITUCIONAL; no es crear normas y menos "aún pretender integrarlas   con pensamientos "‘IDEAS’ o FRASES que el Legislador no previó, no "describió ni sancionó.--- En profundidad de lo "anterior, el Órgano Resolutor Federal después de "haber nutrido de suyo el ingrediente normativo "con sus propias ‘IDEAS’, donde dice mas no "resuelve: (transcribe).--- Nuevamente en este "transcrito recurre el Juzgador a la proscrita "analogía y a la deformación de tal precepto; "puesto que lo cercena, decapita y deforma el "artículo 222 en sus fracciones I y II del Código "Penal Federal, que efectivamente como lo es se "tilda de inconstitucional por esta parte recurrente; "debido a su redacción oscura e imprecisa; tal y "como se vertió a lo largo de todo el minucioso "estudio que se realizó en los conceptos de "violación dentro de la demanda de garantías; y "que omitió el Juzgador su estudio y "pronunciamiento en concepto de resolución, "respecto todo y cada uno de los puntos que "fueron sometidos litigiosamente a esa digna "potestad del Resolutor.--- Resulta poca afortunado "que el transcrito anterior pretende ser exacto y "puntual; menos aún cumplido con lo que define el "Código Penal Federal en dicho precepto, o sea "como unidad normativa en el cohecho activo y "pasivo; pues para ello es permitido transcribir la "norma en comento para su equiparación y "demostración de la incorrección en la sentencia, "por su aplicación directa del precepto que a "continuación se transcribe:--- TÍTULO DÉCIMO.- "DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES.- "CAPITULO X COHECHO.--- ‘ARTÍCULO 222’. "(transcribe).--- Comparativa y limitativamente a la "parte de la sentencia combatida se constriñe a "decir que referente al cohecho activo previsto por "la fracción II del artículo 222 del Código Penal "Federal, que se aplicó en esa sentencia "condenatoria, y que se tilda de inconstitucional "consiste en.- DAR DINERO O DÁDIVA, agregando "el Resolutor en su transcripción (QUE EN EL "CASO SON AMBAS A UN SERVIDOR PÚBLICO) –"SIC-, utiliza además al adverbio – PROPÓSITO -  "en la entrega del dinero debe consistir en que el "funcionario realice un acto justo o injusto "relacionado con sus funciones… SIC. (Fojas 257).-"-- En esta parte de la sentencia recurrida, no se "analizó, describió ni juzgó respecto del cohecho "pasivo previsto por la fracción I del artículo 222 "del Código Penal Federal (antes transcrita), ya que "ello se omitió en forma indebida; no obstante de "que en el trascrito precitado se refiere a las dos "formas del cohecho pasivo y activo, y se limitó el "Juzgador en su sentencia en forma singular a la "segunda hipótesis del cohecho activo; que de "ninguna manera, coincide con los elementos "típicos que transcribe y que no corresponden a "los supuestos elementos normativos típicos de "éste; puesto que en la fracción II se requiere y "describe:--- ‘… EL QUE DE MANERA "ESPONTÁNEA DÉ U OFREZCA DINERO - O – "CUALQUIER OTRA DÁDIVA A ALGUNA DE LAS "PERSONAS QUE SE MENCIONAN EN LA "FRACCIÓN ANTERIOR, PARA QUE CUALQUIER "SERVIDOR PÚBLICO HAGA U OMITA CUALQUIER "ACTO JUSTO O INJUSTO RELACIONADO CON "SUS FUNCIONES’.--- Comparativamente con la "norma transcrita y de lo resuelto a fojas 257 de la "sentencia recurrida, donde existe una diferencia "abismal, entre una y otra de estas redacciones y "transcripciones; toda vez que se le agregan "frases, verbos, adverbios; actos como son los que "señalativamente se indican en su transcripción "que no corresponden a la realidad normativa, ni a "la voluntad del Legislador.--- Es decir que faltó de "introducirse lo que oracionalmente (sic) dentro de "la norma sancionada consistente en que: el que de "manera espontánea dé u ofrezca … o cualquier "otra dádiva —a alguna de las personas que se "mencionan en la fracción anterior, para que "cualquier servidor público haga u omita un acto "justo o injusto relacionado con sus funciones.--- "No como simplemente lo describe el Juzgador, "consistente únicamente en: dar dinero o dádiva "(ambas) cuando existen dos disyuntivas ‘o’.- La "primera cuando se dice dé dinero ‘o’ cualquier "otra dádiva y luego para que cualquier servidor "público haga u omita un acto justo ‘o´ injusto "relacionado con sus funciones.--- Como se "observará que en ningún momento la norma utiliza "como lo pretende hacer valer el Juzgador; y lo "traduce en que sea el dar dinero y dádiva, cuando "la norma dice ‘o’ dádiva, y que no pueden se "ambas en el acto aplicativo de tal precepto como "lo afirma el trascrito del inciso letra a) que utiliza "la letra ‘o’ como disyuntiva no la ‘Y’ como "vinculativa.--- Menos aún, que conforme se "redacta en el inciso b) de esta foja, tampoco fue "utilizado por el Legislador ese otro adverbio "consistente en un ‘–PROPÓSITO— en la entrega "de dinero, que debe consistir PARA que el "servidor público realice un acto justo o injusto "relacionado con sus funciones’. Así tampoco "analizó el elemento vinculado ‘PARA’  que "describe el Legislador.--- Con todo ello se trasluce "que el Juzgador de Amparo no da respuesta ni "estudia todo lo expuesto y desarrollado en forma "por demás objetiva, dentro del capítulo de "Inconstitucionalidad que se vertió respecto a este "precepto; incluyentemente las fracciones I y II del "artículo 222 del Código Penal Federal; mas no "únicamente la fracción II, misma que deformó, "cercenó, tal y como ha quedado demostrado; "omitiendo totalmente referirse y resolver sobre el "cohecho pasivo no obstante su  enunciación en la "sentencia, y bajo un programado desarrollo dentro "del concepto de violación; (que no se atendió en "su integridad); sino simplemente se seccionó y "refirió al calificativo de JUSTO O INJUSTO, con "que se compone parte de la redacción normativa "(lo que será motivo posterior de análisis). No "obstante que durante todo el desarrollo de este "tema se refirieron a cuestiones relevantes, "preceptos y calificaciones que en la sentencia de "segundo grado se hicieron y se calificaron como "‘IRRELEVANTES’, para la configuración del delito "de cohecho en estudio; sobre todo en las "calificaciones que se hicieron en cuanto a "considerarle a este precepto en la denominación "de LEYES PENALES EN BLANCO O TIPOS "ABIERTOS; además que dentro de las "formalidades esenciales del procedimiento se "encuentran la aplicación exacta de la ley, las "garantías específicas de seguridad jurídica la del "previo juicio; las consideraciones respecto a la "Supremacía Constitucional contenida en el "artículo 133 de este ordenamiento superior, la "inviolabilidad de esta Suprema Ley, el principio de "legalidad, de la lex scripta, lex stricta, tipos "cerrados, abiertos, lex previa, contenido de la "tipicidad, analogía de la ley; y todos esos rubros "en que el Juzgador de Amparo OMITIÓ "FORMULAR UN PRONUNCIAMIENTO; los que "convergen y refieren en su integridad al TEMA DE "INCONSTITUCIONALIDAD, sobre los cuales es de "remitirnos en su totalidad para que éste Tribunal "Supremo Revisor, reformule el estudio sobre "estos asuntos a los que en obviedad de "repeticiones inútiles y por economía procesal, se "tienen aquí por reproducidos e incorporados a su "letra para ser incluidos en la resolución que se "pronuncie por este Tribunal Revisor de "Inconstitucionalidad.--- Siguiendo con el tema de "la inconstitucionalidad planteada respecto al "artículo 222 del Código Penal Federal, el que de "entrada y ab initio se cataloga y define en la "sentencia combatida como constitucional. Lo cual "bajo este rubro y apartado, el concepto de "violación vertido en su entorno se estimó "infundado, no obstante de que no se realizó "ningún razonamiento al respecto y menos aún se "otorgó un fundamento legal para ello, violándose "los artículos 76, 77, 190 de la Ley de Amparo, en "relación los artículos 14 y 16 de la Norma "Fundamental.--- A efecto de robustecer lo anterior, "la parte referida a esta resolución donde se "determinó:--- ‘Siguiendo con el tema de "inconstitucionalidad, al juicio del quejoso, el "artículo 222 fracción II del Código Penal es "inconstitucional, LO CUAL ES INFUNDADO’  -SIC-, "(Foja 252).---Se observa de este trascrito que, no "se otorga un razonamiento ni se concede un "fundamento legal, ya que fue omiso de un análisis "exhaustivo, para que de entrada, se califique de "infundado tal argumento o concepto de violación, "cuando no se analizó ni estudió lo que se propuso "en la demanda de amparo, bajo el tema y rubro de "la ‘INCONSTITUCIONALIDAD Y APLICACIÓN DE "LAS LEYES INVOCADAS’ en ese apartado; por lo "que continuadamente no otorga el fundamento "legal, que por disposición de los artículo 77 in fine "y 190 de la Ley de Amparo le imponen para "declarar en el juicio la constitucionalidad del acto "reclamado, con respecto las sentencias "impugnadas de primera y segunda instancia; y "menos aún analizar los conceptos de violación "para determinar como lo es de un amparo "promovido en contra de la aplicación de una ley, y "concluir que el precepto que se combate, deba "entenderse de manera especial a los conceptos de "violación que se esgrimen atendiendo a los "razonamientos que se hacen valer, como medio "para determinarse la inconstitucionalidad de tal "precepto en un modo preciso y justo como se "viene alegando, tal y como lo interpreta la "Jurisprudencia del Pleno Séptima Época, Volumen "205-216, Primera Parte, Página  78.- Informe 1985, "Primera parte, Pleno, Tesis 16, Página 388, así "como el informe de 1986, Primera parte, Pleno, "Tesis 54, Página 699. Así como lo prevé el artículo "79 de la Ley de Amparo, el que impone examinar "los conceptos de violación, los agravios, así como "todos los razonamientos de las partes. Es decir; "que en la demanda de garantías fueron referidas "claramente estas cuestiones de "inconstitucionalidad reclamadas, y que son "propiamente los conceptos de violación los que "deben estudiarse, y tomando en cuenta que una "omisión en el estudio respectivo puede como lo es "ocasionar a esta parte quejosa una agravio "responsable en la instancia de revisión, pues con "ello se deja como lo es a la quejosa en un estado "de indefensión al no conocer cuales son los "razonamientos legales claros y precisos de su "sustento. Por ello el recurso de revisión que se "analiza dentro del planteamiento de "inconstitucionalidad, por la oscuridad, "incorrección y falta de argumentos jurídicos a tal "estudio de la inconstitucionalidad propuesta; y "por las razones anteriores podrá suplirse la "deficiencia de la queja; si no de ordenarse la "reposición del procedimiento de amparo, para que "se analice debidamente esta cuestión, se funde y "motive debidamente; puesto que de este transcrito "que en escasos tres renglones "preconstituidamente se declaró infundado el tema "de la Inconstitucionalidad planteada sin haberse "adentrado PREVIAMENTE a la cuestión "debidamente esgrimida.---En el siguiente apartado "de la sentencia combatida, relata: (transcribe).--- Se "transcribe el texto del artículo 14 de la "Constitución en sus correspondiente segundo y "tercer párrafos para seguidamente referir al "artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, "referente al injusto del cohecho, para a "continuación determinar: (transcribe).--- "Nuevamente en este trascrito no se funda ni se "motiva tal determinación, simplemente se dedicó a "analizar el artículo 14 constitucional en sus "párrafos segundo y tercero, de donde se vierten "argumentaciones del todo galimáticas, oscuras, "imprecisas, tanto cuanto meramente doctrinarias y "descriptivas de las garantías que tutela tal "precepto en los referidos apartados, para concluir "que: (transcribe).--- Palmaria y objetiva es la forma "ilegal de resolver este conflicto; pues con "desviaciones del tema propuesto concluye como "lo dice en este apartado sin apoyarse ni "fundamentarse en tal contexto de que TAL "CIRCUNSTANCIA NO HACE INCONSTITUCIONAL "LA NORMA JURÍDICA EN MENCIÓN; nuevamente "abona la falta de precisión, congruencia, claridad, "fundamentación, motivación y exhaustividad que "se han venido repitiendo a lo largo de esta injusta "resolución; puesto que imperativamente define "que tal circunstancia ‘no hace ser inconstitucional "la norma jurídica del artículo 222 del Código Penal "Federal; cuando se analiza en forma circunscrita "al párrafo segundo del artículo 14 constitucional, "que abarca y compone este precepto en el tercer "párrafo un tema de trascendental importancia "como lo es: ‘que en los juicio del orden criminal "queda prohibido imponer, por simple analogía y "aún  por mayoría de razón, pena alguna que no "esté decretada POR UNA LEY EXACTAMENTE "APLICADA AL DELITO DE QUE SE TRATA’.- Tema "del cual se apartó realizar el estudio concienzudo "y legal; que no simplemente se traduce como lo "argumenta el juzgador únicamente en los axiomas "nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege, "que acepta el Juzgador de Amparo son admitidos "y recogidos en nuestra Carta Magna, y ser con el "objeto de dar ‘seguridad jurídica a los gobernados "y evitar arbitrariedad Gubernamentales’, cuando "en la resolución combatida se está cayendo en tal "conducta de no brindar una seguridad jurídica a "este impetrante; y evitar arbitrariedades "jurisdiccionales.--- Este tema tan importante, que "es explorado por la doctrina y la jurisprudencia, le "fueron indiferentes al Juzgador para negar la "protección federal y considerar constitucional el "artículo 222 del Código Penal Federal; cuando las "garantías constitucionales en materia penal "específicamente el tercer párrafo del artículo 14 "constitucional, prohíbe imponer por simple "analogía, o por mayoría de razón, pena alguna que "no esté decretada POR UNA LEY EXACTAMENTE "APLICABLE AL DELITO DE QUE SE TRATA.- Lo "que contiene una de las tantas llamadas garantías "de seguridad jurídica, que reviste esa "trascendental importancia dentro de nuestro "orden constitucional, a tal punto; que a través de "estas garantías descritas, el gobernado encuentra "una amplísima protección a los diversos bienes "que se integran en su esfera del derecho, "incluyentemente la de legalidad, la prohibición de "retroactividad, y esa RECLAMADA ESTRICTA "APLICACIÓN DE LA LEY EN LAS RESOLUCIONES "JUDICIALES; por lo que en el enfoque de este "desarrollo es donde se trataron temas de "retroactividad de una ley respecto de los artículos "51, 52, 56 y 70 del Código Penal Federal vigente en "1995 fecha del encauzamiento; y por ser la ley "MÁS BENÉFICA PARA EL ENCAUSADO, así, como "la proscripción de la analogía.- Tema que merecen "como lo es un desarrollo más exhaustivo del "asunto expuesto, y no con simple enunciados "normativos, limitativos a su transcripción, mas NO "LITERAL NI EXACTA, como lo vierte la sentencia "impugnada; y de la que se ha hecho relevancia en "este agravio, como señalamientos comparativos "en cada uno de sus textos que el Juzgador "constitucional pretende darle valor, y eficacia para "la exacta aplicación de la ley, y por ende se "conduce con absoluta analogía extra legem, "proscrita como así lo admite dicho Resolutor en "párrafos anteriores.--- Para referirnos al tema de la "exacta aplicación de la ley contenida en el tercer "párrafo del artículo 14 constitucional, y en el "proceso de subsunción, de sus implicaciones en "que subyacen, es de formularse las siguientes "explicitaciones en su contexto.--- La exacta "aplicación de la ley es una garantía que parte del "principio esencial para el enjuiciamiento penal, en "el que su interprete no debe alterar su contenido "exacto, partiéndose y no saliéndose del texto de la "ley, y la proscripción de imposición de penas por "analogía o mayoría de razón; lo que se cristaliza "así en aquellos tres momentos del procedimiento "penal:--- 1. Al formularse el ejercicio de la acción "penal.--- 2. Al resolverse el término constitucional "la situación jurídica del inculpado.--- 3. En la etapa "del juicio (SENTENCIA).--- En estricto contenido "jurídico-constitucional sólo en la etapa final del "proceso (sentencia), es donde el Juez decide y el "Tribunal de Apelación revisa en términos "ajustados al recurso de apelación, respecto la "aplicación de las leyes, valoración de pruebas, "individualización de la pena, y revisar la exacta "aplicación de la ley penal en el caso concreto, en "términos del artículo 14 Constitucional de cuyo "contenido y alcance se advierten y queda "prohibido imponer por simple analogía o por "mayoría de razón pena alguna que no esté "decretada por una ley exactamente aplicable al "caso.--- Esto es; que la imposición de las penas se "verifique en la etapa del juicio y por el Juez o "Tribunal competente y no en otra con respecto en "el artículo 21 constitucional.--- Sin embargo, "insistimos que en el terreno fáctico al realizarse la "operación de subsunción penal, esto es que debe "verificarse cada uno de los elementos integrantes "del tipo penal que se aplica al encausado: ello "implica esta operación de subsunción por sí "misma una seguridad y certeza jurídica para el "encausado, que es cuando debe realizarse en "forma estrictamente técnica la interpretación y "aplicación de la ley, que son un todo "armónicamente; pues no se puede aplicar "exactamente una ley cuando no se ha interpretado "previamente.--- Se insistió e hicieron valer en "torno a la inconstitucionalidad dentro de los "conceptos de violación que omitió el Juzgador "resolver en su cabalidad con respecto a los "problemas que presenta la interpretación de la ley "penal, esto es el texto normativo 222 del Código "Penal Federal al que se le adjudicaron por las "autoridades de la segunda instancia, signos no "claramente expresos con un lenguaje natural y "corrientemente vertido, gestos, visajes, mensajes, "de forma legal, como un signo o un complejo de "signos dentro de un lenguaje muchas veces "inconcebibles, al tenor de los agravios expresados "en segunda instancia que no se analizaron, donde "ya se vino haciendo referencia a la "Inconstitucionalidad debido a la oscuridad e "imprecisión, vaguedad del artículo 222 de dicho "precepto, desde la sentencia de segundo grado y "que hoy se insiste en tal rubro.--- Por lo tanto, y "atento a lo anterior; se violan los preceptos supra-"indicados al inicio de este desarrollo, artículos 14, "16 y 133 del Código Político de la Nación, así "como las norma secundarias invocadas; que la "Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo imponen "para resolver toda cuestión planteada.--- Cobran "aplicación los siguientes criterios "jurisprudenciales:--- Novena Época.- Instancia: "Pleno.- Fuente: Semanario Judicial de la "Federación y su Gaceta.- Tomo: V, marzo de 1997.- "Tesis: XXXVII/97.--- Página: 261.--- ‘SENTENCIA "INCONGRUENTE. LO ES LA DICTADA EN "AMPARO DIRECTO CUANDO EN LOS "RESOLUTIVOS EXISTE PRONUNCIAMIENTO "SOBRE PRECEPTOS QUE EN LOS CONCEPTOS "DE VIOLACIÓN SE ESTIMARON "INCONSTITUCIONALES’. (transcribe).--- Agravio "éste que solicito sea considerado como fundado y "operante; así como suficiente para revocar la "sentencia recurrida en cuanto al tema especial de "la inconstitucionalidad.--- SEGUNDO.- LA "SENTENCIA MOTIVO DEL PRESENTE RECURSO "DE REVISIÓN ES VIOLATORIA DE LOS "ARTÍCULOS 14, PÁRRAFOS II Y III, 16, PÁRRAFO "I; 20 Y 133 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE "LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, YA QUE NO "ES VERDAD QUE EL ARTÍCULO 222, FRACCIÓN II, "DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, CUMPLA "CABALMENTE CON LAS GARANTÍAS "INDIVIDUALES AHÍ CONTENIDAS.--- Los "argumentos del Tribunal Colegiado de Circuito, en "basamento de la sentencia motivo del presente "motivo de revisión y que se resumieron en líneas "que anteceden, son contrarios a derecho, "efectivamente, aún asumiendo que en términos de "los artículos 158, último párrafo y 166, fracción IV, "de la Ley de Amparo, cuando se aduce la "inconstitucionalidad de una ley dentro del juicio "de amparo directo, la competencia para conocer "de ello, en forma originaria, corresponde a un "Tribunal Colegiado de Circuito y no al Pleno de la "Suprema Corte de Justicia de la Nación, y por otro "lado, que no estamos ante la acción de "inconstitucionalidad prevista por el artículo 105 de "la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos y menos legitimado para ejercitarla, "porque es una acción extraordinaria que tiene por "objeto que la Suprema Corte, resuelva las "contradicciones que se den entre la Constitución, "por un lado y cierta clase de leyes federales y "locales, así como tratados internacionales; por "otro y los legitimados para hacerla valer son "aquellos órganos de gobierno que refirió el "Órgano Jurisdiccional Federal, lo importante, es "que este último resolvió incorrectamente la "inconstitucionalidad de ley hecha valer, como se "ve de lo siguiente:--- A efecto de clarificar la idea y "puesto que la inconstitucionalidad del artículo "222, fracción II, del Código Penal Federal, en "esencia, se apoya en el hecho probado de que el "texto del mismo contiene un elemento subjetivo "que es vago y oscuro, en el caso, bajo la "calificación de ‘justo o injusto’ que es el fin último "de la conducta, en relación con el hacer o no "hacer del servidor público, es conveniente acotar "lo que debemos entender por delito, tipo penal y "elementos normativos del mismo, con el resultado "siguiente:--- 1. DEFINICIÓN.--- TIPO PENAL; es la "descripción de la conducta prevista por la norma "jurídica penal, dentro del ámbito situacional, en "que aparece regulado en la ley para la salvaguarda "de los bienes jurídicos de los miembros de la "comunidad social, mismos que aparecen "protegidos, en los términos del contenido "preceptivo, o prohibitivo concedido en la misma "ley.--- El tipo es el contenido medular de la norma; "es la descripción de la conducta prohibida u "ordenada, prevista en todo su ámbito situacional "por el legislador; es la previsión legal que "individualiza la conducta humana penalmente "relevante; es, en síntesis, la fórmula legal que "individualiza las conducta prohibidas por la Ley "Penal para la protección de Bienes Jurídicos y que "aparecen recogidas en todos y cada uno de los "artículos del Libro Segundo del Código Penal "Federal. A su vez complementado con lo "dispuesto en las normas y reglas prevista en el "Libro Primero sobre la parte general del Código "Penal.--- II.- FUNCIÓN DEL TIPO PENAL.- El tipo "penal tiene su importancia en función del principio "de legalidad penal. Relacionado con el principio "de tipicidad. Así el tipo penal, realiza las "siguientes funciones:--- a) Función garantizadora. "Siendo el tipo concreción del principio: nullum "crimen nulla poena sine lege;  garantía para los "miembros de la sociedad, en el caso de que sólo "puede ser delito aquello que aparece previsto "como tal en un tipo legal contenido en la norma de "la Ley Penal. El ciudadano, en consecuencia, solo "a partir de la existencia de la Ley Penal puede "cometer delitos en la medida en que viole la norma "respectiva al lesionar bienes jurídicos protegidos "por la misma.--- b) Función indiciaria (de la "tipicidad). La existencia del tipo legal penal es el "punto de partida de la tipicidad que realiza una "función indiciaria en tanto que supone el indicio "de un injusto, es decir, es indicio acerca de la "posible existencia del delito en sentido estricto, o "lo que es lo mismo, la tipicidad es ratio "cognoscendi de la antijuridicidad.--- c) Función "fundamentadora. Complemento de la función de "garantías, sobre la misma base de principio de "legalidad, aparece la función fundamentadora del "tipo, en el sentido de que no puede ser imputado a "una persona un hecho criminoso si el mismo no "aparece establecido jurídicamente en un tipo "penal.--- d) Función de instrucción. El tipo penal "implica una función de instrucción, en la medida "en que instruye a los miembros de la sociedad "civil, acerca de cuál es la conducta social deseada "en función de la relación social, propugnada por el "estado, a su vez, expresión de la relación social, "propugnada por el estado, a su vez, expresión de "la voluntad de la sociedad civil, determinado el "espacio social delimitado por el campo penal y, "consecuentemente, observa en este sentido, una "función de conocimiento acerca de cuales son los "comportamientos que están prohibidos u "ordenados, para evitar la lesión o puesta en "peligro de bienes jurídicos, que, a su vez, implican "la propuesta de solución a las situaciones de "conflicto social que están en la base del derecho "penal.--- e) Función preventiva general. La función "instructora a su vez, da origen a una función "preventiva general de la ley penal, que tiene un "doble sentido: previene el delito de instruir "señalando cual es la conducta social deseada, a "través del precepto de la norma (mandato o "prohibición) y, por otra parte, lo hace en forma "vinculatoria y efectiva por vía de su conminación "con una pena (punibilidad o coercibilidad de la ley "penal) con lo que señala cual será la respuesta "social punitiva para quienes infrinjan la ley, al "lesionar los bienes jurídicos.--- III.- "CLASIFICACIÓN DE LOS TIPOS.--- 1. Tipos legales "y tipos judiciales.--- Por tipo legal se entiende el "previsto en la Ley Penal, derivado de la función "del legislador, fuente única de producción del "derecho penal.--- El concepto de tipo judicial, en "cambio, deriva de la admisión existente en "algunos países, de una función integradora y "verdaderamente creadora de la Ley Penal a partir "del Órgano Jurisdiccional, que naturalmente "rompe con el principio de legalidad. Tales casos, "sin embargo son mínimos y sólo se han "manifestado era (sic) determinadas circunstancias "históricas, que los han favorecido.--- 2.- Tipos "abiertos y tipos cerrados.--- La elaboración y "redacción de los tipos penales oscila entre los "polos en que se da el tipo precisado de manera "completa en la descripción del texto de la Ley "Penal, determinados regularmente como ‘tipos "cerrados’.--- En el polo opuesto, aparecen los "casos de los ‘tipos abiertos’, es donde el tipo no "individualiza suficientemente la conducta "prohibida, por lo que obliga al juzgador a integrar "el contenido del tipo, para terminar de "individualizar lo que la ley no precisó, con lo cual, "naturalmente, se puede dar lugar a problemas de "inconstitucionalidad, como consecuencia de que "conforme al principio de legalidad, sólo la ley "misma puede determinar los tipos delictivos y las "penas correspondientes y el juez no puede "integrar los tipos o penas, sino sólo interpretar la "ley precisando su alcance.--- 3. Ley Penal en "blanco.--- Una forma específica del tipo abierto, es "la así denominada ‘ley penal en blanco’, donde la "ley penal previene la pena para una conducta que "deja sin definir, por lo que ésta última queda "sujeta a interpretación, si bien, en ocasiones la "propia ley señala que para su entendimiento "deberá efectuarse el reenvío a otra ley en donde "se explica el contenido de la conducta, (cuando "generalmente no existe legalmente el reenvío).--- "IV. ELEMENTOS DEL TIPO.---  En términos "generales el análisis de los elementos del tipo "aparece hoy reconocido con la presencia de los "elementos descriptivos objetivos, normativos y "subjetivos, ámbitos éstos, en los que parece haber "hoy general consenso en la doctrina penal, "después de un proceso de evolución iniciado a "principios del siglo XX.--- V. CLASIFICACIÓN DE "LOS TIPOS EN ORDEN AL TIPO DE DELITO.--- 1.- "Clasificación de los tipos en orden al modo de su "realización.--- 1.1 Delitos de mera conducta. El "legislador se limita a describir la acción o la "omisión. Por lo mismo, esta clasificación, a su "vez, se divide en la sub clasificación:--- a) Delitos "de actividad simple. Estos delitos que se "configuran por, vía de acción, es decir, por vía de "la realización de la sola conducta, la cual, por sí, "implica el delito (Vgr.: ataques a las vías de "comunicación conformada por el hecho de "conducir en estado de ebriedad con la violación "de alguna infracción de tránsito).--- b) Delitos de "omisión simple. Estos delitos configuran figuras "delictivas que se integran solo con el no haber "exigido por la ley penal; lo que implica la conducta "omisiva del deber jurídico, con lo cual el agente, "no evita la lesión al bien jurídico protegido y la "violación a la norma correspondiente; sin que sea "necesaria la producción de resultado alguno, o "bien, el resultado, en su caso, será constitutivo de "un delito independiente.(Vgr.: no socorrer o "auxiliar a la persona que lo necesita en términos "de lo dispuesto en la Ley Penal; y falta de "asistencia médica oportuna que a su vez "favorezca la presencia de lesiones que ponen en "peligro la vida).--- c) Delitos de resultado. Estos "delitos están caracterizados por la prohibición a "mandato de una conducta, orientada a causar o "evitar la producción de un resultado que es "exigido por el derecho penal.--- 2.- Clasificación de "los tipos en orden a la forma de su integración.--- "I. Tipos básicos.- los tipos básicos los que se "integran con todo los elementos necesario y "suficientes para conformar el tipo delictivo de que "se trate (Vgr.: homicidio, robo, etcétera).--- II. "Tipos complementados.- Los tipos "complementados se conforman con los elementos "de un tipo básico, a los que se suman otros "elementos más, denominados ‘circunstancias "cualificantes o atenunates’, que aparecen "previstos en una disposición distinta de la propia "Ley Penal, los cuales, sumados, conforman un "tipo delictivo nuevo y diverso, el cual, de acuerdo "con sus características, podrá suponer un mayor "o menor grado del injusto y, en función de ello, "observará una elevación o disminución de la "punibilidad respecto de la prevista para el tipo "básico. (Vgr.: como agravantes: lesiones u "homicidio con las calificantes de alevosía y/o "ventaja y/o premeditación, etcétera). (artículos 515 "y 324); el robo calificado, cuan do cometido con "violencia física o moral (artículo 372), o en los "casos previstos en el artículo 381; o bien como "atenuante: lesiones en riña (artículo 314), estos "del Código Represivo.--- III. Tipos especiales.- Los "tipos especiales satisfacen todos los elementos "necesarios y suficientes para integrar el tipo "básico a los que se suman otros elementos más "que no contiene aquél, en manera de constituir y "conformar un tipo especial, autónomo. De acuerdo "con las características de los elementos "especificantes, y forma similar a como ocurre en "los complementados, el tipo especial puede ser, "privilegiado, atenuando y cualificado o agravado, "según supongan una elevación o disminución en "el grado del injusto, generado, por tanto, una pena "menor o mayor, según el caso. (Vgr.: parricidio "(artículo hoy previsto como lesiones u homicidio "operados por razón del parentesco) o infanticidio "(artículo hoy derogado).--- La Suprema Corte de "Justicia de la Nación en relación con la "clasificación de los delitos en orden al tipo ha "expresado: Desde un punto de vista doctrinario en "relación con la autonomía de los tipos, éstos se "han clasificado en: básicos, especiales y "complementarios. Los básicos se estiman tales en "razón de su índole fundamental y por tener "independencia, los especiales suponen el "mantenimiento de caracteres de tipo básico, pero "añadiéndoles alguna otra peculiaridad, cuya nueva "existencia excluye la aplicación del tipo básico y "obliga a subsumir los hechos bajo el tipo especial, "de tal manera que este elimina al básico; por "último los tipos complementarios presuponen la "aplicación del tipo básico al que se incorporan. "Como ejemplos, para apreciar el alcance de la "clasificación anterior, podemos aislar, dentro de "nuestra legislación federal, el homicidio como tipo "básico, el homicidio calificado como tipo "complementario y el infanticidio como tipo "especial. El peculado es un delito de tipo especial "en razón que el tipo contiene una referencia al "sujeto activo, de tal manera que sólo pueden "cometer este delito, aquellos que reúnan las "condiciones por referencias típicas en el sujeto; lo "mismo sucede en los llamados delitos de "funcionarios, los cuales sólo pueden cometer las "personas que tienen tal calidad (semanario "Judicial de la Federación. Sexta Época, Volumen "XV, Segunda Parte página 68).--- 3. Clasificación "de los tipos en orden a la forma de su "consumación.--- a) Tipo de delito instantáneo. "Estos tipos que previenen delitos cuyo resultado y "lesión al bien jurídico penalmente protegido "aparece producido de manera concomitante e, "instantánea con el momento de realización de la "conducta típica que viola la norma, pudiendo "implicar delitos de mera conducta, o bien delitos "de resultado material. Aparecen previstos en el "artículo 7, fracción I del Código Penal. (Vgr: "lesiones causadas instantáneamente con la "comisión de la conducta típica).--- De este grupo "aparece una subespecie conformada con los así "denominados delitos instantáneos con efectos "permanentes, que son aquellos donde el resultado "ocasionado es definitivo (Vgr: delitos de "homicidio).--- b) Tipo de delito permanente. Este "es un delito de trato sucesivo; aquél en donde el "estado de antijuridicidad se prolonga en el tiempo, "hasta que la realización de una nueva conducta da "por terminado ese estado de antijuridicidad, "generando la terminación del delito. (Vgr: "secuestro; detención ilegal de la libertad). El "estudio de los delitos permanentes, guarda interés "en relación con diferentes instituciones jurídico "penales y procesales, tales como el término de la "prescripción, en la medida en que esta no corre "hasta en tanto concluye el estado de "antijuridicidad; el lugar y tiempo de comisión del "delito (artículo 7 fracción II, del Código Penal).--- c) "Tipo de delito continuado. La Ley Penal Mexicana "previene en el último párrafo del artículo 7 del "Código Penal, además de los delitos instantáneos "y permanentes, también la figura jurídica del delito "continuado. Se trata aquí, de una ficción jurídica, "en donde diversas conductas, cometidas en "tiempos diversos, cada una de las cuales lesiva de "un especifico bien jurídico protegido, aparecen "reguladas por el derecho como una sola conducta, "por razón de la unidad en la intención criminosa "del autor.--- 4.- Clasificación de los tipos en orden "al número de sujetos activos.--- I. Tipos de delito "mono-subjetivos.- individuales o unisubsistentes. "Aparecen caracterizados porque la conducta típica "observa su comisión por un  sólo sujeto activo "(Vgr.: el robo perpetrado por una sola persona). "Llamados también de propia mano’.--- II.- Tipos de "delitos pluri-subjetivos.- Colectivos o "plurisubsistentes, en donde se hace necesario que "la conducta típica sea realizada por un número "plural de sujetos activos (Vgr.: asociación "delictuosa).--- 5. Clasificación de los tipos en "orden a número de los sujetos pasivos.--- Al igual "que la clasificación anterior, surge en relación con "el número de los sujetos pasivos, caso, en el cual, "se habla de:--- a) Tipos de delito pluri-ofensivos.- "para el caso del sujeto pasivo múltiple (Vgr: el "genocidio).--- b) Tipos de delitos mono ofensivos.- "Son aquellos tipos delictivos que prevén la "afectación a un solo pasivo (Vgr,: delito de "homicidio de una sola persona ).--- 6. Clasificación "de los tipos en orden a la calidad del sujeto "activo.--- I.- Tipos de delitos propios.- o delicta "propria: requieren de una calidad específica en la "persona del sujeto activo, que lo coloca en una "determinada especial relación con el bien jurídico "protegido (Vgr.: delito cometido por servidor "público) llamados también de ‘propia mano’.--- II. "Tipos de delito comunes o delicta comuna.- son "aquellos en donde la ley no exige una determinada "calidad en el sujeto activo, por lo que se les refiere "como delitos de sujeto activo innominado, y en "donde el texto legal frecuentemente los refiere "como ‘el que’, ‘quien’, etcétera (Vgr: homicidio, "robo).--- 7.- Clasificación de los tipos en orden a "su forma de afectación del bien jurídico.--- a) Tipos "de delito de lesión. En estos delitos la conducta "típica genera la afectación por vías de la "destrucción o molestia de un bien jurídico.--- b) "Tipo de delito de peligro. Estos tipos no previenen "una conducta materialmente lesiva a un bien "jurídico, sino que se configuran con la sola puesta "en peligro del mismo.--- 8.- Clasificación de los "tipos en orden a las características de la "formulación de la conducta.--- I. Tipos de "formulación libre. En estos tipos la conducta típica "que causa el resultado no aparece descrita de "manera específica en el precepto penal, es decir, "que el resultado típico puede ser cometido por "cualquier conducta que sea idónea al efecto desde "el punto de vista causal.--- II. Tipos de formulación "casuística. A diferencia de los anteriores, los tipos "de formulación casuística son aquellos en donde "la Ley Penal describe de manera precisa y "detallada la conducta y la causación del resultado, "en su caso (Vgr.: conducta prevista en los tipos "contemplados en los artículos 265 y 267 del "Código Penal).--- III. Tipos de formulación "alternativa. En estos delitos el tipo contiene "diversas conductas a través de las cuales es "posible producir el resultado típico. El delito "puede ser cometido por vía de cualquiera de las "conductas prevista en el tipo.--- 9- Clasificación de "los tipos en orden a la unidad pluralidad de "afectación.--- Estos tipos se subdividen en:--- a) "Tipos simples o tipos de ofensa simple.- Que son "aquellos en que se lesiona un solo bien jurídico.--- "b) Tipos de ofensa compleja o tipos complejos.- "Que son aquellos en donde la lesión o puesta en "peligro, aparece relacionada con la afectación a "más de un bien jurídico.--- 10. Clasificación de los "tipos en orden al resultado cortado o "consumación anticipada.--- La doctrina se refiere "también, en la clasificación de los tipos, a la figura "del tipo de resultado cortado o de consumación "anticipada, para referirse a aquellos casos en "donde la ley previene como delito, situaciones que "implican la sola realización de actos tendiente a la "realización de un delito, sin que sea necesario la "consumación de este último o la producción del "resultado, razón por la cual, aparecen previstos en "la ley como la sola situación de la puesta en "peligro, en estos casos debe tratarse un peligro "concreto.--- VI. ELEMENTOS DE LA TIPICIDAD.--- "A partir de los elementos objetivos, normativos y "subjetivos del tipo, a que se hizo alusión en el "estudio de la teoría del tipo, dentro del ámbito de "la teoría de los presupuestos del delito, surge "ahora, en el ámbito de la tipicidad y también en el "de la antijuridicidad, el análisis de tales elementos. "En la primera, en relación con los elementos del "tipo normativo; en la segunda, en relación con los "elementos del tipo permisivo.--- 1.- Elementos "descriptivos objetivos.--- Los elementos objetivos "son aquellos que pueden ser comprendidos y "entendidos a través de la percepción de los "sentidos.--- En general los elementos descriptivos "son: --- La conducta.- El resultado.- El objeto "material.- Las circunstancias de lugar, tiempo, "modo y ocasión y los medios.- Bien jurídico, que "tiene un contenido a la vez, objetivo y normativo.--"- 2.- Elementos normativos.--- Al paso del tiempo, "no pocos de los elementos descriptivos objetivos, "han sido reconocidos con un contenido que no es "estrictamente objetivo, sino que en realidad, "implican una cierta valoración normativa, sea "cultural o jurídica, que constituye la característica "de los elementos normativos. Inicialmente se "consideró que sólo conceptos tales como el de "‘funcionario público’, la ‘ajeneidad, la ‘castidad’, "implicaban elementos normativos después, se han "reconocido como tales, otros conceptos que en un "principio fueron entendidos como estrictamente "objetivos, tales como las nociones de ‘hombre’, "‘mujer’, ‘mueble’, ‘bien’, ‘cosa’, etcétera. En "realidad, todos estos conceptos si bien son "elementos que tienen un contenido claramente "objetivo, en tanto que su descripción es "fácilmente aprehensible por los sentidos, a la vez, "suponen también un contenido que requiere ser "precisado a la luz del derecho, o de una cierta "valoración cultura, razón por la cual implican "conceptos de valoración normativa, jurídica o "cultural y es así, como a manera de ejemplo, se "hace necesario acudir al Código Civil, para "entender con precisión el contenido y alcance "jurídico de los conceptos mencionados de ‘bien’, "‘muebles’ o ‘mujer’.--- En resumen, a diferencia de "los elementos objetivos, los elementos normativos "sólo pueden ser comprendidos a través de un "cierto proceso de valoración sociocultural, o bien "de carácter estrictamente jurídico. Y de su "reconocimiento depende la existencia del tipo "delictivo de que se trate.--- 3.- Elementos "subjetivos.--- En el estudio de la tipicidad es "relevante determinar su relación con el elemento "subjetivo representado básicamente por el dolo y "por la culpa que; sin embargo, observa un "contenido subjetivo con componentes normativos, "siendo necesario precisar si el ‘querer’ que "implica el dolo se refiere exclusivamente a los "elementos objetivos, o bien, si, como creemos, "necesariamente ha de referirse también a los "elementos normativos.--- Los elementos objetivos "normativos y subjetivos, no son privativos de la "tipicidad, sino que se presentan en el campo de la "antijuridicidad, en relación con las reglas "permisivas, que determinan las causas de "justificación, legitimación o de juridicidad, mismos "que neutralizan la antinormatividad, impidiendo "que sea posible afirmar el juicio de la "antijuridicidad o contradicción al orden jurídico.--- "VII. EL CONTENIDO DE LA TIPICIDAD.--- 1. Los "presupuestos de la conducta típica en el análisis "de la tipicidad.--- Cronológicamente, son:--- Bien "jurídico.- Tipo de la ley penal.- Sujeto activo y "pasivo.- Objeto material.--- a) El bien jurídico "penalmente protegido. Es la síntesis normativa de "una determinada relación social, dialéctica y "dinámica.--- b) El tipo de la Ley Penal. Es el "contenido del precepto de la disposición penal, "que previene la conducta prohibida u ordenada "por la ley, con el fin de proteger los bienes "jurídicos penalmente tutelados, para la seguridad "jurídica, como base de la convivencia.--- c) Los "sujetos activo y pasivo del delito. Sujeto activo es "la persona física que realiza la conducta típica, "sujeto pasivo en el titular del bien jurídico "protegido.--- 2.- Los elementos de la conducta "típica en el análisis de la tipicidad.--- a) Elementos "Objetivos. Los elementos objetivos en el análisis "de la tipicidad son los siguientes:--- Sujeto activo.-"-- Sujeto pasivo.--- Objeto material.--- Conducta de "acción dolosa.--- Resultado material.--- "Circunstancia y medidos de la acción típica.--- "Medios;.--- Circunstancias de tiempo.--- "Circunstancias de lugar;--- Circunstancias de "ocasión y.--- Circunstancias de modo.--- La lesión "o puesta en peligro del bien jurídico penalmente "protegido.--- b) Elementos normativos. Los "elementos normativos en el análisis de la tipicidad "son los siguientes:--- Violación al deber "establecido en la norma. El elemento normativo "primero que, por definición, exige ser objeto de "análisis en la tipicidad y al que necesariamente "debe ajustarse la conducta para ser típica es el "contenido mismo de la ‘violación’ al ‘deber’ "previsto en el tipo de la norma penal y consiste en "el deber jurídico de obrar o de abstenerse, incito "en el mandato o prohibición contenido en la "norma (Vgr.: no matar; no violar; no robar; no "auxiliar al atropellado, en términos de lo dispuesto "por la Ley Penal; etcétera).--- c) Elementos "normativos específicos. Un número considerable "de tipos delictivos, en su texto, contenían ciertos "conceptos que para su entendimiento, "específicamente exigen de una cierta valoración "cultural o jurídica y que por lo mismo son "identificados como elementos normativos del tipo, "naturalmente sin su presencia, cuando el tipo lo "exige, el mismo no es concretizable (Vgr.: "conceptos que requieren de una cierta valoración "jurídica: ‘funcionario’, ‘ajeneidad’, ‘bien’, ‘mueble’, "etcétera, conceptos que requieren de una cierta "valoración cultural: ‘honestidad’, ‘castidad’, "‘buenas costumbres’, etcétera).--- En síntesis, es "necesario que la conducta, para ser típica, "implique su comisión tomando en cuenta el "contenido de tales elementos.--- d) Legislación "sobre elementos normativos. En relación con los "elementos normativos específicos, la Ley Penal "mexicana se refiere a ellos, lance en relación a los "que implican una valoración jurídica, como los pie "(sic) suponen una valoración cultural.--- 3.- "Elementos subjetivos de la conducta típica en el "análisis de la tipicidad.--- a) El dolo. El delito "doloso de acción, tiene como elementos subjetivo, "el concepto mismo del dolo, que significa la "voluntad de realización de la conducta típica, a "partir del conocimiento.--- b) Elementos subjetivos "específicos de la conducta típica en el análisis de "la tipicidad. Ciertos tipos delictivos, previenen en "su contenido ciertos conceptos que implican una "específica y precisa exigencia en relación con la "subjetividad del agente al momento de cometer la "conducta ilícita penal, pudiendo se tales "elementos de diverso tipo, en los términos que se "señala en el apartado respectivo (Vgr,: ‘a "sabiendas’, ‘el que ilícitamente’ ‘apoderamiento’, "etcétera). Por lo que la conducta, para ser típica, "exige necesariamente que el agente observe esa "especial subjetividad que implican estos "elementos.--- VIII. ANÁLISIS DE LOS ELEMENTOS "DE LA CONDUCTA TÍPICA.--- 1. Elementos "descriptivos objetivos de la conducta típica.--- "Sujeto activo.--- Concepto: El sujeto activo es la "persona física que realiza el comportamiento "descrito en la ley penal, el que causa la lesión al "bien jurídico penalmente protegido al violar una "prohibición o mandato contenido en la norma "penal.--- a) Sujeto activo calidad. Algunos delitos "exigen una cierta calidad en el sujeto activo, con "la consecuencia de que si tal calidad no se reúne, "el tipo delictivo de que se trate no se conforma "(Vgr,: el delito de peculado y en general los delitos "cometidos por los servidores públicos, que exigen "necesariamente tal calidad en el sujeto activo).--- "b) Sujeto activo calidad garante. Otro ámbito de "regulación en torno a la persona del sujeto activo "del delito, es la ‘calidad garante’. Que deriva de la "posición de garantía que la Ley Penal exige al "agente en los tipos delictivos de omisión impropia "a comisión por omisión, pero toda vez que se tata "de una problemática específica de aquellos y no "de los delitos de acción dolosa que son objeto de "atención en esta sede, (su examen se deja para "ser atendido en su momento).--- c) Sujeto activo y "deber de cuidado. Otro ámbito de interés, en "relación con la persona del sujeto activo es el "derivado de su relación con el ‘deber de cuidado’ "exigido en los delitos culposos, sin embargo, "como en el caso anterior, en la medida en que "estamos en el estudio del delito doloso de acción, "queda pendiente su referencia para el momento de "estudiar el delito culposo.--- d) Sujeto activo "voluntabilidad e imputabilidad. Otro aspecto de "interés en relación con la persona del sujeto "activo del delito. Surge en relación con el examen "de la imputabilidad, en cuanto capacidad exigida "por la ley para que la persona pueda ser "responsabilizada por la comisión de un delito.--- e) "Sujeto activo en número. Algunos tipos delictivos "exigen, para su comisión, ser cometidos por un "número plural de personas. Son éstos, los delitos "denominados de ‘sujeto activo plural’ o ‘delitos "plurisubsistentes’ (Vgr.; asociación delictuosa).--- "Una forma especifica de estos es aquella en donde "los sujetos son mutuamente activos y pasivos del "delito (Vgr.: incesto). En el mismo valor de ideas, "los delitos son ‘mono-subsistentes’ o de ‘sujeto "activo individual’, cuando su realización puede ser "cumplida por un solo sujeto activo, que es el caso "más generalizado.--- SUJETO PASIVO.--- "Concepto. Sujeto pasivo del delito es la persona "física o moral, titular del bien jurídico protegido, "lesionado a puesto en peligro, por la conducta "típica, que genera la violación al deber contenido "en la prohibición o mandato previsto en el tipo "penal.--- a) Sujeto pasivo calidad. Algunos tipos "delictivos exigen una cierta calidad especifica, sin "la cual, el delito de que se trate no podía "producirse.--- b) Sujeto pasivo en número. "Algunos tipos delictivos exigen la presencia de un "número plural de persona afectada en la lesión al "bien jurídico por la conducta típica, siendo ello "necesario para que se pueda concretar el delito de "que se trate. (Vgr: delito de genocidio).--- c) "Legislación sobre el sujeto pasivo. En relación "con el sujeto pasivo calidad, la Ley Penal "Mexicana, se refiere a algunos de éstos en los "artículos 189, 260, 262, 335, 336, 340, 342, entre "otros.--- Objeto material.--- Es el ente corpóreo "sobre el cual recae la acción o conducta del sujeto "activo, que causa la lesión o puesta en peligro del "bien jurídico protegido y la violación a la norma "jurídica, generando con ello el delito. (Vgr.: es el "cuerpo de la persona humana que recibe los "golpes de puñal que originan su muerte; es la "persona que sufre en su cuerpo la lesión en el "delito de lesiones; son las joyas robadas, "etcétera). Este concepto se distingue del bien "jurídico, que en los mismos ejemplos "corresponden a los bienes jurídicos ‘vida’, "integridad corporal’ y ‘patrimonio’ cada uno es el "respectivo ámbito situacional de regulación dada "por el tipo básico o complementado.--- Conducta.--"- La conducta, por definición; es el elemento "objetivo del delito, unida al resultado en los "delitos de resultado material, en cuyo caso será "necesario, también, que haya quedado "previamente acreditada la causalidad entre ellos, "para que los mismos puedan ser atribuidos al tipo "penal correspondiente.--- a) Conceptos de la "conducta. Conducta es la manifestación de "voluntad finalísticamente determinada.--- b) "Estructura de la conducta. La conducta aparece "conformada por dos fases:--- La fase interna, "subjetiva o psicológica que se conforma con la "voluntad, en sentido amplio, a su vez integrada "con los componentes cognoscitivo (conocimiento) "y volitivo (voluntad en sentido estricto).--- La fase "externa, objetiva o material, implica la "exteriorización o manifestación exterior de la "voluntad (fase interna).--- c) Estructura de la "voluntad. Por otra parte, el estudio de la referida "fase interna es la relativa a la formación de la "voluntad. Se observa, así, que los elementos que "estructuran la voluntad son dos:--- El "conocimiento o representación; y,--- El querer de "la voluntad, o voluntad en sentido estricto.--- d) "Voluntad y voluntad coartada. Una cosa es que la "conducta sea voluntaria y otra es que el contenido "de esa voluntad sea ‘libre’. No siempre el "contenido de esa voluntad es libre; en ocasiones "aparece coartada, coactada a perturbada, es decir; "por alguna razón afectada en manera de impedir "que se pueda afirmar que esa voluntad haya sido "libre.--- El resultado y el nexo causal en la "tipicidad.--- Hemos visto, al ocuparnos de la "conducta típica, el concepto general del resultado "e, incluso, hemos comentado las características "del nexo causal que, en sentido estricto, no forma "parte del estudio de la tipicidad.--- a) Resultado "material. En los delitos de resultado material éste "es la mutación en el mundo físico, como "consecuencia de la realización de la conducta.--- "Circunstancias de tiempo; son las referencias de "tiempo vinculados con al realización de la "conducta típica a que se contraen algunos tipos "de la Ley Penal.--- Circunstancias de modo; son "los aspectos referidos al modo de ejecución de la "conducta, previstas por algunos tipos de la Ley "Penal.--- Circunstancias de ocasión; son "referencias que enmarcan situaciones de ocasión, "vinculadas con la realización de la conducta, "exigidos por algunos tipos de la Ley Penal.--- "Referencias a los medios son las referencias "vinculadas con los medios de comisión de la "conducta exigidos por la ley.--- 2. Elemento "subjetivo de la conducta típica en el análisis de la "tipicidad.--- El delito doloso de acción representa "la forma más precisas y clara de la voluntad del "individuo en la comisión de su hecho delictuoso. "El dolo es el contenido mismo de la voluntad del "autor; es el ámbito psicológico o subjetivo de la "conducta; es el querer de la conducta; es la "voluntad de realizar la conducta típica.--- "Concepto del dolo.- La categoría de elementos "subjetivo de la tipicidad el dolo, que permite "atribuir la voluntad de un comportamiento a su "autor.--- a) La función del elemento subjetivo de la "conducta típica. El elemento subjetivo de la "conducta típica, en la tipicidad al igual que los "restantes, elementos objetivos y normativos de la "misma, tiene una función constitutiva, "fundamentadora, garantizadora e indiciaria.--- b) "Función constitutiva.- La presencia de los "elementos subjetivos, objetivos y normativos de la "misma, tiene una función constitutiva, "fundamentadora, garantizadora e indiciaria.--- c) "Función garantizadora. El elemento subjetivo de la "tipicidad guarda un contenido de garantía para la "ciudadanía, en el sentido de que sólo las "conductas que sean atribuidas al tipo penal y, en "este sentido, también en lo relativo al elemento "subjetivo, será posible proceder penalmente "contra de una persona por la comisión de un "delito, naturalmente, siempre que se reúnan todos "los presupuestos de la punibilidad y de la pena. "Cumple, así, una función de garantía para a la "sociedad, en el sentido de que no podrán ser "afectados penalmente sus miembros, sino, "respetando tales características exigidas por la "Ley Penal.--- d) Función indiciaria. A su vez, como "parte de la tipicidad, participa también de la "función indiciaria que ésta tiene respecto de la "antijuridicidad, ya que para que se analice esta "última, es necesario, previamente, que se de la "antinormatividad de la conducta que deriva de la "existencia de la conducta típica (tipicidad).--- Los "elementos subjetivos diversos del dolo de la "conducta típica. Al referirnos a los elementos del "tipo, al ocuparnos de los presupuestos del delito, "se observa que cierto tipos penales no agotan su "elemento subjetivo con la presencia exclusiva del "dolo, sino que asimismo incorporan la exigencia "de otros aspectos generalmente vinculados con "las motivaciones o con las relaciones personales, "etcétera, que suponen verdaderas formas "específicas de la subjetividad del autor, exigidas "por el propio tipo y que, por tanto, exigen para que "se de la conducta típica, que las mismas se "presenten en forma igual como características "subjetiva de la propia conducta. Por esta razón se "les denomina como elementos subjetivos del tipo, "diversos del dolo.--- Clasificación de los "elementos subjetivos del tipo diverso del dolo en "relación con la conducta típica.--- Los elementos "subjetivos del tipo diverso del dolo son los que a "continuación se analizan.--- a) Elementos "subjetivo de intención trascendente. Implica el "caso más característico. Aparecen en aquellos "tipos en donde la subjetividad exigida en la "conducta típica va más allá de la realización "objetiva exigida. De esos existen dos casos:--- "Delitos de resultado cortado; y.--- Delitos de dos "actos reducidos a uno.--- I. Delitos de resultado "cortado. En este caso el legislador prescinde del "resultado y le es suficiente el acto. (Vgr.: en el "delito de difundir noticias falsas con el fin de "alterar los precios, la conducta típica consiste en "difundir noticias falsas, sin que sea requerida para "la integración del tipo, la alteración de los "precios). En el ejemplo expuesto, en la medida en "que el resultado material no es exigido, la "referencia subjetiva a la alteración de los precios "queda conformada como un elemento subjetivo "específico del tipo.--- II. Delitos de dos actos "reducidos a uno. Estos delitos, también llamados "delitos de dos resultados incompletos, suponen la "realización de dos conductas, pero sólo respecto "del primero exigen la realización del acto, en tanto "que para el segundo, solo lo enuncia. (Vgr.; "adquirir títulos al portador falsos, para ponerlos "en circulación, en donde los dos actos aparecen "conformados, el primero por la adquisición de los "títulos y, el segundo, por la puesta en circulación; "en estos casos para el legislador, solo es "necesario la adquisición de los títulos y que tal "adquisición sea con el fin de ponerlos en "circulación, sin que sea necesaria la puesta en "circulación en sí misma).--- 4.- Elementos "subjetivo de tendencia. Se da en aquellos casos "en donde la acción aparece penetrada por una "‘ultraintensión’ derivada de un ánimo específico, "ante cuya falta el delito no se presenta. (Vgr.: para "que se de el delito de abuso sexual es necesario "que los tocamientos que se realizan, lleven una "cierta tendencia lasciva).--- 5. Elementos subjetivo "de expresión. En donde la subjetividad exigida por "el tipo, supone una cierta inconformidad o "disconformidad entre la realidad y lo actuado. "(Vgr.: el delito de falso testimonio).--- 6.- "Elementos subjetivo psicológico situacional. "Expresa una determinada relación del sujeto "agente con la situación en que se encuentra, lo "que lógicamente está más allá de la mera "exigencia del dolo. (Vgr.: en los delitos cometidos "por los funcionarios públicos, el concepto mismo "de funcionario, exige que el sujeto actúe en una "cierta función pública, lo que supone un cierto "elemento psicológico situacional, que implica que "el sujeto tenga una cierta actitud consciente "respecto de la función pública que realiza y de la "situación pública especifica en que se encuentra).-"-- 7. Elementos subjetivo de ánimo. Implica "elementos referentes a la personalidad del sujeto "agente (Vgr: cuando la ley hace referencia al "ensañamiento). Estos casos, más que un "problema de tipicidad, parecen encontrar, con "mayor razón, una mejor ubicación dentro de la "culpabilidad, como un ámbito específico referido a "la personalidad del sujeto responsable.--- "RAZONAMIENTOS JURÍDICOS POR LOS CUALES "SE ADVIERTE EL INEXACTO PROCEDER DEL "SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA "PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, CUANDO "DECLARÓ LA CONSTITUCIONALIDAD DEL "ARTÍCULO 222, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO "PENAL FEDERAL.--- Ciertamente, precisado lo "anterior y resumiendo, debemos tener presente "que el tipo penal es el contenido medular de la "norma; es la descripción de la conducta prohibida "u ordenada prevista en todo su ámbito situacional "y tiene su importancia en función del principio de "legalidad penal, relacionado con la tipicidad y en "la fuente única de producción del derecho penal. "En términos generales, el análisis de los "elementos del tipo aparece hoy reconocido con la "presencia de los elementos descriptivos objetivos, "normativos y subjetivos. A partir de esos últimos "elementos, que atañen a la teoría del tipo, dentro "del ámbito de la teoría de los presupuesto del "delito, surge ahora, en el ámbito de la tipicidad y "también en el de la antijuridicidad la necesidad la "necesidad de analizar tales elementos. En la "primera, en relación con los elementos del tipo "normativo; en la segunda, en relación con los "elementos del tipo permisivo.--- Los elementos "objetivos son aquellos que pueden ser "comprendidos y entendidos por el juzgador y el "gobernado a través de la percepción de los "sentidos, de ahí que son de más fácil "comprensión, en general, los elementos "descriptivos objetivos son: la conducta, el "resultado, el objeto material, la circunstancias de "lugar, tiempo, modo y ocasión y los medios, bien "jurídico, que tiene contenido a la vez objetivo y "normativo.--- En general los elementos "descriptivos objetivos son:--- La conducta.--- El "resultado.--- El objeto material.--- Las "circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión y "los medios.--- Bien jurídico, que tiene un "contenido a la vez, objetivo y normativo.--- 1. "Elementos normativos.--- Al paso del tiempo, no "pocos de los elementos descriptivos objetivos, "han sido reconocidos con un contenido que no es "estrictamente objetivo, sino que en realidad, "implican una cierta valoración normativa, sea "cultura o jurídica, que constituye la característica "de los elementos normativos. Inicialmente se "consideró que sólo conceptos tales como el de "‘funcionario público’, la ‘ajeneidad’, la ‘castidad’, "implicaban elementos normativos después, se han "reconocido como tales, otros conceptos que en un "principio fueron entendidos como estrictamente "objetivos, tales como las nociones de ‘hombre’, "‘mujer’, ‘mueble’, ‘bien’, ‘cosa’, etcétera. En "realidad, todos estos conceptos si bien son "elementos que tienen un contenido claramente "objetivo en tanto que su descripción es fácilmente "aprehensible por los sentidos, a la vez, suponen "también un contenido que requiere ser precisado "a la luz del derecho, o de una cierta valoración "cultural, razón por la cual implican conceptos de "valoración normativa, jurídica o cultural y es así, "como, a manera de ejemplo, se hace necesario "acudir al Código Civil, para entender con precisión "el contenido y alcance jurídico de los conceptos "mencionados de ‘bien, ‘mueble’, ‘hombre’ o "‘mujer’.--- En resumen, a diferencia de los "elementos objetivo, los elementos normativos "sólo pueden ser comprendidos a través de un "cierto proceso de valoración socio-cultural, o bien "de carácter estrictamente jurídico. Y de su "reconocimiento depende la existencia del tipo "delictivo de que se trate.--- 2. Elementos "subjetivos.--- En el estudio de la tipicidad es "relevante determinar su relación con el elementos "subjetivo representado básicamente por el dolo y "por la culpa que, sin embargo, observa un "contenido subjetivo con componentes normativos, "siendo necesario precisar si el querer que implica "el dolo se refiere exclusivamente a los elementos "objetivos, o bien, si, como creemos, "necesariamente ha de referirse también a los "elementos normativos.--- En el estudio de la "tipicidad es relevante determinar su relación con "el elemento subjetivo representado básicamente "por el dolo y por la culpa, que, sin embargo, "observa un contenido subjetivo con componentes "normativos, siendo necesario precisar si el querer "que implica el dolo se refiere exclusivamente a los "elementos objetivos o bien, si, como creemos, "necesariamente a de referirse también a los "elementos normativos descriptivos.--- Por otro "lado y debido a la propia naturaleza en la especie, "respecto de la inconstitucionalidad sometido a "estudio, cobran especial relevancia los elementos "subjetivos del delito consistentes en la finalidad, "que no es otro más que el actuar del servidor "público, motivado por la dádiva que recibió del "gobernado constituye en un hacer o dejar de "hacer algo ‘justo o injusto’ relacionado con sus "funciones, el que no deja de ser complejo; de ahí "la necesidad de que el texto del tipo penal resulte "claro y preciso para evitar confusiones; pues "según se vio en líneas que preceden; y contrario a "los elementos descriptivos objetivos que son "aquellos que pueden ser comprendidos y "entendidos a través de la percepción de los "sentidos y por ende son de más fácil "comprensión, los otros implican una cierta "valoración normativa, sea cultural o jurídica; "donde el juzgador deberá hacer uso de toda su "experiencia y de las reglas de la lógica para "interpretación de las leyes en comento; para "entender cabalmente el espíritu de la ley, sobre "todo ante lo complejo de su acreditación, es de "remitirnos a lo erróneo y aberrante de la sentencia "combatida, en la que una vez más para su calidad "y precisión de la inconstitucionalidad de tal "plenaria, que se somete a la ponderación de este "Supremo Tribunal de Justicia de la Nación, es "permitido transcribir aunado a los precitados "transcritos en donde se hace una interpretación "inexacta y aplicación inconducente dentro de las "sentencias impugnadas. El órgano colegiado "resolvió: (transcribe).--- De lo que se traduce "semióticamente, que el órgano resolutor "Colegiado, como se ha expuesto anteriormente, "continuó con la misma política ‘legislativa’, de "crear delitos, deformando e integrando normas, de "las que ‘susprime’ los conceptos de ‘justo e "injusto’, que son la piedra angular y fase terminal "del normativo consistente en la dicotómico del "concepto ‘justo o injusto’ que el legislador le "incorporó a la norma para sancionar ese actuar "del servidor público, en la naturaleza del acto, que "va incito en el mensaje legislativo, a discusión "sobre el tema de la inconstitucionalidad y la "inexacta aplicación de este precepto, en función "de que pretende hacer subsistir el delito aún "restándole o suprimiendo el verbo rector antes "enunciado, y pretender dentro de la accesoriedad "o complementación de la norma, la fracción I con "la II del artículo 222 del Código Penal, ya que esto "es así, porque en la demanda de garantías se hizo "valer que el artículo 222, fracción II, del Código "Penal Federal, es vago, impreciso, abstracto, y "oscuro en tanto que, porque además en la "exposición de motivos que dio margen y genera "confusión porque no se sabe que fue lo que quiso "decir el legislador cuando amplió el término ‘acto "justo o injusto’, lo que se consideró de mi parte "como violatorio de las garantías individuales, de "legalidad, EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY "donde están comprendidas las formalidades "esenciales del procedimiento, en materia penal, "así como de la defensa adecuada que debe tener "todo inculpado dentro del procedimiento penal, "respectivamente, previstas por los artículos 14 "párrafo segundo y tercero, 16 párrafo primero y 20 "de la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, que en forma alguna partió del "supuesto de que las formalidades esenciales del "procedimiento, debían estar contenidas en el tipo "penal, pues ello sería una barbaridad jurídica y "obedecen a una mala interpretación de los "razonamientos, argumentos vertidos en el "concepto de agravio ante el Juez Unitario, "precisamente, porque en el tipo penal la "descripción de la conducta prevista por la norma "jurídica penal y las garantías individuales de que "goza todo individuo, es en esencia, los derechos "mínimos que como tal le otorga la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos, es "donde están consignadas expresamente dichas "garantías individuales.--- Las formalidades "esenciales del procedimiento, conforme a la tesis "jurisprudencial P/J47/95 del Pleno de la Suprema "Corte de Justicia de la Nación, son las que "resultan necesarias para garantizar la adecuada "defensa antes del acto de privación y que de "manera genérica, se traducen en los siguientes "requisitos:--- 1. La notificación del inicio del "procedimiento y sus consecuencias;--- 2. La "oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas "en que se finque la defensa;--- 3. La oportunidad "de alegar; y--- 4. El dictado de una resolución "(sentencia) que se diriman las cuestiones "debatidas, aplicando dentro de esta misma la ley "exactamente aplicable al caso.--- Si en apariencia, "pudiera pensarse que las mismas solamente rigen "y salvaguardan la cuestión procesal, que tal vez "influyó en el ánimo del juzgador, para determinar "que el texto vago y oscuro de una ley que no "puede afectar las formalidades esenciales del "procedimiento; y sí en cambio en inexacto "proceder del juzgador, en cuanto a las "actuaciones practicadas dentro de la secuela "procesal, empero, se puede llegar a una "conclusión contraria; pues tal como se hizo valer "en todos los conceptos de violación; respecto la "imprecisión, indefinición, así como oscuridad de "la ley, llegamos a la conclusión contraria, pues tal "y como lo hice valer en mis conceptos de "violación, la oscuridad de la ley, como un acto "jurídico reflejo, necesariamente afecta dicha "garantía individual al igual  que la de exacta "aplicación de la ley en materia penal y de la "adecuada defensa; porque ante la inseguridad que "prevalece, el inculpado que se encuentra bajo esa "hipótesis normativa, no sabrá que pruebas ofrecer "para desvirtuar la misma, en ausencia de datos "claros y objetivos que le permitan conocer en "forma amplia y cabal sus alcances, en la especie; "en lo que debemos entender por acto ‘justo o "injusto’. Definitivamente que la pretensión no es "meramente un capricho, porque no es verdad que "se pretenda que el Código Penal Federal se "‘convierta en un Glosario’; como indebidamente y "en forma por demás grotesca lo concluyó el "Tribunal Colegiado de Circuito, sino que ello "obedece a la necesidad de conocer el texto de la "ley y sus alcances, para lo cual, es conveniente "acudir a la exposición de motivos de la norma, que "en el caso también es obscura porque nunca se "expresó semánticamente lo que se debía entender "por ‘justo o injusto’; debiendo precisar en este "aspecto que la inconstitucionalidad planteada en "ningún momento se hizo consistir en el hecho de "que la ley se aportó de la exposición de motivos "que dio origen, como indebidamente lo razonó la "autoridad judicial federal, sino por el hecho "probado que en el texto de la ley y en su "exposición de motivos no encontramos el sentido "o alcance de la norma penal, que son cuestiones "diametralmente y donde se demuestra la ligereza y "desparpajo con que se resolvió el asunto; porque "se partió de un supuesto equivocado.--- "Retomando el tema que nos ocupa, es bastante "simplista y carente de toda motivación jurídica, el "argumento de que el cohecho se integra cuando "se ofrece o da dinero o dádiva alguna a un "servidor público, para que ejecute o deje de hacer "un acto relacionado con sus funciones y que lo "‘justo o injusto de ello’, con que se adjetiviza la "conducta desplegada por el activo, constituye una "accesoriedad del hacer y se refiere a un aspecto "ético, porque el órgano Jurisdiccional Federal, se "olvidó que el juzgador es un mero intérprete de la "ley y que el origen y abrogación de las leyes "corresponde al poder legislativo, pues cuando "procedió en la forma en que lo hizo, soslayando el "tipo penal en lo relativo a lo ‘justo o injusto’, "prácticamente derogó esa parte del tipo y lo "convirtió en letra muerta; pues en su opinión, el "delito se integra al margen de que el acto del "servidor público sea ‘justo o injusto’. Olvidando "que es un órgano de control constitucional y que "podemos resumir en lo siguiente: los Jueces "Federales de Distrito, Colegiados, el Pleno y las "Salas gozan de una competencia extraordinaria; la "de amparo, en razón de ésta, en un procedimiento "con características especiales, conocen de la "constitucionalidad de las leyes, los tratados y de "los actos de las autoridades federales o locales. "De las controversias puede plantearse el problema "de la inconstitucionalidad de la ley o el tratado, "cuando esto sucede, dichos jueces, conforme a la "Ley de Amparo juzgan la constitucionalidad de la "ley, del tratado o acto motivo de impugnación, su "aplicación al caso concreto determinan si están de "acuerdo o no con la carta fundamental. En ese "orden de idas y atento al principio de supremacía "constitucional previsto por el artículo 133 de la "Carta Magna, que establece que es la ley suprema, "amén que todo servidor público necesariamente "debe respetar la Constitución, esta exigencia "deriva de su propia naturaleza, que es suprema "fundamental y no susceptible de ser válidamente "contraria; se reafirma la idea del inexacto proceder "de la autoridad federal, quien lejos de actuar como "un órgano de control constitucional y examinar "cabalmente la violación que se hizo consistir en el "hecho de que el tipo penal es contrario a lo "dispuesto por los artículos 14, párrafo segundo y "tercero, 16, párrafo primero y 20 de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual "es fundada por todos y cada uno de los "argumentos ya expuestos, contrariamente se "limitó a mutilar el tipo penal y a sustentar que es "‘irrelevante que el acto sea justo o injusto’ porque "el cohecho se integra de la forma ya apuntada, "siendo que tal connotación constituye un "elemento subjetivo del tipo, como lo es la especial "finalidad, y lejos de ser un mero intérprete de la "ley, se convirtió en legislador porque transformó "en letra muerta esa parte del tipo penal, siendo "que las autoridades solamente pueden hacer lo "que la ley les permite y en caso concreto, como se "mencionó con antelación, la autoridad judicial "solamente debe ser un fiel intérprete de la ley y de "ninguna manera le está permitido integrar la "misma, ni con el pretexto de su oscuridad y "menos para mutilarla, que al final de cuentas fue "lo que hizo cuando soslayó la importancia de un "elemento subjetivo del tipo, como lo es, la "especial finalidad, haciendo nugatorios todos y "cada uno de los comentarios que se vertieron en "cuanto a la función del elemento subjetivo de la "conducta típica, donde se manifestó que el "elemento subjetivo, tiene una función constitutiva, "fundamentadora, garantizadora e integradora, en "este asunto; temas que son de vital importancia "las tres, aunque principalmente la función "garantizadora, porque el elemento subjetivo de la "tipicidad guarda un contenido de garantías "mínimas para los gobernados, en el sentido de "que solo las conductas que sean atribuidas al tipo "penal y que lleven a cabo los individuos, serán "sancionadas desde el ámbito represivo penal, "pues en ausencia de esos elementos subjetivos, "necesariamente estaremos ante la presencia de "una figura atípica. Empero, lo que verdaderamente "importa y que soslayó el Tribunal Colegiado de "Circuito, es el hecho de que para que se cumpla "con la garantía individual de exacta aplicación de "la ley en materia penal, prevista por el artículo 14, "párrafo tercero, de la Constitución Política de los "estados Unidos Mexicanos, es que el texto de la "ley cumpla con los requisitos siguientes:--- a) La "exacta aplicación de la ley en materia penal, no se "circunscribe a los meros actos de aplicación, sino "que abarca también a la propia ley que se aplica;--- "b) Dicha ley debe estar redactada de tal forma, que "los términos mediante los cuales especifique los "elementos respectivos sean claros, precisos y "exactos;--- c) La autoridad legislativa tiene el "deber de consignar en las leyes penales que "expida, expresiones y conceptos claros, precisos "y exactos, al prever las penas y describir las "conductas que señalen como típicas;--- d) Cuando "sea necesario, para evitar confusiones en su "aplicación o demérito en la defensa del procesado, "el legislador debe incluir todos los elementos, "características, condiciones, términos y plazos;--- "e) La ley que carezca de tales requisitos de "certeza, resulta violatoria de la garantía indicada "prevista en el artículo 14 de la Constitución "General de la República.--- Lo antes anotado "encuentra eco en las tesis jurisprudenciales y "precedentes asilados que dicen:--- "AUTORIDADES.- Las autoridades sólo pueden "hacer lo que la ley les permite.--- Apéndice 1975, "Octava Parte, Pleno y Salas, Tesis 46, Página 89.--- "Novena Época.--- Instancia: Pleno.--- Fuente: "Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.--"- Tomo: I, mayo de 1995.--- Tesis: P. IX/95.--- "Página: 82.--- ‘EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY "EN MATERIA PENAL, GARANTÍA DE SU "CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA "LEY MISMA’ (transcribe).--- Novena Época.--- "Instancia: Primera Sala.--- Fuente: Semanario "Judicial de la Federación y su Gaceta.--- Tomo: "XIII, marzo de 2001.--- Tesis: 1ª. VIII/2001.--- "Página: 105.--- ‘DISPARO DE ARMA DE FUEGO, "DELITO DE. EL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO "PENAL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, "VIGENTE EN 1995 QUE LO PREVÉ, NO VIOLA LA "GARANTÍA DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY "EN MATERIA PENAL CONSAGRADA EN EL "TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA "CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS "UNIDOS MEXICANOS’ (transcribe).--- Novena "Época.--- Instancia: Pleno.--- Fuente: Semanario "Judicial de la Federación y su Gaceta.--- Tomo: I, "mayo de 1995.--- Tesis: P. VIII/95.--- Página: 86.--- "‘LESIONES, LA OMISIÓN EN EL CÓDIGO PENAL "DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN DE PREVER UN "PLAZO DENTRO DEL CUAL SE DEBEN TENER "COMO MORTALES, VIOLA LAS GARANTÍAS DE "EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY Y DE "OBSERVANCIA DE LAS FORMALIDADES "ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO’ (transcribe).--"- ‘ARMAS, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y "MATERIALES DE USO EXCLUSIVO DE LAS "FUERZAS ARMADAS O SUJETOS A CONTROL, "DELITO DE INTRODUCCIÓN CLANDESTINA EN LA "REPÚBLICA. ES DETERMINANTE EL MODO Y EL "LUGAR EN QUE SE INTERNEN LOS OBJETOS "DEL, ILÍCITO’ (transcribe).--- Tribunal Colegiado del "Décimo Noveno Circuito, el Segundo Tribunal "Colegiado del Décimo Primer Circuito y el "Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, "de donde resultó la tesis jurisprudencial 19/99.--- "Esta necesidad de precisar el texto de la ley, que "debe ser claro y preciso, esto es, que debe "contener expresiones y conceptos que no dejen "lugar a duda, en realidad, se da de manera "inevitable en todos los tipos delictivos que "justamente por esto requieren ser interpretados "para precisar su contenido y alcance. Así, es falso "creer que la labor del Juzgador implica sólo una "labor de aplicación literal o exegética de la ley; por "el contrario, es necesario una interpretación lógica "y también teleológica armónica en donde "invariablemente el Juzgador debe de atender al "contenido del texto de la ley, aprovechando los "criterios de orientación que derivan de la "sistemática seguida, de la exposición de motivos "que intenta explicar la razón de la ley y del "contenido mismo del orden jurídico penal, en "función de las características de la potestad "punitiva del Estado a su estructura jurídico "política en relación con los principios afirmados, "en la Constitución y que, en México, significan la "presencia de un derecho penal liberal y "democrático que reconoce a la persona en su "dimensión individual y social; estos criterios "deben orientar la interpretación de la ley penal, en "relación con los fines de convivencia, a su vez, a "partir de la seguridad jurídica como base de esa y "con miras a la salvaguarda y protección de los "bienes jurídicos de los miembros de la sociedad "civil.--- En otro orden de ideas, no es verdad que "se hizo depender la inconstitucionalidad del "precepto en comento, del hecho de que no existe "concordancia entre éste y la Ley de "Responsabilidades de los Servidores Públicos, "pues sabido es que para que se actualice un "problema de inconstitucionalidad de ley, es "necesario que la norma legal señalada como "inconstitucionalidad se impugne por sus "confrontación expresa con una disposición "específica de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos y no de otra norma "legal ordinaria, puesto que si bien es cierto que se "hizo dicha comparación, ello obedeció a la "circunstancia apremiante de demostrar que "mientras en el artículo 222, fracción II del Código "Penal Federal y en su exposición de motivos, no "encontramos lo que tuvo en  mente el legislador "cuando dentro del texto del tipo penal refirió al "acto ‘justo o injusto’, en la Ley Federal de los "Servidores Públicos se establece un catálogo "completo respecto de lo que deben hacer y no "hacer los servidores públicos; ‘lo debido o "indebido de su actuar’ lo que en inaudito, porque "en este último ordenamiento están comprendidas "cuestiones y sanciones de tipo administrativo y en "el primero, ataña a cuestiones de tipo penal, cuya "infracción motiva la pérdida de la libertad, que "después de la vida es el bien jurídico más valioso "que tenemos los seres humanos, de ahí la "necesidad, insisto, de que el texto de la ley o bien "la exposición de motivos no sean bastante claros "y explícitos respecto de cual fue la intención del "legislador al plasmar los elementos objetivos y "subjetivos del tipo, que no es una posición radical "sobre el texto de la ley, sino que obedece a las "necesidades de que éste real y efectivamente se "ajuste a las garantías individuales que prevé la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos.--- LA GARANTÍA DE LA EXACTA "APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL.--- "Además, también se advierte que el Tribunal "Colegiado de Circuito, cuando resolvió en la forma "en que lo hizo, violó la garantía de exacta "aplicación de la ley en materia penal, por las "razones siguientes:--- ‘La garantía de exacta "aplicación de la ley en materia penal, el proceso "de subsumsión (sic), y sus implicaciones’.--- Esta "garantía jurídica, se encuentra consagrada en el "párrafo tercero del artículo 14 constitucional, en "los términos siguientes:--- ‘En los juicios del "orden criminal queda prohibido imponer, por "simple analogía y aún por mayoría de razón, pena "alguna que no ésta decretada por una ley "exactamente aplicable al delito de que se trata’.--- "La exacta aplicación de la ley penal, es una "garantía que parte del principio esencial del "enjuiciamiento penal, conocido como nullum "crimen, nulla poena sine lege. Ello significa en "castellano que no hay delito, ni pena sin ley; lo "cual implica ver a la norma jurídico-penal como un "dogma, en la que su intérprete no debe alterar su "contenido exacto, partiendo, y no saliéndose, del "texto de la ley.--- En esta disposición se prohíbe la "imposición de penas por analogía y mayoría de "razón.--- La aplicación analógica de una ley, "enseña el maestro Ignacio Burgoa, que es aquella "que: ‘tiene lugar cuando a ésta se atribuyen "efectos normativos sobre casos reales (actos, "hechos, relaciones o situaciones) que no están "previstos en ella, pero que guardan con la "hipótesis expresamente reguladas no una "semejanza absoluta (identidad)  sino una similitud "relativa, o sea, en cuanto a ciertos aspectos o "elementos comunes’.---  En otros términos, nos "explica el mismo maestro Burgoa, que; ‘la "aplicación analógica de una norma jurídica "consiste en referir el consecuente de una ley a un "hecho concreto que presente similitud o "semejanza con el antecedente legal’.--- Ello en "materia penal, como se advierte del párrafo "tercero del artículo 14 constitucional, queda "absolutamente prohibido y viene a dar seguridad "jurídica a favor de los gobernados.--- Igualmente, "este mismo precepto, prohíbe, como lo "mencionamos, la aplicación de una ley penal por "mayoría de razón.---  Sobre esta última cuestión, el "maestro Ignacio Burgoa, nos explica que: ‘Toda "ley está motivada por diversos factores de variada "índole que en su conjunto constituyen su causa "final, puesto que los elementos de su misma "motivación implica su objetivo. Así, verbigracia, si "mediante una ley pretende resolverse un problema "económico, social o político, éste sería la causa de "su expedición, a la vez que su finalidad, ya que la "tendencia normativa propendería a su solución. "Pues bien, puede suceder que un caso concreto "revele los atributos de los factores de motivación "y de teleología de una ley, genéricamente "considerados, con mayores proporciones o de "mayor magnitud. Entonces, tomando en cuenta la "causalidad final de la norma jurídica con vista a "tales atributos y la presencia de éstos en el caso "concreto, la regulación legal puede imputarse a "éste, de lo que resulta una aplicación por mayoría "de razón. Por ejemplo, si un determinado hecho "abstracto considerado legalmente como delito "está penado con una cierta sanción, obedeciendo "la tipificación y la penalidad respectivas a factores "sociales, económicos, de peligrosidad, etc., y si el "hecho concreto, substancialmente diverso, "traduce con mayor gravedad, intensidad o "trascendencia tales factores, a este último podría "referirse, por una parte, la estimación delictiva "prevista en la norma y, por la otra; la penalidad "correspondiente, lo cual equivaldría a una "aplicación normativa por mayoría de razón…’.--- "Ahora bien, en el terreno fáctico, esta garantía de "seguridad jurídica, llamada de exacta aplicación "de la ley penal, en la que se prohíbe la aplicación "analógica y por mayoría de razón de una pena, en "la que se prohíbe la aplicación analógica y por "mayoría de razón de una pena, se cristaliza, "fundamentalmente, en tres momentos del "procedimiento penal: a) al formularse la "resolución de la averiguación previa, en la que el "Ministerio Público determina si ejercita o no la "acción penal, ante el Juez o Tribunal competente; "b) al resolverse, dentro del término constitucional, "la situación jurídica de los inculpados que han "sido consignados por el Ministerio Público ante el "Tribunal o Juez; y, c) en la etapa del juicio.--- "Aunque en estricto sentido jurídico constitucional, "opera solo en la etapa final del proceso penal, es "decir, dentro del período de juicio, en el que se "decide por el Juez o Tribunal, imponer la pena que "corresponda al caso concreto, individualizando la "sanción que amerite el procesado.--- Decimos que "esto último es en sentido estrictamente jurídico-"constitucional porque el propio párrafo tercero del "artículo 14 constitucional, nos lo indica en su "contenido, al expresar: ‘En los juicios del orden "criminal queda prohibido imponer; por simple "analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna "que no esté decretada por una ley exactamente "aplicable al delito de que se trata’. Esto es, que la "imposición de la pena se verifica en la etapa del "juicio y por el Juez o Tribunal competente, y no en "otra etapa, o por otra autoridad; en atención, "además, a lo que postula el párrafo primero del "artículo 21 constitucional, en el sentido de que la "imposición de las penas corresponde única y "exclusivamente a la autoridad judicial.--- Sin "embargo, insistimos, en el terreno fáctico se "cristaliza también esta garantía de exacta "aplicación de la ley, en las primeras dos etapas "mencionadas del procedimiento penal, es decir, al "resolverse la averiguación previa y al decretarse la "formal prisión, aunque no para la imposición de la "pena, pero si para decidir situaciones de derecho "sobre determinados hechos.--- Esto lo vemos en el "campo práctico, al realizarse la operación de "subsunción penal. Esto es, al verificarse cada uno "de los elementos integrantes del tipo penal y la "probable responsabilidad del indiciado o "inculpado.--- Esta operación de subsunción por sí "misma implica seguridad y certeza jurídica para el "gobernado, desde luego, cuando se realiza en "forma estrictamente técnica.--- Los argumentos "que vertió el órgano Jurisdiccional Federal, no "tienen fundamento legal y constitucional alguno, "en efecto como lo es, se hizo valer desde la "segunda instancia, y que en el presente reclamo "de garantías, que el tema de "INCONSTITUCIONALIDAD DE ESTE PRECEPTO, "(así como otros).--- Ya se dijo y transcribió que el "Juez Colegiado en la página 252 calificó de "infundad este tratamiento de la "Inconstitucionalidad, cuando posteriormente "argumenta, mas no funda, ni motiva atento a los "preceptos 14 y 16 de la Constitución Federal, en "relación con los numerales 77 y 190 de la Ley de "Amparo, al momento mismo dice: (transcribe).--- "Seguidamente en la misma foja, hace y vierte una "serie de ‘supuestos razonamientos’ del todo "galimáticos en cuanto a que ‘el tipo penal es un "instrumento legal, lógicamente necesario y de "naturaleza predominantemente descriptiva, que "tiene por función la individualización de "conductas humanas penalmente relevantes’… "‘que el tipo penal se constituye mediante los "llamados elementos del tipo ‘LOS CUALES "PUEDEN VARIAR EN CADA CASO’… ‘se tiene que "los elementos de tipo penal para su estudio se "clasifican en descriptivos, normativos o "valorativos; los segundos componen los "subjetivos genéricos y subjetivos especificados, "en donde se remite había señalado, que en forma "incardinada adhiere una descripción típica que "señala como ‘indebidamente sin causa justificada, "justo o injusto’… SIC. (fojas 256 y 257).--- ‘Que en "cuanto a la descripción típica de delito de "cohecho, en la hipótesis con la cual se condenó al "justiciable, contiene como elementos normativos "las expresiones ‘expontánea’, servidor público’ y "‘justo o injusto’, argumentó o enunció que la "primera de ellas (espontánea), es de valoración "cultural y las dos restantes de valoración jurídica; "remitiéndose a que el Tribunal Unitario hizo "alusión de ello a fojas 136 y 137 de la sentencia de "segundo grado, y separativamente dijo "‘únicamente se hará alusión al último de los "nombrados por ser el aspecto en el que el quejoso "circunscribe la inconstitucionalidad de la ley’. SIC "(foja 258).--- De toda esta gama de apreciaciones "meramente personalistas totalmente subjetivas, "alejado a todo razonamiento jurídico, en función "de que no da ni se otorga en esta sentencia un "razonamiento, un análisis justo, real y verdadero "de éstos elementos típicos normados, y en el que "se dejó de analizar tanto lo que significan –"espontánea - servidor público – justo o injusto-, "puesto que imperativamente; a la primera se le "concede un valor ‘cultural’ cuando "contradictoriamente no se trata de un valor "cultural sino de un acto volitivo, o de propia "voluntad, pues es el ingrediente primario del tipo "de cohecho activo, y que este presupuesto no fue "valorado, ni resuelto por el Magistrado Unitario, "además de que no se trata de una valoración "cultural como lo dice el Juzgador Colegiado por "estar incluido dentro del catálogo punitivo del "orden legal, entonces por ende no es cultural; y el "no razonar porque es ‘cultural’, deja en estado de "indefensión el que no haya sido definido ni "analizado este elemento normativo, creando una "incertidumbre jurídica dentro de la sentencia "combatida.--- El segundo elemento de –servidor "público-, que se omitió definirle, conforme aparece "en los agravios de la apelación y en los conceptos "de violación que en forma indebida se dejaron de "estudiar y responder respecto estos conceptos "normados.--- Tema relevante y de amplio "desarrollo fueron los conceptos de ‘justo o "injusto’, a los que el Magistrado revisor en la "apelación también dejó de resolver, apartándose "de analizar estos agravios al decir: (transcribe).--- Y "que contradictoriamente, con violación a los "precitados artículos 77 y 190 de la Ley de Amparo, "además de que no argumenta en el apartado que "se analiza (foja 259), cuando el juzgador del "amparo resuelve: (transcribe).--- Por una parte el "Magistrado Unitario respecto a este tema de "‘JUSTO O INJUSTO’ responde en su sentencia: "(transcribe).--- De estas transcripciones e "interpretaciones, se advierte claramente que en "primer orden el Magistrado Unitario en cuanto al "adverbio ‘JUSTO O INJUSTO’, le consideró "IRRELEVANTE (como se ha transcrito y señalado "precedentemente), lo oque significa "semánticamente ‘QUE NO TIENE IMPORTANCIA’, "DESACREDITADO e IMPOPULAR, etcétera.--- El "concepto gramatical del adjetivo INDIFERENTE, "que no es sinónimo ni contiene la misma "concepción en el anterior adjetivo, y lo que "significa gramaticalmente en ese sentido que "entre sus tantas definiciones que se le otorgan "significa: impasible, despegado, frío, inexpresivo, "desafecto, desapegado, apático, insensible, tibio, "sordo.- Es decir, se crea una cuestión que "semánticamente son distintos y, aplicado este "adjetivo en el comportamiento de las personas, "expresa una indistinción o falta de referencia, por "alguna de sus opciones.- Entre las que resulta "imposible elegir; agregadamente a las anteriores "transcripciones que forman lo ‘JUSTO O INJUSTO’ "contenidos de la descripción típica del delito de "cohecho; como piedra angular y básica que regula "y califica el actuar del servidor público; en la que "no participa un particular extraño a las funciones y "atribuciones administrativa, orgánicas, "intraorgánicas; en la prestación del servicio "público.--- Consecuentemente se crea una "inseguridad jurídica y falta de certeza el que no se "defina correctamente lo contradictorio y "dicotómico de ‘JUSTO O INJUSTO’; siendo que el "texto de la ley debe contener expresiones y "conceptos claros, precisos y exactos, al prever las "penas y describir las conductas que se señalen "como típicas, incluyendo los elementos subjetivos "del tipo, pues sólo así, será posible establecer que "se respeta cabalmente la garantía de exacta "aplicación de la ley en materia penal a que se "refiere el artículo 14, párrafo tercero, de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos y que interpretó la Suprema Corte de "Justicia de la Nación, en las tesis "jurisprudenciales y precedentes aislados "invocados con antelación.--- Ahora bien, conforme "a lo sustentado, sostenido por el Tribunal "Colegiado, quien en forma concluyente determina "que lo ‘JUSTO O INJUSTO’, es un elemento de la "ACCESORIEDAD’ en las funciones de servidor "público, Y QUE LES FUE IRRELEVANTE O "INDIFERENTE el contenido exacto de esta "adjetivo. Y concluye, como aparece en la "trascripción anterior que ‘al final de cuentas le "importó muy poco al Resolutor si era JUSTO O "INJUSTO’ de lo que el legislador sanciona.- De "esta forma y bajo este sistema se aplica la justicia, "donde con un absoluto desdén se resta "importancia lo que impone la ley a su aplicador "con respecto al justiciable, pues es infundado e "ilegal que el Juzgador le valga nada lo que "signifique JUSTO O INJUSTO, y acepte que el "Legislador no de una expresión clara de este "silogismo o premisa legal, toda vez que la "interpretación de la Ley Penal y su aplicación, que "en forma conjugada conforman un todo, pues no "puede aplicarse una ley si no se interpreta en su "literalidad en su texto; no argumentando y "desviando la voluntad del Legislador, cuando éste "no ha sido totalmente claro en su descripción "normativa, porque la fuerza de la ley es la voluntad "del Legislador, y esta puede verse mal traducida "por el tenor defectuoso del escriba.--- El "significado de la ley debe ser desentrañado "estableciendo el sentido propio de las palabras "conque se enuncian, de ahí la necesidad de que le "texto de la misma sea claro y preciso; no suelen "desatender de una investigación suficiente en el "significado de los vocablos, oraciones y adjetivos. "Al punto de que se ha sostenido jurisprudencial y "doctrinalmente, que la interpretación gramatical "de un texto legal debe efectuarse a partir del "análisis del propio texto, de suerte que implique la "comprensión global en la totalidad de ese texto "legal, comprensión que es presupuesto de la "interpretación literal de la ley y de los enunciado "que le componen.--- Así entonces, el Juzgador "admite esa indefensión de los conceptos "normativos de ‘JUSTO O INJUSTO’, y que ello no "significa que se dejara a este impetrante en estado "de indefensión, cuando no es el tema de la "indefensión; pues ello corresponde al apartado de "legalidad; de lo que se argumenta en forma "contradictoria o a contra punto; es la "inconstitucionalidad por oscuridad e imprecisión "de estos conceptos, a los que nuevamente tanto el "Magistrado Unitario, le consideró irrelevante, y "excluido de cualquier valoración sobre tal "contenido del ‘JUSTO O INJUSTO’, y hoy los "Magistrados del amparo dicen: ‘…
QUE AL "FINAL DE CUENTAS SOSTIENE QUE PUEDE SER "JUSTO O INJUSTO’; dejando de resolver así la "inconstitucionalidad de este precepto que "acertadamente acepta que no está definido, que es "irrelevante o indiferente, y que para mayor certeza "de lo inconstitucional de tal precepto, de la "oscuridad del mismo, de lo galimático, "contradictorio e ilegal del fallo combatido "argumenta, mas no sustenta, ni funda, o motiva lo "que al texto siguiente resuelve: (transcribe).--- "Nótese las contradicciones de que el Juzgador se "desvió del tema de la inconstitucionalidad para "adentrarse, a analizar ‘las pruebas allegadas al "proceso’, con las que dice se demostró que el "activo del delito dio ‘algún’ dinero al servidor "público para que éste realizara el ACTO (sin decir "si es justo o injusto) que de este Órgano Decisorio "se solicitó, lo que es inherente a sus funciones; "agregando: QUE DE LO CONTRARIO SU "CONDUCTA SERÍA ATÍPICA, y aún censurable en "el orden moral, y que de ninguna manera se aplica "la analogía, lo que dentro de este apartado "transcrito NO ESTÁ FUNDADO EN PRECEPTO "ALGUNO; y es incongruente del todo al tocar el "‘tema probatorio’, ya que examinaba en ese "momento el tema correspondiente a la "inconstitucionalidad del tipo penal, previsto en el "artículo 222 del Código Penal Federal, donde el "estudio se abstrae del hecho concreto y "solamente se examina si la hipótesis normativa "respeta o no las garantías individuales previstas "por la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, a la luz de los conceptos de violación "hechos valer dentro del juicio de garantías; "inobservando los tantas veces citados artículos "76, 77 y 190 de la Ley de Amparo.--- Con una "gravedad absoluta en sus supuestas "argumentaciones; y apartándose del tema de la "inconstitucionalidad, se atrevió a SUPRIMIR los "conceptos de ‘JUSTO O INJUSTO’ contenidos en "la descripción típica del delito en comento, "argumentando que ‘suprimido’ estos conceptos "AUN ASÍ SUBSISTIRÍA PLENAMENTE EL DELITO "como se ha dicho y lo sancionable de la norma "penal.- No cabe duda de lo incardinado y "descompuesto de este razonamiento, lo "desaseado (sic) en esta parte considerativa del "fallo que se combate, porque se atreve a "SUPRIMIR los conceptos de ‘JUSTO O INJUSTO’, "y aplicarle, como consecuencia argumentar que "únicamente es sancionable aún por separado de "lo ‘JUSTO O INJUSTO’ que el legislador enunció "pero no describió.--- Todo ello se traduce en una "interpretación y aplicación incorrecta de la ley, "porque no es común suponer ni menos aún "deformar un texto legislativo cuando se examina "su inconstitucionalidad dentro del juicio de "garantías y lejos de definir en lo que consiste la "materia propia del reclamo de "inconstitucionalidad, que no es otra más que la "aplicación inexacta de la ley, se atreve a ‘suprimir’ "estos conceptos lagunarios de la norma. "Contrariando así que las denuncias del orden "constitucional en términos del artículo 103 de la "Norma Fundamental deben resolverse con estricta "aplicación de la ley.--- Además de lo dicho en este "capitular; cabe señalar que son definiciones "ostensivas ‘JUSTO O INJUSTO’, como aquellas "mediante las cuales sirve para precisar la "intención de su creador; que el Juzgador recurre a "lo inusual, para hacer de su sentencia un "verdadero galimatismo, ya que consideró factible "y legal el <<suprimir>> los conceptos de ‘JUSTO O "INJUSTO’, olvidando que se trata de un elemento "subjetivo del tipo y que su existencia es "imprescindible para integrar la norma y sobre todo "para fincar el juicio de reproche, cuando "contrariamente se está otorgando un argumento a "simili, y por analogía, contra el principio ratione "legis stricta, que como lo hemos analizado, al "referirse el artículo 14 constitucional a la "interpretación restrictiva y exactamente aplicable "al caso, lo que no puede oponerse para formular "una interpretación extensiva o reductiva en el "caso de la norma en estudio; porque la obligación "del Juzgador es aplicar la norma en su integridad, "sin deformaciones ni restricciones; recurriendo "para ello al aforismo en el que se dice: ‘Donde la "ley no distingue, no es lícito al interprete "distinguir’ y reafirma la idea de la necesidad de "que el texto legal sea bastante claro y no oscuro.--"- Estos argumentos otorgados, no sólo son "elementos de convicción, que forman parte de la "lógica jurídica; en cuanto constituyen elementos "de una verdadera retórica argumentativa, que "consideramos y descartamos en un todo.--- Por "otro lado, si el Tribunal Colegiado consideró "aplicar la tesis que invocó y aparece consultable "en la página 140 del Semanario Judicial de la "Federación, Octava Época, Tomo IV, Segunda "Parte-1, julio a diciembre de 1989 emitida por este "Tribunal de Amparo, a cuyo rubro reza:--- "‘COHECHO, DELITO DE ACCESORIEDAD "ELEMENTAL DEL HACER ALGO ‘JUSTO O "INJUSTO’ RELACIONADO CON LAS FUNCIONES "DEL ACTIVO’.--- De entonces, hace propia este "Juzgador la tesis de este mismo Tribunal, al "sostener que en el delito de cohecho, es elemental "al hacer algo ‘JUSTO O INJUSTO’ relacionado con "sus funciones, con las que se ADJETIVIZA LA "CONDUCTA DESPLEGADA POR EL ACTIVO.- Con "ello se quiere aceptar y hacer suya en términos de "lo establecido por el artículo 196 fracción II de la "Ley de Amparo; en cuanto a que en realidad se "CERCIORÓ DE LA APLICABILIDAD DE LA TESIS "AISLADA INVOCADA AL CASO CONCRETO EN "ESTUDIO.--- Esto es; que admite con tal "argumento y tesis el incorporar dentro del delito "de cohecho, el hacer algo ‘JUSTO O INJUSTO’ "relacionado con las funciones del activo, para que "como lo refiere contradictoriamente en su "sentencia combatida en el apartado transcrito (a "fojas 260) donde ilegalmente suprime los "conceptos de ‘JUSTO O INJUSTO’ contenidos en "la descripción típica del delito de cohecho, para "considerarle que la conducta es ‘típica’, aún sin "ese elemento accesorio, lo que es un "contrasentido, pues insisto, es un elemento "subjetivo del tipo y es necesario para hablar de "que estamos frente a una figura digna de originar "una responsabilidad de tipo penal. Máxime, que (a "fojas 257) de la sentencia recurrida, el propio "Tribunal Colegiado de Circuito, abordó el estudio "de los elementos típicos del delito de cohecho y "dentro de los mismos comprendió el elemento "subjetivo de ‘justo o injusto’, según es de verse de "la transcripción que se hará enseguida y por ello "existe una incongruencia en dicha resolución, "pues por una parte, admite la existencia de dicho "elemento subjetivo y por otra soslayó su "importancia, argumentando erróneamente que el "tipo subsiste aún sin ese elemento subjetivo; para "mayor claridad del tema se transcribe lo siguiente: "(transcribe).--- Así entonces, queda demostrada la "incongruencia, e ilegalidad, contrariedad y falta de "justeza en tal resolución; por la indebida "interpretación del ordenamiento, y en relación a la "descripción en orden a la conducta, que de "momento y bajo esta presentación contiene de "pronto una función cognitiva; que sirve para el "conocimiento en el orden de las conductas, y que "este conocimiento tiene como fin y resultado una "descripción del ordenamiento en tal norma, a fin "de conocer el orden de las conductas; tal lo que "es ‘JUSTO O INJUSTO’, y que debe comprobarse "sobre todo si en orden de tal conducta existen o "no tácticamente; sobre todo tratándose como lo "es del artículo 222 del Código Penal Federal, "considerado como un ordenamiento irreal de la "norma. Que ésta comprobación pertenece de "cierto modo a la conducta reprochable; luego "entonces se procede al desconocimiento en la "descripción de lo que es lo positivo y lo negativo, "equivalente a lo ‘JUSTO O INJUSTO’, que es en "donde incide y se destaca de este repertorio la "inconstitucionalidad que deviene de la "interpretación e hiperactividad de tal "mandamiento; cuando se imponía el examen de "estos signos, géneros de conductas que deben "ser considerados como subgéneros de casos y de "conductas, en forma íntegra, conglobante.--- La "comprobación, y comprensión en tal sentido del "orden pragmático y aplicable del precepto, es lo "que viene dentro del tema de inconstitucionalidad "a asaltar dudas, que requieren una aclaración "mediante su resolución, para que el destinatario "no deje de comprender este orden erróneamente "planteado como acontece, en prohibir y sancionar; "con interpretaciones que mandan para los "destinatarios, y se que dirijan a ellos como en el "caso con absolutas dudas en su mandamiento "general, que para su obediencia y respetabilidad; "requieren la comprensión del texto y que no puede "recurrirse a un ‘libre arbitrio’ bajo el que pueden "alegarse sobre esos llamados errores de arbitrio o "de interpretación legal, por Juzgador "desaprensivo.--- Es de señalar que si el Juzgador "de segundo grado consideró al delito de cohecho "bajo la conceptualización siguiente: (transcribe).--- "Sobre este particular se vertió el concepto de "violación respecto de la inconstitucionalidad, que "aparece referido a fojas 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, de "la demanda de garantías, los que en su contexto "refirieron a que el Juzgador de apelación "denominó al delito de cohecho como un ‘tipo "abierto’, y que debía conectarse con otra "disposición legal para complementar su "descripción típica hasta ‘CERRARLA POR "COMPLETO’.--- Respecto a esta cuestión "planteada dentro del tema de inconstitucionalidad, "ciertamente es como lo argumentó tal resolutor de "apelación que debía desde ese principio de "accesoriedad o consunción de normas, recurrir a "otras relativas a las funciones del servidor público "para determinar si su actuar estuvo apegado o no "a lo ‘JUSTO O INJUSTO’ dentro de la sentencia "198/88 pronunciada por el Tribunal Colegiado con "residencia en Chilpancingo, Guerrero.--- Es decir, "que el propio Magistrado Unitario aceptó como "válido que el artículo 222 del Código Penal Federal "es un ‘tipo abierto’ o ‘norma penal en blanco’, que "cobra valor una vez que se complementa con otra "disposición. Lo que en efecto se surten tales "significaciones legales que en aquellos tipos "penales que para determinar una sanción "aplicable por aquella acción u omisión, que bajo "determinados supuestos se le impondría. A lo que "el resolutor abandonando la precisión de cuáles "son estos conceptos legales o supralegales que "se requieren para cerrar el círculo secante de la "norma.- (artículo 222 de la Ley Penal Federal); es "decir que aceptan reconocer en sus resoluciones "que preceden existir en lagunas legales, lo que "para este Tribunal de Apelación, en atención a la "redacción de la norma tampoco le fue clara en "función de que lo justo es permitido, es legal, y lo "injusto es lo prohibido. Y para que no nos "debemos dejar engañar o perder por las "discrepancias entre el valor y el terreno "idiomático, con el ámbito lógico en la aplicación "de estas nociones de lo que es de llamarse ‘justo’; "pues sólo lo que es pronunciadamente de justo. "Lo injusto; lógicamente es lo contrario uno de lo "otro, y lo que debe encausarse bajo un camino "directo a la justicia; por consiguiente, sólo las "conductas repartidoras, o sea, en orden a la "conducta en el cual sí bien es cierto constituye el "sustentáculo en el ejercicio de la justicia, además "y primordialmente la distribución de potencia o "impotencia que tenga por origen tal naturaleza "incardinada de la frase, y que de tal suerte de los "repartos en orden a las conductas, se colocan "como lo es en un ámbito que no ennoblece a la "justicia, a la impotencia o potencia de su "descripción, convirtiendo a éstas en una tarea de "interpretación y exacta aplicación de la ley; pues "constituyen así el hilo de la justicia, para que el "hombre desarrolle su personalidad convictita.--- "En este orden, hay que disipar ese mal entendido "de lo ‘JUSTO O INJUSTO’, pues tal parece como si "el orden de la conducta fuera positiva y negativa, "blanca o negra, ideal o no ideal, válido o inválido "pues es un hecho descriptivo en abstracto, "indefinido, inacabado; que por ser precisamente "este móvil de los mandamientos funcionales del "servidor público (no de un particular, a quien se "hace extensivo ese actuar justo o injusto del "sujeto activo – servidor público), debe estar "plasmado en forma clara y precisa dentro del texto "de la Ley Penal.--- En este contexto, se confunden "las normas con las descripciones de sus repartos, "en forma inexacta, relacionando al conjunto con "sus mandamientos, en lo que se denomina "corrientemente ‘teoría imperativita del derecho’ "(concibiendo el imperativo como la captación "lógica de las ordenanzas por los interesados).--- "Todo sistema de normas se apoya sobre los "sistemas jurídicos científicos a la par de que se "complementan; pues cada disciplina erige su "propio sistema dentro de la ciencia jurídica en "cuya perfección participan la teoría general del "derecho, y la ciencia exacta de la norma.--- Así "entonces los problemas planteados por las ‘leyes "penales en blanco’ o ‘tipos abiertos’ requiere tener "presente ante todo los fundamentos de empleo en "la legislación penal, pues en rigor sería muy "deseable que el contenido del precepto punitivo "del cohecho se encontrase en el mismo, sin que "fuese preciso recurrir a otras normas, incluso de "jerarquías inferiores para complementarlas.--- En "la actualidad esto es imposible, mientras no se "pronuncie este Máximo Tribunal al respecto; "porque de seguir así en la medida que "generalmente se atiende y se extiende la "protección penal a ciertos bienes jurídicos-"sociales, cuya consistencia depende de relaciones "cambiantes; porque en ellas está sujeta la más "compleja dinámica de nuestra vida jurídica. Así se "sostiene por el mismo Magistrado Unitario "Resolutor, y que los Magistrados del amparo "omitieron pronunciarse sobre este tema; respecto "a las prohibiciones y mandamientos; que este "precepto experimenta cambios sucesivos, "alternos que son imprescindibles e impredecibles "para su integración en sus valorizaciones de "situaciones diversas e interdependientes.--- Del "mismo modo se requiere también que una ‘ley "penal en blanco’ brinda la oportunidad de "amenazar con una pena por esa variedad "considerable de conductas normadas "orgánicamente para los servidores públicos; y a "cuyo texto legal, sea extra penal o hasta cierto "grado dispersa entre otras normas, tal y como es "el caso de la presentación normativa del delito de "cohecho, en la que el legislador debió cuidar, al "echar mano respecto a las ‘leyes en blanco’ para "castigar sin residuo a un servidor público por "infracciones a normas reglamentarias, orgánicas "que regulan esta institución, por la actividad o "relación, como lo es el servicio público; pues ello "nos conduce a un desprecio deteriorante del "elemento punitivo, además da pauta y margen a "las injusticias deplorables, si el valor de los "distintos ilícitos alcanzados por una sanción. Es a "menudo muy diferente debido la disparidad de "esta norma, porque no puede ser aprendida y "recogida por un círculo cerrado determinado "dentro de toda su expresión. Por lo que en "absoluta conducencia de economía legislativa, no "puede confundirse por la pereza de un legislador "desaprensivo, que tienda con un afán reprobable "para castigar todo lo que sea a un JUSTO, Y "CONJUGADAMENTE INJUSTO.--- A mayor "abundamiento, es evidente que el Tribunal "Colegiado de Circuito, cuando declaró "constitucional el artículo 222, fracción II, del "Código Penal Federal, interpretó incorrectamente "la garantía individual de exacta aplicación de la ley "en materia penal, porque dejó de tomar en cuenta "que ante la inconstitucionalidad del tipo penal, en "cuanto al elemento subjetivo consistente en la "especial finalidad, que hago derivar de que el acto "‘justo o injusto’, genera confusión, ya que en el "tipo no encontramos lo que debemos entender por "ello y menos en la exposición de motivos de la "norma, ello obligó al juzgador a aplicar por "analogía, precisamente, en ausencia de datos que "en forma real le permitan establecer si está o no "ante la presencia de un acto ‘justo o injusto’, para "lo cual, es necesario que el tipo penal o bien su "exposición de motivos, digan en qué casos y bajo "que condiciones se estimará actualizado uno u "otro, máxime que el texto de la ley debe estar "redactado en forma clara y precisa según lo "concluyó la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, en las tesis jurisprudenciales y "precedentes aislados que se invocaron en líneas "que anteceden, amén que la autoridad judicial, "solamente debe ser un fiel intérprete de la ley y de "ninguna manera integrar o mutilar la misma con "cuestiones que le fueron ajenas, porque con ello "invade la división de poderes a que se refiere el "artículo 49 de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos, porque la función de "dar origen y cambiar el texto de la ley es propia "del Poder Legislativo y no Judicial, de ahí que el "órgano Jurisdiccional Federal, no está en lo justo "cuando soslayó el argumento que se hizo valer al "respecto; lo que es de especial relevancia, porque "en este caso está en juego la libertad personal de "un individuo y la misma es uno de los bienes de "mayor jerarquía axiológica, solo la vida lo supera y "puesto que la legislación mexicana no impone la "pena de muerte, podemos afirmar que la libertad "sea el bien más valioso y el eje mismo sobre el "cual gira la totalidad del drama penal, que obliga a "que en esa materia se respeten las garantías "individuales de que goza toda persona sujeta a un "procedimiento penal, lo que no ocurrió en la "especie, porque con un criterio simplista de que el "núcleo rector del tipo penal, estriba en la promesa "o entrega de una dádiva para que el servidor "público deje de hacer algo relacionado con sus "funciones y que lo ‘justo o injusto’ de ese acto; "que es una cuestión accesoria e irrelevante desde "el ámbito represivo penal para fincar el juicio de "reproche, prácticamente se hizo nugatorio un "elemento subjetivo del tipo penal, con las graves "consecuencias que ello implica, porque entraña "desconocer todos y cada uno de los antecedentes "históricos y legales que norman el tipo penal y "sobre todo las garantías constitucionales que "rigen dentro de la materia penal, por lo que se "deberá de conceder el amparo y protección de la "Justicia Federal.--- VIOLACIÓN A LA GARANTÍA "DE DEFENSA.--- Se advierte una violación a la "garantía de defensa que establece el artículo 20 de "la Constitución Política de los Estado Unidos "Mexicanos.--- Efectivamente, el derecho de "defenderse es aquél que tiene el procesado penal "para oponerse a la acusación. El concepto de "defensa, junto con las nociones de acción y "jurisdicción, son los tres pilares básicos sobre los "que descansa la idea misma del proceso penal "como estructura normativa destinada a armonizar "la pretensión punitiva del Estado, la libertad "individual y las exigencias de la correcta y válida "administración de justicia dentro del estado de "derecho. Ante la pretensión penal, como tesis que "sostiene en forma monopólica el Ministerio "Público, la defensa sostiene la antitesis y queda "reservado al poder jurisdiccional el efectuar la "síntesis. Consecuentemente, tal y como se "manifestó en los conceptos de violación y en "líneas que anteceden transcritas, si el gobernado "ignora los alcances del elemento subjetivo del "delito consistente en el acto ‘justo o injusto’, que "debe matizar el hacer o no hacer del servidor "público en relación a sus funciones, ante lo "oscuro del tipo penal y puesto que en su "exposición de motivos no se mencionó que se "debe entender por ello, reafirma la idea de la "violación de la garantía de defensa, porque ante "tal incertidumbre y duda, el procesado ignora cuál "o cuáles pruebas deberá de desvirtuar, referente a "la acusación, de manera tal que los hechos no "encuadren en esa hipótesis normativa; y no es "válida la afirmación de que el acto ‘justo o injusto’ "tiene un contenido meramente ‘ético y accesorio’, "lo primero, porque no es posible que dentro del "Código Penal, se hable de cuestiones éticas, "porque de ninguna manera define o comprende "las mismas, y por lo que hace a lo segundo, "definitivamente que si bien es verdad que pudiera "decirse que la cuestión a debate es accesoria de "lo principal, no por ello deja de ser menos "importante, pues de ser así, es tanto como "desconocer la existencia de la figura jurídica de "los tipos complementados; cuya naturaleza se "explicó ampliamente en diverso apartado y en el "caso; definitivamente que el elemento subjetivo "del delito consistente en la especial finalidad es "que el servidor público indebidamente haga o deje "de hacer un acto ‘justo o injusto’ relacionado con "sus funciones, su acreditación es de vital "importancia, porque en caso negativo estamos "ante la presencia de una figura atípica, compleja y "hasta cierto grado de imposible integración.--- "TERCERO.- EL ARTÍCULO 222, FRACCIÓN II, DEL "CÓDIGO PENAL FEDERAL, ES VIOLATORIO DE "LAS GARANTÍAS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y "LEGALIDAD PREVISTAS POR LOS ARTÍCULOS 14  "Y 16 CONSTITUCIONALES, YA QUE PERMITE LA "RECALIFICACIÓN DE LA CONDUCTA.--- El "Tribunal Colegiado de Circuito, infringió el artículo "76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo, porque en "suplencia de la queja debió de advertir que el "artículo 222, fracción II del Código Penal Federal, "permite la recalificación de la conducta, según se "demostrará en las líneas siguientes y por ello es "violatorio de las garantías de seguridad jurídica y "legalidad previstas por los artículos 14 y 16 "constitucionales por lo que contrario a lo que "sustentó en la sentencia motivo del presente "recurso de revisión, además de los otros "argumentos que describo en este memorial, debió "de declarar su inconstitucionalidad.--- "Efectivamente de todo lo anterior se connota que "el que comete el acto justo o injusto, legal o ilegal, "como conducta activa u omisiva, propia o "impropia, o simple, es el funcionario público, a "quien conforme a los deberes de su cargo, son a "los que castigan, por algo que se denomina a este "tipo de delitos DE PROPIA MANO, porque no "puede realizarlo un extra neus o un particular; que "no tiene en su conducta conexión alguna, ‘en "relación con sus funciones’ de aquel, por lo que "se hace extensivo el delito de mérito a un "particular, que no participa en ese acto justo o "injusto, activo u omisivo; lo que le hace ser falto "de configuración y de materialización; pues el "particular, no está comprometido con la honradez, "la imparcialidad del servidor público, ni se le "puede aplicar el actuar de aquél, pues el delito se "materializa dentro de la naturaleza jurídica del "elemento acto-acción, y que consiste en el actuar "de ese servidor público dentro de su gestión "administrativa, que ello será sancionado por el "artículo 47 de la Ley Federal de Servidores "Públicos, que se refiere en su tutela jurídica, y son "los que tienen las obligaciones de: ‘(transcribe)’.--- "De lo que no puede ser copartícipe un particular "en lo que haga o deje de hacer aquél servidor "público en su que hacer administrativo o "jurisdiccional; dado que el delito de cohecho, si "bien es cierto es en orden al tipo llamado bilateral, "EN EL QUE CADA QUIÉN RESPONDE DE SU "PROPIA CONDUCTA, y que deben buscarse estos "criterios esenciales en la persona; prioritariamente "EN EL ACTO Y EN LA CAUSA DEL ACTO SU "NATURALEZA PARA CADA UNO DE LOS "SUJETOS, EN FORMA SEPARADA, ya que en este "tipo de delitos no entra en juego como lo sostiene "la sentencia combatida la accesoriedad (tesis "sustentada por ese mismo Tribunal Colegiado a "fojas 282).--- Cuando la accesoriedad, de acuerdo "a la teoría tradicional del delito único, es en el que "causalmente se ligan las actividades de todos los "que participan, es evidente que ha de imperar este "principio de la accesoriedad, en el acto principal, "donde la doctrina prevaleciente ha tenido una  "importancia enorme en este país, donde los "autores del tema lo consideran irrefragable.--- La "accesoriedad, NO SE DEDUCE DE LA IDENTIDAD "DEL TIPO, y menos de la cooperación en un "mismo injusto, que sirva de límite, pero sin olvidar "‘QUE LA CULPA ES INDIVIDUAL’. Por eso, a fin de "fijar la accesoriedad y sus límites, respecto a los "problemas que presenta la divisibilidad o "indivisibilidad del título, (artículo 222 del Código "Penal Federal), formado por agravantes, "calificativas de un delito complejo, abierto, ley en "blanco, como quiere que sea, es de proclamar la "máxima jurídica de que: ‘la participación es "accesoria de un acto principal, pero que se es sólo "culpable de la propia culpabilidad de su actor, y a "nadie aprovecha ni puede aplicarse la culpabilidad "ajena’.--- Adviértase que en el coautor no hay "accesoriedad. Su responsabilidad no depende del "otro copartícipe. Sí suprimiéramos la existencia de "otros colaboradores, seguiría siendo autor el "servidor público porque fue quien realizó los actos "típicos y consumativos, justo o injusto, y en ello "existe toda una gama de cooperación necesaria, "innecesaria, y que en realidad la figura del "copartícipe desde el punto de vista objetivo, "además de la complicidad que de la auténtica "coautoría (artículo 13 del Código Penal Federal). "Por eso impera la accesoriedad en el índole "primario o inmediato, y que consiste en ser "auxiliador, y que no lo asimila a los autores en sus "consecuencias penales.--- Pasando al cohecho "activo como lo define el legislador, no pueden ser "punibles igualmente, ni responder uno de la "conducta de otro, conforme a la presentación de "ambos injustos de cohecho pasivo y activo "(fracciones I y II del artículo 222 del Código Penal "Federal), lo que no hace una clasificación "satisfactoria de estas modalidades, entre su "distinción de uno y otro; uno cometido por "servidor público y otro por un particular; cuando "se hace extensiva de esta agravante, sobretodo en "la función cualificada del servidor público, "condición ésta que no tiene un particular ni en la "que participe, ya que el propio código excluye "para ambos una cierta amplitud de acuerdo a su "redacción, pero al final de todo la vincula la "fracción I y II, (cohecho activo y pasivo) del "artículo 222 del Código Penal Federal.--- Delito "este donde el propio Magistrado Unitario "Resolutor de la apelación consideró como "IRREGULAR; y que configura hasta cierto punto "otro injusto el que el servidor público dicte una "sentencia justa o injusta (artículo 225, fracción VI, "del Código Penal), que consiste en una "recalificación de la conducta al decir: "‘(transcribe)’.--- Lo que hace una recalificación de "la conducta prevista en dos normas que tutelan el "mismo bien jurídico protegido, y que es cometida "por servidores públicos, es decir se encuentran "dos normas que tutelan la misma hipótesis.--- "Debe observarse que el TÍTULO DÉCIMO, previene "y sanciona los delitos cometidos por servidores "públicos, entre los que se encuentra el delito de "cohecho, (capítulo X), y por su interés protegido "por la norma es la administración pública, "CONTRA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, "consecuentemente este titular no puede "acrecentarse y dispararse a alguien que no es "servidor público, como lo es un particular, por "ende también en forma analógica y extensiva se "incluye a un tipo cualificado como lo son los "servidores públicos que tienen esta calidad y un "particular no la tiene; que no está encargado en "términos del artículo 47 de la Ley Federal de "Servidores Públicos de cumplir con estos "mandatos o prohibiciones, acciones u omisiones "los que sanciona el TÍTULO DÉCIMO, capítulo X "del Código Penal Federal, al incorporarse el bien "jurídico tutelado y protegido por la norma que es "en lo especial y conducente para los que imparten "justicia. Condición ésta que el suscrito doliente no "tiene.--- Así entonces calificativamente el "normativo 222 del Código Penal Federal en "estudio, que se cataloga como inconstitucional, "porque el legislador como se ha venido "sosteniendo actúo con un total apresuramiento al "construir una norma y establecer una analogía "iuris, prohibida por el artículo 14 constitucional, "por el hecho aún de imponer las mismas penas a "un servidor público (calificado), frente a un "particular que es en realidad el que "convergentemente se le vinculan y hace extensiva "en la norma, como ‘participante’, ya que la ley "penal reprime a los copartícipes en términos del "artículo 13 del Código Penal en sus hipótesis, "sobre todo a los que realicen por sí (fracción II), y "que en sentido estricto es diferente el autor y un "partícipe, en actos de un servidor público, el que "no participa dentro de sus funciones al realizar un "acto justo o injusto, activo u omisivo en ese actuar "administrativo o judicial. Lo que se cuestiona de "tal manera porque el legislador no distinguió "dentro de este precepto las figuras del autor en "sentido estricto y menos de la ACCESORIEDAD de "‘copartícipe’ para los efectos de imponerle una "misma penalidad; pues como se ha dicho la "doctrina y en la jurisprudencia desde épocas "pretéritas han encontrado una diversidad desde el "punto de vista de la eficacia causal de las "respectivas acciones; porque el autor (servidor "público) pone en marcha la causa y resultado del "acto mientras que el extra neus no realiza la "condición de aquél, en función de que estamos en "presencia de la no equivalencia de condiciones, y "menos en los presupuestos de la teoría de los "actos propios, en una forma vinculante con la "primera conducta, que debe ser jurídicamente "sancionable, el que sea justa o injusta, lícita o "ilícita. Ello significa que el legislador pretendió "llevar a cabo una conducta vinculante frente al "acto del servidor público, sean estos "contradictorios o no derivado de que el ‘factum "suum’ impide el pretender entender un "comportamiento coetáneo o vinculante con el "servidor público dentro de su quehacer "administrativo, que como ha quedado dicho la "conducta vinculante no es debida ni legal, sobre "todo en el orden de un derecho subjetivo que da la "idea de aplicación del poder que otorga el cargo o "comisión, con la que no tiene ninguna relación en "tal pretensión, el particular; ya que los actos "propios son de un servidor público, bajo una "valoración ética de la conducta que permite "merituar la violación del servicio público, "condición ésta a que están sujetos los actos "justos o injustos que el legislador incluyó en la "norma básica.--- Todo ello subyace en el terreno "subjetivo y considerando las diferencias entre "autor y participante, que cooperan en voluntades "autónomas diferentes, uno con el dolo de autor, y "otro con el interés o finalidad propia; lo que "demuestra una insuficiencia de estos criterios "normativos, porque el servidor público realiza por "sí esa acción descrita en el tipo legal, y en ese "supuesto el particular o participante no realiza "esta acción ‘de hacer o dejar de hacer algo "relacionado con sus funciones’, menos en "deberes del cargo o comisión; pues la "responsabilidad penal no puede pasar de persona "a persona, en el que no toma participación un "particular en realización de ese determinado acto, "y no puede responder éste de la ilicitud de la "conducta del servidor público.--- El empleado o "servidor público es el único responsable del "incumplimiento en cuanto a lo indebido de los "deberes que le imponen la función que "desempeña. La responsabilidad de éste o éstos "puede ser de índole administrativa, civil o penal; "esta responsabilidad se origina por la comisión de "faltas disciplinarias, reglamentarias, orgánicas o "intraorgánicas, lo que da lugar a la imposición de "correcciones de carácter disciplinaria, así lo "establece la fracción I del artículo 238, del "Reglamento de la Ley Orgánica de la Secretaría de "la Contraloría de la Federación (SECODAM), "establece tres tipos de responsabilidades que se "acaban de mencionar, la primera de ellas, las "administrativas, cuando se refieren a faltas u "omisiones en el desempeño de sus labores, que "pueden ser corregidas mediante procedimientos "puramente administrativos. Se está en presencia "también de una responsabilidad civil cuando el "incumplimiento de las obligaciones se traduce en "un menoscabo contra el Estado. En este caso se "trata de una responsabilidad exclusivamente "pecuniaria, que establece con el único fin de "resarcir al Estado de los daños sufridos, en "esencia se traducen en errores, faltas, pero no en "el caso de la aplicación directa del precepto que "se denomina inconstitucional, en donde entran en "correlación roles de orden ‘interpretativos "personales, judiciales, quienes tienen también una "Ley Orgánica que establece los cargos, "obligaciones inherentes a éste, y que su "desviación en forma alguna, puede ser atribuida a "un particular, que no participa en estos deberes "del cargo.--- Máxime aún que como se observa y "se transcribe el delito de cohecho "ERRÓNEAMENTE se incorpora en el capitular del "TÍTULO DÉCIMO, capítulo décimo, "correspondiente como se establece en el Código "Penal Federal en bienes jurídicos tutelados para "los servidores públicos, sobre todo los que "participan en la impartición y administración de "justicia.--- Resulta aplicable al caso concreto la "siguiente tesis jurisprudencial:--- Novena Época.- "Instancia: Tribunal Colegiado en Materia Penal del "Séptimo Circuito.- Fuente: Semanario Judicial de "la Federación y su Gaceta.- Tomo: II, julio de "1995.- Tesis: VII.P.12 P.- Página 223.--- ‘COHECHO. "CASOS EN LOS QUE NO SE COMETE EL DELITO "DE’. (transcribe).--- Asimismo que:--- Octava "Época.- Instancia: Tribunal Colegiado del "Vigésimo Circuito.- Fuente: Semanario Judicial de "la Federación.- Tomo: V, Segunda Parte-2, Enero a "Junio de 1990.-  Fuente: Semanario Judicial de la "Federación.- Tomo: V, Segunda Parte-2, Enero a "Junio de 1990.- Página:554.--- ‘COHECHO, EL "SUJETO ACTIVO DEBE SER SERVIDOR PÚBLICO "PARA QUE SE TIPIFIQUE EL DELITO DE. "(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS)’. "(transcribe).--- Criterios estos que comparten "nuestro expositivo en cuanto a que el sujeto "activo debe ser servidor público, para que se "tipifique éste ya que es la persona encargada de "un servicio  público, y quien es aquel el que hace "o deja de hacer algo ‘JUSTO O INJUSTO’ "relacionado con sus funciones, pero "fundamentalmente el que se acredite dentro de la "norma el concepto de ‘INDEBIDAMENTE’, ya que "repetitivamente estos son los que actúan en forma "debida o indebida para no llevar a cabo una "conducta no permisiva dentro de su quehacer "funcional, tema que es a proposición de lo "indebido, en la redacción normativa y la inexacta "aplicación de este precepto dentro de la sentencia "al caso particular.--- Lo que hace así fundada la "reclamada inconstitucionalidad del artículo 222 del "Código Penal Federal, por recurrirse a una "analogía extra legem proscrita por el artículo 14 "constitucional, y sobre todo al ser esta teoría de "las ‘leyes penales en blanco’ o impropias, "quedando así a salvo de pena alguna.--- Por todo "lo anterior como se expresó en el concepto de "violación relativo a este tema (fojas 6 y "siguientes), de los conceptos de violación "respecto a la inconstitucionalidad que este tipo de "leyes en blanco complican considerablemente la "interpretación de la ley en su exacta latitud y "literalidad; poniendo en peligro del principio de "reserva que constituye el sólo arbitrio técnico-"legal; si no se tiene en cuenta el significado de "este principio, como una de las premisas válidas "para todo el sistema de normas punitivas que les "condicionan no sólo en cuanto se exigen formas "más precisas, tanto cuanto a lo substancialmente "sometido a un régimen de interpretación más "estricto en que se circunscribe la materia de todo "mandato o prohibición; porque cuando una ley "penal remite a otra disposición legal (según lo "vertido por el Magistrado Unitario), se introduce "un cuerpo extraño a la estructura normativa de tal "precepto; lo que provoca una incertidumbre "jurídica por su aplicación directa en el caso, por "una inexacta y puntual letra de la ley.--- En tales "condiciones y puesto que es evidente que el "artículo 222, fracción II, de l Código Penal Federal, "viola los artículos 14, párrafos segundo y tercero, "16, párrafo primero y el artículo 20 constitucional, "que contienen las garantías de audiencia que lleva "imbíbita en ésta las formalidades esenciales del "procedimiento, de exacta aplicación en la ley de "materia penal y de defensa, en la parte antes "examinada, donde se dijo lo contrario, procede se "revoque la sentencia sujeta a revisión y se "conceda el amparo y protección de la Justicia "Federal. --- CUARTO.- INCONSTITUCIONALIDAD "DE LOS ARTÍCULOS 77 Y 87 DEL CÓDIGO PENAL "FEDERAL, 529, PÁRRAFO PRIMERO DEL CÓDIGO "FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 27, "FRACCIÓN XXVI DE LA LEY ORGÁNICA DE LA "ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, 3 DE LA "LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS "SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE LOS "SENTENCIADOS, TODA VEZ QUE LA EJECUCIÓN "DE LAS PENAS IMPUESTAS POR EL PODER "JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO ES UNA "FACULTAD CONSTITUCIONAL DEL TITULAR DEL "PODER EJECUTIVO, PORQUE EL ARTÍCULO 89 "DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE "ESTABLECE, EXPRESA LIMITATIVAMENTE SUS "FACULTADES, NO LA ESTABLECE COMO TAL.--- "De la demanda de garantías, se advierte que se "hizo valer la inconstitucionalidad de los artículos "77 y 87 del Código Penal Federal, 529, párrafo "primero del Código de Procedimientos Penales, 27 "fracción XXVI de la Ley Orgánica de la "Administración Pública Federal, 3° de la Ley que "establece Normas Mínimas sobre Readaptación "Social de los Sentenciados, ya que pugna con las "garantías de seguridad jurídica y legalidad "previstas por los artículos 14 y 16 "constitucionales, porque dentro de las facultades "que establece el artículo 89 de la Carta Magna, a "favor del titular del Poder Ejecutivo, expresamente "no está comprendida la de ejecutar las penas que "impone el Poder Judicial de la Federación, de ahí "la no competencia constitucional y que si bien "esos preceptos no se aplicaron o aparecen "expresamente aplicados en la sentencia "reclamada, lo cierto es que en la sentencia de "primer grado, para el cumplimiento de la pena "corporal impuesta, se dejó a este quejoso a "disposición del Poder Ejecutivo por mediación del "Jefe de los Servicios Coordinados de Prevención "y Readaptación Social de la Secretaría de "Gobernación, quien actualmente depende de la "Secretaría de Seguridad Pública, por lo que sí la "sentencia reclamada confirmó esa resolución, es "obvio que dicho fallo se apoyó tácitamente en "esos dispositivos legales.--- Cuando el Tribunal "Colegiado de Circuito, declaró infundado este "argumento, (en su opinión), porque tratándose de "la impugnación de leyes en el amparo directo, es "necesario que se acredite que durante el "procedimiento o en la sentencia definitiva "reclamada, se aplicaron las disposiciones legales "motivo de la inconstitucionalidad, porque de lo "contrario no existiría un perjuicio en su contra; y "que si bien pudiera estimarse que es inminente su "aplicación de resultar legal la sentencia "combatida, esa sola circunstancia no actualiza o "concretiza el perjuicio en la esfera jurídica del "quejoso de manera real y actual, en su caso, solo "generaría la presunción de que tal aplicación ha "de realizarse, sin conocerse la circunstancias de "tiempo, modo y lugar de ejecución, lo que impide "constatar la existencia misma del perjuicio e "invocó la tesis P. CXXXIII/97 sustentada por el "Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, consultable en la página 203 del "Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, "Novena Época, Tomo VI, correspondiente al mes "de septiembre de 1997, de la voz:--- "‘CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. PARA QUE "EN AMPARO DIRECTO PUEDAN OPERAR LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS, SE "REQUIERE QUE LOS PRECEPTOS SE HAYAN "APLICADO EN LA SENTENCIA RECLAMADA O EN "EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL QUE CON ELLA "CULMINÓ’. (transcribe).--- Lo que resulta contrario "a derecho, en primer lugar, si el Órgano "Jurisdiccional Federal estimó que no se "cumplieron  los requisitos previstos por el artículo "158, último párrafo y el artículo 166, fracción IV, "segundo párrafo, de la Ley de Amparo, para "impugnar la constitucionalidad de esos preceptos "dentro del juicio de amparo directo, conforme a "una adecuada técnica jurídica, debió declararlos "inoperantes y no infundados. Empero, lo que "verdaderamente trasciende es que partió de un "supuesto equivocado, ya que si bien es verdad "que dicho precedente aislado hace alusión al "hecho de que el requisito indispensable para que "se estudie la constitucionalidad de un precepto "legal dentro del amparo directo, consiste en que "éste se haya aplicado dentro de la secuela "procedimental o en la sentencia señalada como "acto reclamado, también lo es que no refiere si es "en forma expresa o tácita, que fue lo que "confundió ese Órgano Colegiado, porque la "aplicación tácita de un precepto legal permite el "estudio de su constitucionalidad dentro del juicio "de garantías, bien sea en la vía directa o "biinstancial, bastando para ello que la autoridad "apoye su determinación o fallo en la hipótesis "normativa que prevé el dispositivo legal, pues de "lo contrario, bastaría con que no hubiera una cita "expresa del precepto legal, para que en ningún "caso procediera el estudio de su "constitucionalidad a la luz del juicio de garantías "en detrimento del artículo 103, fracción I de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, que establece: que los Tribunales de "la Federación resolverán toda controversia que se "suscite por leyes o actos de la autoridad que viole "las garantías individuales.--- Así las cosas, puesto "que de los antecedentes de la sentencia definitiva "que se reclamó en el juicio de amparo directo, que "incluso se mencionó en la demanda, se colige que "el juez de la causa, una vez que dictó sentencia "condenatoria en contra del suscrito, para el "cumplimiento de las penas impuestas, se puso a "disposición del Poder Ejecutivo por mediación de "los Servicios Coordinados de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaria de "Gobernación, que confirmó el tribunal de "apelación en la sentencia reclamada; es obvio que "aunque tácito si existió la aplicación en perjuicio "de todos y cada uno de los preceptos legales, "precisamente, porque contemplan que la "ejecución de las penas corporales impuestas por "el Poder Judicial de la Federación, que "corresponden al Poder Ejecutivo y sus Órganos. "De ahí lo incorrecto del proceder de la autoridad "jurisdiccional federal, pues se insiste, que dichos "preceptos legales se aplicaron tácitamente "(aunque no se hizo alusión concreta a los mismos) "si en la especie. Por último, además de gratuita es "irrelevante la afirmación del Tribunal Colegiado de "Circuito, en el sentido de que no están "demostradas las circunstancias de modo, tiempo "y lugar de ejecución de esos preceptos, (que en su "opinión), impide constatar la existencia misma del "perjuicio; porque perdió de vista la "inconstitucionalidad de esos numerales se hizo "depender que conforme al artículo 89 de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, el titular del Poder Ejecutivo y sus "Órganos, constitucionalmente no son autoridades "competentes para ejecutar las penas corporales "impuestas por el Poder Judicial de la Federación, "de ahí que es irrelevante si la ejecución presenta "vicios o no en sí misma.--- Demostrado lo "incorrecto del proceder de ese órgano colegiado, "porque si existe la aplicación en mi perjuicio de "esos dispositivos legales y habiéndose planteado "el tema de su inconstitucionalidad dentro del "juicio de amparo directo, cuyo estudio soslayó el "juzgador bajo argumentos no válidos, solicito de "ese Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, que revoque esa parte de la sentencia "recurrida y con plenitud de jurisdicción bien sea "con mis propios argumentos o en suplencia de la "queja por tratarse de la materia penal, en términos "del artículo 76 bis, fracción II de la Ley de Amparo, "que declare la inconstitucionalidad de los "numerales que nos ocupa y me conceda el amparo "y protección de la Justicia Federal, pues me asiste "la razón, en la medida de las consideraciones "siguientes:--- PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD ".--- ARTÍCULO 24.- ‘(transcribe)’.--- COMENTARIO: "Este artículo constituye una de las disposiciones "centrales de nuestro sistema penal. Contempla el "catálogo de penas y medidas de seguridad que "rigen en el código, el cual, por el principio de "legalidad establecido en el artículo 14 "constitucional, no puede ser rebasado, dado que "su enunciación es taxativa y no enunciativa. "Desde luego la explicación de cada uno de los "temas comprendidos en este precepto, serán "motivo de un análisis en particular. Sin embargo "aquí haremos un comentario; a) Las Penas.--- "Origen Constitucional del ius puniendi.--- Si bien "es indudable, en el Estado de Derecho el ius "puniendi, aun cuando necesario para la obtención "de fines, debe instituirse como último recurso "para proteger la ordenación jurídica de la "sociedad, también lo es, marcadamente, "constituye la ejecución de poder político que en si "mismo tiene mayor solidaridad de fuerza, "expresada ésta como potencia del hecho, (vis "compulsiva) o forma violenta de afectar bienes de "la vida de aquel a quién se imponga su "aplicación.--- De esta manera, social e "individualmente es perfectamente entendible el "desideratum de este poder: que simultáneamente "proteja y dañe en exceso bienes jurídicos; es "decir, que de un lado se oriente a la salvaguarda "de aquéllos, de tal importancia en sí mismos, que "una lesión a éstos lo sea también a los fines del "Estado (bienes jurídicos protegidos penalmente) y "que, por el otro, su imposición al culpable o al "sujeto les presente una merma en sus Derechos "Humanos, de tal naturaleza grave, que cuando "menos se traduzca en una limitación de su libertad "personal.--- Esta salvaguarda penal, sin embargo, "no debe ser indiscriminada, sin control "constitucional o de tal manera ejercida, que su "imposición represente para la sociedad o el "individuo una expectativa mayor de daño a los "bienes de la vida, que los derivados del delito o "del estado peligroso,; significa no descartar que "su aplicación despótica ha llegado a servir sólo "como ataque abierto a las libertades del individuo, "a manera de sistema autoritario de represión "política para controlar al gobernado.--- Por su "trascendencia para el individuo y la sociedad, el "ius puniendi no únicamente habrá de ser reducto "del poder estatal, sino, inexcusablemente, también "tendrá que ser limitado y controlado en la "Constitución: como garantía individual y como "competencia expresa otorgada específicamente a "los órganos de gobierno que correspondan.--- Es "decir, desde luego ya no cabe como antaño, "confundir el ius puniendi, con la concepción "limitada de un poder político sirviente a castigar y "derivado sólo de la ley penal objetiva; esto es, no "procede ya concebirlo a la manera tradicional, "como derecho subjetivo de punir (ius puniendi), "como idea de un derecho del Estado proveniente "de la ley penal sustantiva. Así, pues, no es "adecuado sostener que el llamado derecho "subjetivo de punir (ius puniendi) es facultad de "castigar del Estado, limitada por el derecho penal "objetivo, pues, si así fuera, carecería de razón la "separación que aquí hacemos, como objeto de "estudio independientes entre sí, del poder político "penal del Estado (ius puniendi) y del derecho "penal objetivo (ley penal sustantiva) que "corresponde ser tratados respectivamente cada "uno por su lado, por el derecho político) derecho "constitucional y al derecho penal (teoría de la ley "penal).--- Como poder del Estado para "menoscabar penalmente bienes jurídicos de "particulares, es decir, poder político que se "manifiesta como un ataque directo a las garantías "individuales, el ius puniendi no dimana y nunca "debe emanar de los poderes constituidos ni, "menos aún, se legitima el derecho penal objetivo "(que es reglado por los poderes constituidos del "propio Estado a través de su poder legislativo), "sino que nace, y debería nacer siempre del Poder "Constituyente, mismo que encuentra su "legitimidad únicamente en la Constitución, como "voluntad política del pueblo que "democráticamente se le dé; ello, porque no es en "el gobierno constituido donde reside la soberanía "(en el caso y en lo interno del Estado, expresado "como supremacía del poder político penal); "tampoco yace en el pueblo al disolverse el Poder "Constituyente; su génesis se encuentra en el "producto magno de éste: en la Constitución. "Entiéndase bien, ésta es la que entraña al Estado; "otorga el ser a los órganos de gobierno y les fija "su competencia, así como es la que concede "garantías individuales al gobernado.--- La "intención de Gramci (Antonio Gramci. Cuadernos "de la Cárcel. Edit. Era. México. 1981. Pag. 16), "cuando señala que sociológicamente se ha "combatido al derecho penal, ‘la dura lex, y no ya "ésta o aquella ley inhumana o anticuada, sino la "noción misma de la norma jurídica, la de una "justicia abstracta que generaliza, define el delito y "pronuncia la sanción’, es evidenciar, que tal "repudio se debe no sólo a las ideas socialistas "que conciben la restauración de la sociedad en "base a un orden natural que sustituirá la vigencia "de un orden artificioso basado en el principio de "autoridad y fuerza estatal, sino a que, "históricamente, los pueblos y los individuos, en "carne propia, han contestado que las más duras y "temidas manifestaciones del Estado, los actos de "represión política más lesivos y aniquilantes, "derivan del derecho penal objetivo.--- Se quiere "decir, que no es extraño entender, porque es "conforme a la naturaleza humana, que el individuo "tenga siempre presente todo aquello que le causa "daño o agravio, a fin de evitarlo. Por lo mismo, "tampoco es extraño que el derecho penal se "establezca y limite en la Carta Magna; no obstante "la inmensa variedad de objetos de conocimiento "que se discutan en el Congreso Constituyente, "con objetos de plasmarse en la Constitución, tal "mixtura de competencias (que dan las bases a "posteriores ordenamientos secundarios), no obsta "para hacer olvidar a los supremos legisladores lo "complicado de incluir en el texto político el tema "del poder penal que nos ocupa: el reconocimiento "y tolerancia del ius puniendi como régimen de "excepción, destinado de ex profeso a agredir las "garantías individuales; así no pasa por alto que "dicho texto la forma segura de evitar abusos de "poder se deriva de establecer en el mismo su "limitación de competencias concretas de los "órganos de gobierno, para evitar éstos una "aplicación arbitraria o corrupta de dicho poder. "Implica que en los estados de derecho y con "democracia, como el nuestro; la Constitución sólo "surge mediante un acto del poder constituyente, el "cual debe tratar, como unidad política los "derechos fundamentales del gobernado y los "actos de poder público básico, como, v. gr., el ius "puniendi, limitándolos y controlándolos como "competencias expresas encomendadas a los "órganos de gobierno constituidos.--- Es decir, el "Poder Constituyente normalmente no discute tales "normaciones cualesquiera, sino, precisamente y "por único momento decisión (vedado con "posterioridad al poder constituido), la totalidad de "la precitada unidad política, comprensiva de los "derechos humanos y de los deberes del "ciudadano, así como las atribuciones del "gobierno, dentro de lo cual indudablemente se "haya el poder punitivo, como materia preeminente; "como consecuencia de lo anterior, se deriva: una "cosa es el ius puniendi, como poder estatal y parte "de la unidad política deliberada en el acto "constituyente, y otra el derecho penal objetivo, "que es ley secundaria y compete establecerse, "juzgarse y aplicarse a los órganos constituidos "(legislativo, judicial y ejecutivo).--- Lo "políticamente contrario a esta concepción de "estado de derecho, respecto de su poder penal, es "decir, la idea de hacer partir el ius puniendi no de "la Carta Magna, sino, del derecho penal objetivo, "sólo se presenta en los estados totalitarios y "autoritarios, cuyos rasgos distintivos coinciden en "la utilización bastarda de dicho poder punitivo, "para el logro de alguno o algunos de los objetivos "despóticos que les son comunes, tales como el "adueñarse del mayor número posible de ámbitos "de la vida del gobernado, la implantación mediante "agentes del poder político de un dogmatismo "ideológico oficial, la identificación demagógica del "partido dominante con la población, y una "represión penal organizada al servicio de los "detentadores del referido poder político.--- Hoy por "hoy, cerca ya del siglo XXI, derivar el ius poniendi "de la ley penal positiva, únicamente se da en "gobiernos tiránicos, esos que espurridamente se "incubaron militarmente y de facto en países "pobres en los cuales el capital externo se coluda "con los sectores reaccionarios para sostener en el "poder a gobiernos dictatoriales, mismos, por "necesidad y razón de Estado, utilizan a la justicia "criminal como medio eficaz de controlar al pueblo "y oprimir al individuo.--- Al margen de que es "posible apuntar presuntamente la existencia de "estados de derecho con democracia pluralista en "los cuales, por omisiones involuntarias del Poder "Constituyente, sus constituciones  políticas no "atribuyen ni menos limitan el poder punitivo, como "expresión de competencias concretas conferidas "a los órganos de gobierno, y de que a pesar de "ello el ius puniendo se desplaza con gran sentido "humanista respecto a la dignidad de la persona y a "sus garantías individuales, políticamente correcto "y preferible, en tales sistemas constituidos, es que "lo concerniente al poder penal se especifique en la "ley suprema, a modo que resulte una cuestión "establecida y controlada en la Carta Magna, "previa, además, a la aparición concreta del "derecho penal objetivo. En definitiva, pues, el "establecimiento democrático de la circunstancias "y condiciones legitimantes del ius puniendi no se "deduce de las leyes penales sustantivas, ni a la "voluntad de los órganos de gobierno constituidos "ya en el poder, sino de la Constitución y como "voluntad democrática del Poder Constituyente.--- "b) Fuente de las Penas.--- Investigar la fuente real "de derecho o aclarar el origen cratológico (no el "significado doctrinario penal ni la teología "sociológica) del enunciado penas, es problema "privativo de derecho constitucional.--- Por ser ésta "una de las dos caras del ius puniendi; por "representar hasta ahora uno de los únicos medios "materializantes del poder punitivo y, por "distribuirse éste, constitucionalmente, en "competencias expresas de los poderes "constituidos, por lo mismo, irrefutablemente las "penas son segmentos integradores del poder "penal del Estado que encuentran su fuente jurídica "y origen político, exclusivamente en la "Constitución.--- En otras palabras, el poder "punitivo, como todo poder político, sólo puede "subsistir legítimamente si su existencia dimana "del seno de la Constitución; si dentro de ésta la "referencia de todo poder político debe ser real, "como v. gr., lo es el poder punitivo, por tanto "objetivamente sólo puede adquirir vida o "reputarse constitucionalmente como poder tal, el "que adquiera vida y verdaderamente se practique "en la sociedad a través de sus manifestaciones "concretas, según ocurre, por ejemplo, con las "penas, atribuidas positivamente como "competencia expresa de ciertos órganos "gubernamentales. Fuera de estas manifestaciones "reales y resultados de competencia, ningún poder "político puede ser conocido, observando o "explicado constitucionalmente.--- En esta noción "constitucional de las penas, como síntesis del "poder punitivo, pasamos por alto las serias "disquisiciones surgidas en las luchas de las "escuelas del derecho penal de si son represivas, "preventivas, justas, útiles o bien con fines como "les asignan en las teorías dualistas o de doble vía "(comprensiva de penas y medidas de seguridad) y "monista o clásica (que normalmente sólo "contempla penas con exclusión de medidas de "seguridad o viceversa), porque, frente a esta "corriente doctrinal, es necesario afirmar que no "existe posibilidad alguna de conocer la esencia "del ius puniendi partiendo de medir la intensidad "de las penas o de admitir la bonanza de los "tratamientos en las medidas de seguridad. "Incuestionablemente, y debe insistirse en ello, "para entrar en el auténtico ser del poder penal, "como de todo poder político estatal, debe "considerarse que éste no tiene fines en sí mismo , "así como que sólo es medio para alcanzar los "fines de política criminal del Estado. Por lo mismo, "en este aspecto las esencias de poder político de "las penas no son, como equivocadamente se "puede señalar en doctrinas, buenas ni malas, ni "justas ni útiles, pues carecen de fines propios o "previos, y sólo son, como todo poder político, "medios para la obtención de fines del Estado.--- "Todo poder político, pues, en este nivel "constitucional, debe ser analizado un tanto cuanto "en abstracto, partiendo realísticamente, como "debe ser, considerando de manera principal, los "efectos que se producen en las relaciones que se "dan entre el órgano de gobierno y el gobernador. "Es decir, debe partirse de mirar la Constitución "como un todo, como un conjunto de relaciones de "poder, entre quienes lo aplican y quienes reciben "su aplicación, cuyo carácter y esencia, no "obstante ser de diversas índoles (pedagógico, "laboral, económico, religioso, moral, cultural o de "otro tipo) en abstracto tiene esencia común "derivada de la relación fáctica, recíproca, que se "da entre los órganos que ejercen el poder y "aquéllos a quienes va dirigido. Sin embargo, no "obstante que en dicho aspecto todo poder "coincide en esencia, aún dentro de este marco "constitucional es posible asignar una "particularidad al ius puniendi que lo caracteriza y "diferencia del resto del poder político, la misma no "se halla en el común del poder, o sea en las "relaciones producidas entre quien lo aplica y a "quien se aplica, sino que tal diferencia surge de la "aplicación misma, en la imposición de penas, "integradoras en común de un sistema para "menoscabar bienes de la vida, constitutivo de la "forma, más violenta y lesiva en que se manifiesta "el poder político. Consecuentemente, el ius "puniendi, gestado para obtener diversos fines del "Estado partiendo de la Constitución como todo "poder político, únicamente puede ser conocido, "observado y explicado, constitucionalmente "mediante sus manifestaciones y resultados "concretos (penas) atribuidos como facultad y, más "bien, como competencia de los órganos de "gobierno. Derivase de aquí que, en el fondo de "todo lo penal, lo que realmente se debe señalar "con precisión en la Constitución, como control y "competencia de los órganos de gobierno, son las "penas y medidas de seguridad que constituyen, "precisamente, las auténticas y únicas "manifestaciones del ius puniendi.--- c) La "Penalidad.--- Es la pena máxima expresión de "fortaleza y eficacia jurídica del poder político "penal, en tanto contempla su mayor manifestación "de fuerza y dureza. Constituye por tanto, una seria "reacción objetiva del Estado contra el delito "amenazante del orden de derecho y de paz social. "Para comprenderla claramente como unidad de "acción engendrada por el poder político, ya no "debe ser concebida sólo como un ente jurídico "penal con existencia únicamente formal, "independientemente y quienes la legislan, "imponen, ejecutan o de aquellos que están fuera "de ella y la soportan. La pena no es nada más un "punto de referencia especulativo e imaginario de "la dogmática penal, sino, que corresponde a una "realidad establecida y vivida políticamente por "quienes la crean y la sufren, por quienes la "ejecutan y la expían. Ante el traslado "exclusivísimo de las lubricaciones sistemáticas de "la doctrina penal, presentadas tradicionalmente "como únicas teorías válidas para conocer la pena, "debemos insistir que ésta, no obstante ser una "cuestión eminentemente jurídica, principalmente "obedece a situaciones políticas sobre el ejercicio "del poder, y a la incancelable necesidad de ofrecer "soluciones a los problemas delictivos concretos y "reales de la sociedad.--- Dentro del derecho penal, "en las llamadas teorías absolutas de la pena, ésta "es justificada como fin de retribución en si misma, "reduciéndola a una categoría lógica gestada a "partir de su existencia en los tipos penales "reputados únicamente como estructuras "normativas. Acaecido el delito el cual es una "violación del orden jurídico, se origina en forma de "compensación retributiva para reordenar la "transgresión del derecho. De esta forma la pena "viene unida indisolublemente al delito en tanto es "ataque al citado orden jurídico, siendo aquél no "sólo presupuesto, sino único fundamento de la "pena. En este aspecto la doctrina puntualiza pues, "que la pena no es otra cosa que la consecuencia "primordial del delito; que este es el presupuesto "necesario de la pena y que, entre ambos, "únicamente existe una relación puramente lógica, "por lo que puede decirse que la pena es una "retribución del delito cometido, si se desposee "esta palabra de todo significativo indicativo; pero "que, sin embargo, sí se considera a la pena "dinámicamente puede verse que ésta tiene los "mismos ‘fines’ de la ley penal, como son impedir "las conductas que la ley prohíbe o mandar "ejecutar a través de un doble efecto que se "denomina prevención general y prevención "especial.--- Estimamos debe desecharse la "anticuada idea de la pena con fines propios, como "los de sufrimiento, castigo, retribución, enmienda "o disuasión, por la sencilla razón de que ella en si "misma carece de fines particulares, ya que sólo es "medio, o sea que es un mero instrumento del "poder político punitivo que emplea el Estado para "conseguir los fines de política criminal que tenga "y vaya a desplazar con aquella. Basados no "únicamente en el derecho penal, sino, como "corresponde, en algo superior a éste como lo es la "Ciencia Política, la Política Criminal y, en el "terreno de la juridicidad, el Derecho "Constitucional, debe señalarse que los fines del "Estado que se pretenden satisfacer por medio de "las penas (éstas  como simples medios, para "lograr los referidos fines estatales), son, en primer "término, la lucha contra el delito  y la delincuencia, "es decir contra aquellas personas y conductas "lesivas que socavan la estabilidad del Estado, la "vida en sociedad, la seguridad jurídica y la paz "social. Asimismo, con las penas se pretende, "como consecuencia de lo anterior, preservar el "orden constitucional y jurídico en los cuales se "sustenta la vigencia del Estado de Derecho como "el nuestro. Por último, desde luego, no se puede "negar que la pena también debe servir a "resocializar a los delincuentes, sin descartar que a "su vez sirva de ejemplo o intimidación en la "sociedad a manera de previsión general.--- Se "requiere pues la necesidad de formular y "formalizar, en cada Estado, un orden fundamental "de política criminal integrador de un sistema "contemplante de las necesidades, fines y medios "para conseguir éstos, a través del control en la "Carta Magna.--- CONCLUSIONES DE LAS CUALES "SE ADVIERTE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE "LOS ARTÍCULOS 77 Y 87 DEL CÓDIGO PENAL "FEDERAL, 529, PÁRRAFO PRIMERO DEL CÓDIGO "FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 27, "FRACCIÓN XXVI DE LA LEY ORGÁNICA DE LA "ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, 3 DE LA "LEY QUE ESTABLECEN LAS NORMAS MÍNIMAS "SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE LOS "SENTENCIADOS, PORQUE EL ARTÍCULO 89 DE "LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS "UNIDOS MEXICANOS, NO ESTABLECE "EXPRESAMENTE QUE LA EJECUCIÓN DE LAS "PENAS IMPUESTAS POR EL PODER JUDICIAL DE "LA FEDERACIÓN, LE CORRESPONDEN AL "TITULAR DEL PODER EJECUTIVO O LOS "ÓRGANOS QUE DE ÉL DEPENDEN.--- El artículo "89 de la Constitución de 1917, ubicado en su "Título Tercero, Capítulo III, ‘Del Poder Ejecutivo’, "norma la intervención del titular de este poder en "las siguientes materias: promulgación y ejecución "de las leyes federales, expedición de reglamentos, "nombramientos y remoción de diversos "funcionarios, manejo de las fuerzas armadas y de "la Guardia Nacional, declaración de guerra, "dirección de negociaciones diplomáticas y "celebración de tratados internacionales, "convocación a sesiones extraordinarias del "Congreso de la Unión, auxilio al Poder Judicial "Federal, habilitación de puertos, establecimiento "de aduanas, concesión de indultos y privilegios a "descubridores, inventores o perfeccionadores de "algún ramo de la industria y destitución de "autoridades judiciales que observen mala "conducta. El contenido mismo de estas "atribuciones, muchas de las cuales son de "cotidiano ejercicio e indispensables para la buena "marcha de la administración, pone de manifiesto "la importancia del artículo, que deposita en el "presidente las facultades necesarias para el "desempeño de su elevado cargo y la dirección de "los asuntos públicos del país.--- Del análisis del "mismo precepto se deriva la caracterización de "nuestro sistema de gobierno como presidencial, "es decir, como el sistema que garantiza una mayor "independencia y fuerza al Jefe del Poder "Ejecutivo, para la dirección de los asuntos que "expresamente le confiere la Constitución de la "República.--- El sistema presidencial fue atacado "sobre todo a principios de siglo, cuando se "pensaba que el parlamentarismo era el sistema "ideal de gobierno y la panacea de todos los males "sociales. En el Congreso Constituyente de 1916-"1917, al discutirse el artículo 89, los debates "tuvieron su mayor resonancia en torno a esta "cuestión; mientras que algunos diputados pedían "la implantación de un sistema parlamentario, otros "se oponían abiertamente a ello por considerar que "en las condiciones de México resultaría más que "un instrumento útil para el desarrollo nacional, "una forma de organización política que retrasaría "la estabilidad social y económica del país; un "tercer grupo apoyaba la existencia del régimen "presidencial, pero pedía al mismo tiempo que se "incluyeran algunas disposiciones típicas de los "sistemas parlamentarios para establecer límites "precisos del Poder del Jefe del Ejecutivo. "Independientemente del análisis de carácter "doctrinario acerca de los sistemas presidencial y "parlamentario, puede decirse que en México el "primero, que está vigente, ha sido un factor "determinante para lograr la estabilidad del país y "el avance que en todos los órdenes ha logrado el "pueblo mexicano.--- De acuerdo con nuestro "régimen constitucional el Poder Ejecutivo tiene "unidad de mando, autonomía para tomar "decisiones rápidas, urgentes, y de carácter "técnico que demandan los problemas modernos y "cuanta en fin con una suma de poderes que "garantizan su acción uniforme y decidida. Sin "embargo, lo anterior no quiere decir que el poder "Ejecutivo no tenga límites: en muchos casos la "Constitución señala facultades al Poder "Legislativo para ejercer vigilancia, conceder "autorizaciones o ratificar determinadas "actividades del Ejecutivo. Existe también el "control de tipo constitucional que compete a la "Suprema Corte de Justicia de la Nación como alto "representativo del Poder Judicial. Por otra parte el "Ejecutivo está sujeto a un régimen de facultades "expresas, pues sólo lo que se consigna en forma "precisa dentro de la norma constitucional le está "permitido y todo lo que no ha sido comprendido "dentro del propio precepto le está vedado y "prohibido; esto garantiza la certeza que los "ciudadanos tienen acerca de los límites y la "intensidad del poder que ejerce el Presidente de la "República.--- Desde luego no todas las facultades "del Presidente de la República están contenidas "en este artículo, sino que algunas otras consignan "en artículos tales como el 27, el 33, etc. --- El "artículo 89 se relaciona con los demás preceptos "del citado Capítulo III, y con los artículos 73, 74, y "76, 108 al 111, y 133 que rigen, respectivamente, "las facultades del Congreso y las exclusivas de "cada una de las Cámaras; lo relativo a los delitos "oficiales, y la elevación a la categoría de ley "suprema de los tratados que celebre el Presidente, "con aprobación del Senado. Algunos otros "preceptos constitucionales mencionan facultades "presidenciales no incluidas en el artículo 89. Este "es el caso de los artículos 27, fracciones VII, X, XII, "XIII y XVIII; 29, 33 y 131, que, por su orden "determinan la participación del Presidente de la "República, en materia agraria, en la suspensión de "garantías individuales, en la expulsión de "extranjeros y en la fijación de tarifas de cuotas de "exportación e importación.--- El mencionado "precepto tiene antecedentes inmediatos en el "articulo 85 del Código Político de 1857, que fue "adicionado con la fracción XVI, así como la "reforma que sufrió su fracción II en 1914,; y en el "89 de proyecto de Constitución de Venustiano "Carranza, que corresponde al mismo número de la "vigente.--- El artículo aprobado por el Congreso "Constituyente de 1916 constaba de 17 fracciones, "varias de las cuales han sido modificadas, así, en "1923 se reformó la fracción II, y en 1944 las "fracciones IV, V y VI. Por otra parte, en 1918, se "adicionaron las actuales fracciones XVII, XVIII y "XIX, y la que originalmente fue la fracción XVII, "pasó a ser la XX.--- En nuestro país de manera "expresa no existe sustentación constitucional "sobre la competencia del Poder Ejecutivo Federal, "ni los órganos que de él dependen, entre otros, la "Secretaría de Seguridad Pública y el órgano "desconcentrado Dirección de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad "Pública, para ejecutar las penas impuestas por los "Poderes Judicial Federal y del Fuero Común del "Distrito Federal, habida cuenta que tal facultad no "se enlista en el artículo 89 de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que "es imprescindible, porque las facultades del titular "del Poder Ejecutivo, deben estar expresamente "previstas en la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos, por todas y cada una "de las consideraciones que vertí en líneas que "anteceden y sobre todo por el respeto que "debemos de tener a la llamada garantía de "competencia constitucional, que prevé el artículo "16, párrafo primero de la Carta Magna, que "podemos resumir de la forma siguiente:--- LA "GARANTÍA DE COMPETENCIA "CONSTITUCIONAL.--- En cuanto a la primera de "esas garantías, es decir, la competencia "constitucional, se refiere al párrafo primero del "artículo 16 de la Carta Magna al expresar "‘autoridad competente’, está señalado la llamada "competencia constitucional y no la competencia "jurisdiccional.--- La competencia constitucional "que estatuye la Carta Magna, está    integrado por "el conjunto de facultades que la propia ley "suprema otorga a determinado órgano del estado, "cuya infracción puede ser sometida al análisis del "Juzgador de amparo.--- La competencia "jurisdiccional, está integrada por el conjunto de "facultades que la ley secundaria u ordinaria "confiere a determinada autoridad, cuya infracción "no puede ser sometida al análisis del juzgador de "amparo si previamente no ha sido estudiada y "decidida por la potestad común, ya que la única "competencia que está protegida por el artículo 16 "de la Carta Magna, es la competencia directamente "en el juicio de amparo.--- Sobre este particular, "son aplicables las siguientes tesis "jurisprudenciales:--- Séptima Época.- Instancia: "Segunda Sala.- Fuente: Semanario Judicial de la "Federación.- Tomo: 97-102 Tercera Parte.- Página: "53.--- ‘COMPETENCIA CONSTITUCIONAL Y "JURISDICCIONAL. CUANDO PUEDEN "PLANTEARSE EN JUICIO DE GARANTÍAS’.- "(transcribe),--- ‘COMPETENCIA CONSTITUCIONAL "Y JURISDICCIONAL, NATURALEZA DE LAS’.- "(transcribe).--- Respecto de la competencia "constitucional, esta, concluye el maestro Ignacio "Burgoa, ‘concierne al conjunto de facultades con "que la propia Ley Suprema inviste a determinado "órgano del Estado, del tal suerte que si el acto de "molestia emana de una autoridad que al dictarlo o "ejecutarlo se excede en la órbita integrada por "tales facultades, viola la expresada garantía, así "como en el caso de que, sin estar habilitada "constitucionalmente para ello, causa una "perturbación al gobernado en cualesquiera de los "bienes jurídicos señalados en dicho precepto.--- "Así las cosas, ante la falta de facultades "constitucionales del titular del Poder Ejecutivo "para llevar a cabo la ejecución de las penas "corporales impuestas por los Tribunales del Poder "Judicial de la Federación, es clara la "inconstitucionalidad de los preceptos ordinarios "que permiten dicha cuestión legal, porque en ese "caso no podemos decir que los actos de molestia "emanen de una autoridad competente.--- Tal "omisión competencial (falta de facultades "constitucionales del Titular del Poder Ejecutivo, "para ejecutar las penas impuestas por el Poder "Judicial de la Federación) no se subsana por la "circunstancia de que la fracción 1ª del preindicado "artículo 89, señala que la potestad del Presidente "de la República la de ‘promulgar y ejecutar las "leyes que pida el Congreso de la Unión, "proveyendo en la esfera administrativa a su exacta "observancia’, porque expresamente, en esta "fracción 1ª  únicamente se hace referencia a la "facultad de ejecución directa, sin proceso judicial, "de ley expedida por el Poder Legislativo Federal; "en cambio, el derecho penal federal objetivo no "puede ni debe aplicarse así de manera directa "entre ambos poderes (Legislativo-Ejecutivo), sino "que, por disposición de la propia Constitución, "sólo es posible ejecutarse el derecho penal que "previamente hubiera conocido y declarado en "sentencia firme el Poder Judicial de la Federación, "cuestión procesal está que no se contempla en la "mencionada fracción 1ª del artículo 89 "constitucional.--- Dicha carencia de atribución al "Poder Ejecutivo, tampoco se subsana en base  al "artículo 18 de la referida Constitución, sin obstar "que el mismo señale que ‘sólo por delito que "merezca pena corporal habrá lugar a prisión "preventiva; que el sitio de esta será distinto del "que se destinare para le extinción de las penas y "estarán completamente separados; que los "gobiernos de la Federación y de los Estados "organizarán el sistema penal, en sus respectivas "jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la "capacitación para el mismo y la educación como "medios para la readaptación social del "delincuente; que las mujeres compurgarán sus "penas en lugares separados de los destinados a "los hombres para tal efecto; que los gobernadores "de los Estados, sujetándose a lo que establezcan "las leyes locales respectivas, podrán celebrar con "la Federación, Convenios de carácter general,  "para que los reos sentenciados por delitos de "orden común extingan su condena en "establecimientos dependientes del Ejecutivo "Federal; o bien, que la Federación y los gobiernos "de los Estados establecerán instituciones "especiales para el tratamiento de menores’, "porque, a mas de la impropiedad de pretender "buscar los poderes (competencia) del Presidente "de la República en la parte dogmática de la "Constitución (a la que pertenece el citado artículo "18), esto es, en el capítulo de las llamadas "Garantías Individuales, que refieren los derechos "fundamentales del individuo, en todo caso tal "artículo primeramente no señala de manera "expresa únicamente al Poder Ejecutivo Federal, "sino, a los gobiernos, de la Federación y de los "Estados, y en segundo lugar, a estos sólo les fija "el deber de ‘organizar el sistema penal’, no la "competencia de ejecutar al derecho penal objetivo "federal declarado, mediante proceso "jurisdiccional, en los fallos definitivos dictados "por el Poder Judicial Federal. No obsta a lo "anterior la circunstancia de que por imponer "deberes las garantías individuales, a los órganos "del Estado, éstos en cumplimiento realicen "algunas actividades, dado que tales funciones no "derivan del artículo 89 constitucional; ejemplo de "lo anterior lo hallamos en los actos que realiza el "Poder Ejecutivo Federal en relación con el artículo "18 a la competencia que deriva del citado artículo "89 de la misma Constitución del país. --- Es "irrelevante, la circunstancia de que los numerales "en cuestión tengan su origen legal en el Congreso "de la Unión, quien intervino en el proceso "legislativo, porque sería tanto como desconocer la "función unipersonal del Presidente de la "República y que las autoridades en nuestro país "se crean legalmente, en forma primaria, por la "propia Constitución, que es la que les otorga las "facultades legales, que esas autoridades o "poderes creados no pueden ampliarse a si "mismos, ni delegarse entre ellos, ya que esto sólo "podría hacerse mediante reforma constitucional y "que podemos resumir en la forma siguiente:--- "COMPETENCIA CONSTITUCIONAL Y FUNCIÓN "UNIPERSONAL DEL PRESIDENTE DE LA "REPÚBLICA.--- Por mandamiento constitucional "presentado, en forma reiterada, la función "ejecutiva se ha depositado en una persona; esta "circunstancia hace que el sistema se le denomine "presidencialista. Los argumentos a favor de esta "instancia fueron expuestos en el Federalista:--- "Los ingredientes que dan por resultado la energía "del Ejecutivo son: primero, la unidad, segundo, la "permanencia, tercero, el proveer adecuadamente a "su sostenimiento; cuarto, poderes suficientes.--- "Los ingredientes que nos proporcionan seguridad "en un sentido republicano son: primero, la "dependencia que es debida respecto del pueblo; "segundo, la responsabilidad necesaria.--- Los "políticos y hombres de Estado que han gozado de "más reputación debido a la solidez de sus "principios y a la exactitud de sus opiniones, se "han pronunciado a favor de un Ejecutivo único y "de una legislatura numerosa. Con mucha razón "han estimado que la energía constituye la cualidad "mas necesaria del primero y han creído que "existirá sobre todo cuando el poder se encuentra "en unas solas manos; en tanto que, con igual "fundamento, han considerado que la segunda es "la que más se adapta a la deliberación y la "prudencia y la que más probabilidades ofrece de "granjearse la confianza del pueblo y de garantizar "sus privilegios e intereses.--- Seguramente no se "discutirá que la unidad tiende a la energía. Como "regla general, los actos de un solo hombre se "caracterizan por su decisión, actividad, reserva y "diligencias, en un grado mucho más notable que "los actos de cualquier número mayor; y dichas "cualidades disminuirán en la misma proporción en "que el número aumente.--- Ahora bien, como lo "manifesté en líneas que anteceden el artículo 16 "de la Carta Magna, establece que: Nadie podrá ser "molestado sino en virtud de mandamiento escrito "de autoridad competente. Esto último implica que "la autoridad, para ser competente debe haber sido "creada legalmente por quien constitucionalmente "tenga para hacerlo, o bien, en el caso del titular "Poder Ejecutivo, que la Constitución le otorgue las "facultades que ejercita, esto último tomando en "cuenta que se debe entender que las autoridades "han sido creadas legalmente, en forma primaria, "por la propia Constitución, que según se dijo es "quien también les ha otorgado las facultades de "que disponen, que por cierto, no pueden "delegarse entre ellas ni ampliarse, ya que esto "sólo podrá hacerse mediante reforma "constitucional. Empero, aunque dentro del marco "señalado al efecto por leyes emanadas del "Congreso de la Unión, el Presidente de la "República y sus secretarios, pueden delegar "ciertas facultades en sus subordinados mediante "disposiciones del tipo ordinario, lo que "verdaderamente interesa es que el Presidente de "la República, como Titular del Poder Ejecutivo, "constitucionalmente carece de facultades para "ejecutar las penas corporales que imponen los "Tribunales del Poder Judicial de la Federación, por "lo que no pueda delegar algo que no tiene, que "torna inconstitucionales los preceptos previstos "en leyes ordinarias que establecen dicha facultad, "porque ante lo anotado son violatorios de las "garantías de seguridad jurídica y legalidad "previstas por los artículo 14 y 16 "constitucionales”.

CUARTO.- Queda firme en el primer punto resolutivo en relación con el tercer considerando de la sentencia recurrida,  relativo al sobreseimiento decretado respecto del acto reclamado del Juez Séptimo de Distrito “B” de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal (anteriormente Décimo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal y actualmente Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal), consistente en la sentencia dictada el veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y nueve, en la causa penal **********, actualmente **********, pues el quejoso recurrente no formuló agravio en su contra.
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia de la anterior Tercera Sala, la cual se comparte y si bien se formó con motivo de recursos de revisión interpuestos en contra de sentencias dictadas en juicios de amparo indirecto, el criterio que informa también es aplicable al recurso de revisión en el amparo directo, esa tesis de jurisprudencia es la siguiente:

Octava Época

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VII, Marzo de 1991

Tesis: 3a./J. 7/91         

Página:    60

"REVISIÓN EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS NO "COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE FIRMES.  "Cuando algún resolutivo de la sentencia "impugnada afecta a la recurrente, y ésta no "expresa agravio en contra de las consideraciones "que le sirven de base, dicho resolutivo debe "declararse firme. Esto es, en el caso referido, no "obstante que la materia de la revisión comprende "a todos los resolutivos que afectan a la recurrente, "deben declararse firmes aquéllos en contra de los "cuales no se formuló agravio y dicha declaración "de firmeza debe reflejarse en la parte "considerativa y en los resolutivos debe "confirmarse la sentencia recurrida en la parte "correspondiente”.

Amparo en revisión 1818/90. **********. 21 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

Amparo en revisión 1815/90. **********. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

Amparo en revisión 1819/ 90. **********, S. A. de C.V. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

Amparo en revisión 1873/90. **********, S.A. de C.V. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

Amparo en revisión 2000/90. **********. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull.

QUINTO.- El quejoso ahora recurrente, en su primer agravio, sostiene que el Tribunal Colegiado sin justificar la aplicación al caso concreto, citó en apoyo a sus consideraciones la tesis de jurisprudencia de rubro: “LEYES INCONSTITUCIONALES, AMPARO DIRECTO CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS FUNDADAS EN. NO CORRESPONDE SU CONOCIMIENTO A UN JUEZ DE DISTRITO”.

Sobre este mismo tema, el quejoso agrega que, en su demanda de amparo, no señaló como responsables a las autoridades que expidieron, promulgaron y refrendaron el decreto promulgatorio de las disposiciones que estima inconstitucionales, de ahí que no se justifique que en la sentencia recurrida se haya señalado que no procedía llamar a juicio a las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo, como tampoco tiene razón de ser la cita de la tesis de jurisprudencia de rubro: “LAS LEYES INCONSTITUCIONALES, APLICACIÓN DE LAS. CUANDO SE RECLAMAN EN EL AMPARO DIRECTO”, misma que resulta inaplicable.

Es infundado este agravio, toda vez que en la sentencia recurrida se encuentra justificada la cita de las mencionadas tesis de jurisprudencia y el razonamiento sobre que en el amparo directo no procede llamar a juicio a las autoridades que intervinieron en la expedición y refrendo de la ley que se estima inconstitucional, como se demostrará a continuación.

En su demanda de amparo el quejoso señaló al proponer la inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, que al no haber sido éste declarado inconstitucional en algún precedente, tesis aislada o de jurisprudencia, correspondía en primer término a la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer de ese tema y posteriormente a un Tribunal Colegiado examinar el tema de legalidad, como lo establecen los artículos 91 y 93 de la Ley de Amparo, el 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y  el 105 de la Constitución Federal que establece que a este Alto Tribunal corresponde conocer de las acciones de inconstitucionalidad.

Con objeto de dar respuesta a tales planteamientos, el Tribunal Colegiado precisó lo siguiente:

- La competencia legal para conocer de inconstitucionalidad de leyes, cuando se propone en el juicio de amparo directo corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 158, último párrafo y 166, fracción IV, de la Ley de Amparo, sin perjuicio de que, en los términos del artículo 83, fracción V, de la citada ley, en su oportunidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca del recurso de revisión que se llegare a interponer, por lo que ese órgano colegiado se avocaría a estudiar los argumentos en que se proponía la inconstitucionalidad de las normas legales.

En apoyo de la consideración anterior, se invocó la jurisprudencia siguiente:

Séptima Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 72 Primera Parte

Página:    48

"LEYES INCONSTITUCIONALES, AMPARO "DIRECTO CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS "FUNDADAS EN. NO CORRESPONDE SU "CONOCIMIENTO A UN JUEZ DE DISTRITO.  El "amparo contra sentencia definitiva en el que se "aduzcan razones de inconstitucionalidad de la ley, "puede promoverse como amparo directo ante un "Tribunal Colegiado, según el régimen de "competencia establecido por la Ley Orgánica del "Poder Judicial de la Federación. Por ello, si un "Juez de Distrito conoce del asunto, respecto de la "cuestión de inconstitucionalidad de ley la "sentencia relativa debe declararse insubsistente y "remitirse los autos al Tribunal Colegiado "respectivo, para que examine las cuestiones "jurídicas planteadas en los conceptos de "violación, sin que sea necesario llamar a juicio a "las autoridades expedidoras de la ley cuya "constitucionalidad se controvierte, toda vez que "en materia de amparo directo puede realizarse el "estudio de este tipo de problemas mediante "declaraciones con efectos limitados a la sentencia "reclamada, como acto de aplicación de la ley por "la autoridad responsable en el juicio de amparo "directo; sin perjuicio de que, en los términos del "artículo 83, fracción V, de la Ley de Amparo, en su "oportunidad, este Alto Tribunal conozca del "recurso de revisión que se llegare a interponer”.

Séptima Época, Primera Parte:

Volumen 67, página 63. Amparo en revisión 5251/71. ********* y otro *. 2 de julio de 1974. Mayoría de dieciséis votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Secretario: Guillermo Baltazar Alvear.

Volumen 67, página 63. Amparo en revisión 1040/65. **********. 9 de julio de 1974. Mayoría de dieciséis votos. Ponente: Ramón Canedo Aldrete.

Volumen 69, página 28. Amparo en revisión 569/72. **********. 10 de septiembre de 1974. Mayoría de dieciséis votos. Disidentes: Alfonso López Aparicio, Ezequiel Burguete Farrera, Salvador Mondragón Guerra y Ernesto Aguilar Alvarez.  Ponente: Rafael Rojina Villegas.

Volumen 69, página 28. Amparo en revisión 1877/72. **********. 10 de septiembre de 1974. Mayoría de dieciséis votos. Disidentes: Alfonso López Aparicio, Ezequiel Burguete Farrera, Salvador Mondragón Guerra y Ernesto Aguilar Alvarez.  Ponente: Ernesto Solís López.

Volumen 69, página 28. Amparo en revisión 5611/73. **********, S.A. (Quiebra). 10 de septiembre de 1974. Mayoría de dieciséis votos. Disidentes: Alfonso López Aparicio, Ezequiel Burguete Farrera, Salvador Mondragón Guerra y Ernesto Aguilar Alvarez. Ponente: Mario G. Rebolledo.

- Como concepto de violación para combatir la sentencia reclamada, el quejoso propone la inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, lo que no guarda relación con las “acciones de inconstitucionalidad”, ya que la acción de inconstitucionalidad no es más que un tipo especial de procedimiento constitucional en el que no existe contención, pues las partes legitimadas para promoverla, en términos de lo dispuesto por el artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal (Procurador General de la República, partidos políticos y treinta y tres por ciento, cuando menos, de los integrantes del órgano legislativo que haya expedido la norma), no ejercen la acción para deducir un derecho propio o para defenderse de los agravios que eventualmente les pudiera causar una norma general, pues el poder reformador de la Constitución las facultó para denunciar la posible contradicción entre aquélla y la propia Carta Magna, a efecto de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atendiendo al principio de supremacía constitucional, la someta a revisión y establezca si se adecua a los lineamientos fundamentales dados por la propia Constitución y la sentencia que se dictare tuviera efectos generales, a diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo, en el que la sentencia sólo tiene efectos en relación con quien lo promueve.

- Cuando se promueve juicio de amparo directo contra sentencias definitivas y se estima inconstitucional la ley que se aplicó, no procede llamar a juicio a las autoridades que intervinieron en la expedición y refrendo de la misma, toda vez que en materia de amparo directo puede realizarse el estudio de ese tipo de problemas mediante declaración con efectos limitados a la sentencia combatida.
En apoyo a lo anterior, se invocó la tesis sustentada por el entonces Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, siguiente:

Octava Época

Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990

Página:   192

"LEYES INCONSTITUCIONALES, APLICACIÓN DE "LAS. CUANDO SE RECLAMAN EN EL AMPARO "DIRECTO.  El amparo contra leyes en sí mismo "como acto del poder legislativo, sólo puede "hacerse valer por la vía de amparo indirecto ante "juez de Distrito si el acto reclamado versa sobre "promulgación, publicación, vigencia y acto de "aplicación de la misma; y en este caso, debe "llamarse a juicio a las autoridades que "intervinieron en su elaboración, publicación y "vigencia, surtiéndose la aplicación del artículo 166 "fracción IV de la Ley de Amparo; pero el anterior "precepto no resulta aplicable cuando se promueve "amparo directo contra sentencias definitivas, "laudos o resoluciones que hubieren puesto fin al "juicio porque se estime aplicada una ley "inconstitucional, ya que en este caso el aplicable "es el artículo 166 fracción IV segundo párrafo del "ordenamiento legal en consulta; y por ende, no es "procedente llamar a juicio a las autoridades que "intervinieron en la elaboración y publicación de la "ley”.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Reclamación 11/90. ********** y otro. 16 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Olivia del Socorro Heiras Rentería. Secretaria: María de la Paz Flores Barruecos.

Lo anterior, pone de manifiesto que no asiste razón al recurrente cuando sostiene que el Tribunal Colegiado no justificó la cita de las tesis de jurisprudencia y aisladas transcritas anteriormente, ya que el criterio que informan las mismas refuerzan sus consideraciones de  que, contrariamente a lo propuesto por aquél en su demanda de amparo, si le correspondía en primera instancia estudiar la inconstitucionalidad de las normas legales que planteó y que ese tipo de impugnación formulada como concepto de violación en amparo directo no guarda relación alguna con el distinto medio de control constitucional denominado “acción de inconstitucionalidad” y previsto en el artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal.

Igualmente, se advierte que el Tribunal Colegiado no sostuvo que el quejoso señaló como responsables a las autoridades que intervinieron en los procesos legislativos de los que emanaron las normas impugnadas, pues con el propósito de distinguir entre las acciones de inconstitucionalidad y el juicio de amparo directo, precisó en relación con este último la forma de estudio de la propuesta de inconstitucionalidad de una ley, así como que los efectos de una declaratoria en tal sentido se limitan a la sentencia reclamada, ya que señaló que “cuando se promueve juicio de amparo directo contra sentencias definitivas y se estima inconstitucional la ley que se aplicó, en términos del artículo 166, fracción IV, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, no procede llamar a juicio a las autoridades que intervinieron en la expedición y refrendo de la misma, toda vez que en materia de amparo directo puede realizarse el estudio de ese tipo de problemas mediante declaración con efectos limitados a la sentencia combatida, ...”.
El quejoso aduce que el Tribunal a quo para analizar sus argumentos sobre la inconstitucionalidad del artículo 222 del Código Penal Federal, omitió el estudio de su fracción I, relativa al delito de cohecho pasivo, además de que modifica la fracción II, pues incorpora la frase “sin causa justificada”  a la descripción típica que contiene, haciendo una extensión de la ley penal, lo cual se encuentra prohibido por el artículo 14 constitucional y,  por otra parte, cambia la redacción de la frase “al que dé u ofrezca dinero o cualquier otra dádiva”, ya que sostiene que debe entregarse u ofrecer ambas, es decir, “dinero y dádiva”.

Es infundado el agravio anterior, en primer lugar porque el Tribunal Colegiado no estaba obligado a examinar la constitucionalidad de la fracción I, del artículo 222 del Código Penal Federal, que establece el tipo penal del delito de cohecho pasivo (cuya acción consiste en solicitar o recibir por sí o por persona intermedia, dinero o cualquier otra dádiva o aceptar el ofrecimiento o promesa para ejecutar un acto, en el que se requiere un sujeto activo calificado que no es otro sino la autoridad o funcionario público), toda vez tal disposición no fue aplicada al quejoso ni impugnada por él.

Lo anterior es así, pues al quejoso se le consideró penalmente responsable de la comisión del delito de cohecho activo previsto en la fracción II, del artículo 222, del Código Penal Federal y en su demanda de amparo solamente tildó de inconstitucional esta disposición.

Igualmente es infundada la afirmación del recurrente en el sentido de que el Tribunal Colegiado modificó el tipo penal que impugna, ya que al examinar el argumento propuesto en su demanda de amparo, consistente en que la mencionada disposición sustantiva contraviene el artículo 14, tercer párrafo, constitucional, pues no prevé lo que significan los términos “justo o injusto”, el Tribunal a quo señaló que estos términos constituyen un elemento normativo de valoración jurídica que de ninguna manera dan lugar a una aplicación analógica y puso como ejemplo de esta clase de elementos, que solamente pueden ser comprendidos mediante un proceso valorativo de carácter jurídico, cuando la descripción típica contiene términos como “indebidamente”, “sin causa justificada” o como en el caso “justo o injusto”.

Con el objeto de corroborar lo infundado del argumento que se examina, se transcribe la parte de la sentencia recurrida en que el Tribunal Colegiado desestima la violación al artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Federal, aducida en la demanda de amparo, en que la de advierte que a este respecto señaló lo siguiente:

"... el tipo penal es el instrumento legal, "lógicamente necesario y de naturaleza "predominantemente descriptiva, que tiene por "función la individualización de conductas "humanas penalmente relevantes, el cual es "definido por el legislador a partir de la decisión "político-criminal de proteger un bien jurídico; en "esa virtud, el tipo penal se construye mediante los "llamados elementos del tipo, los cuales pueden "variar en cada caso; en ese sentido, se tiene que "los elementos del tipo penal para su estudio se "dividen en objetivos y subjetivos, los primeros a "su vez se clasifican en descriptivos y normativos "o valorativos, los segundos comprenden "subjetivos genéricos y subjetivos específicos, "dentro de los objetivos descriptivos tenemos la "conducta que puede ser de acción u omisión "(propia o impropia), bien jurídico tutelado y su "afectación o puesta en peligro, sujetos activos, "calidades de los mismos, resultado y nexo de "atribuibilidad, medios comisivos, circunstancias "de tiempo, lugar, modo y ocasión; los normativos "son aquellos que sólo pueden ser aprehendidos "(sic) o comprendidos mediante un proceso "intelectivo o valorativo, de manera que para su "comprensión se necesita un complemento de "carácter socio-cultural general o de carácter "jurídico valorativo, ejemplo de ellos es cuando en "la descripción típica se señala ‘indebidamente’, "‘sin causa justificada’, ‘justo o injusto’; a su vez "dentro de los elementos subjetivos genéricos se "tiene al dolo, ya sea directo o eventual, o bien la "culpa, con representación o sin ella; finalmente, "tendríamos a los subjetivos específicos que son "los ánimos, finalidades, deseos, intenciones, o "cualquier elemento que entrañe un objetivo "ulterior.--- En esa virtud, de acuerdo a la "descripción típica contenida en el artículo 222 del "Código Penal Federal, se puede establecer que "existen dos maneras conocidas de cohecho: "pasivo cuando su comisión corre a cargo del "funcionario público (fracción I, del numeral "referido), y activo, en el que entra en juego la "acción ilícita del particular (fracción II); y así, los "elementos típicos del delito de cohecho en la "hipótesis prevista en la fracción II, del artículo 222 "del Código Penal Federal que se aplicó en la "sentencia condenatoria y que se tilda de "inconstitucional son:--- a) El dar dinero o dádiva "(en el caso particular ambas) a un servidor "público.--- b) El propósito de la entrega del dinero "debe consistir en que el funcionario público "realice un acto justo o injusto, relacionado con "sus funciones.--- Así lo ha sostenido también, la "Primera Sala del Máximo Tribunal de Justicia de la "Nación, al señalar en la tesis consultable en la "página 16, del Semanario Judicial de la "Federación, Sexta Época, Volumen LXXIV, "Segunda Parte, lo siguiente:--- ‘COHECHO, "DELITO DE. Los’. (transcribe).--- Como podrá "observarse, la descripción típica del delito de "COHECHO en la hipótesis por la que se condenó "al justiciable, contiene como elementos "normativos las expresiones ‘espontánea’, "‘servidor público’ y “justo o injusto”, la primera de "ellas de valoración cultural y las dos restantes de "valoración jurídica, elementos normativos "respecto de los cuales el Tribunal Unitario hizo "alusión en las fojas 136 y 137 de la sentencia "combatida y que en este apartado únicamente se "hará alusión al último de los nombrados por ser el "aspecto en que el quejoso circunscribe la "inconstitucionalidad de la ley.--- Ciertamente, de la "lectura de la disposición legal en que se contiene "el tipo penal de referencia, se advierte que para la "configuración del ilícito en la hipótesis "mencionada, es necesario que la acción (por ser el "caso en que se adecuó la conducta del quejoso) "que se pide realizar al servidor público esté "relacionada con sus funciones, para que dicha "petición pueda poner en peligro el bien "jurídicamente tutelado, por la norma.--- Tal "exigencia debe entenderse en el sentido de que el "acto que se le pide hacer debe estar relacionado "con el cargo de servidor público que desempeña, "esto es, que éste debe estar en posibilidad "material de realizar la conducta que se le pide, "pues para ello puede hacer uso de su cargo como "servidor público.--- Ahora bien, el elemento "normativo ‘justo o injusto’ que contiene la "descripción típica aludida, a juicio de este Tribunal "Colegiado no viene más que a constituir un "elemento accesorio relacionado con las funciones "del servidor público cohechado, siendo por tanto, "indiferente el contenido de ese acto, como bien lo "señaló el tribunal de alzada en la sentencia "combatida, puesto que con dichos términos de "‘justo o injusto’ lo que el legislador pretendió, fue "excluir cualquier valoración sobre la conducta "realizada por el servidor público cohechado, si se "toma en consideración que el verbo rector del tipo "penal de cohecho, en la hipótesis que nos ocupa "radica en que el sujeto activo dé dinero o "cualquier dádiva al servidor público para que éste "realice los actos que de él se solicitaron en el "ejercicio de los deberes de su cargo, como "propios e inherentes a las funciones que "desempeña, en otras palabras, el cohecho implica "la corrupción de un servidor público con el fin de "que éste ejecute un acto opuesto al cumplimiento "de sus deberes oficiales y que al final de cuentas "puede ser justo o injusto, de ahí que, contrario a lo "argüido por el amparista, el hecho de no definirse "en el artículo 222 del Código Penal en cuestión, "los términos ‘justo o injusto’, no significa que se "deje al encausado en estado de indefensión, pues "se repite, para acreditar el cuerpo del delito de "cohecho en la hipótesis que se estimó actualizada, "basta con que de las pruebas allegadas al proceso "se demuestre que el activo del delito dio a algún "servidor público dinero para que éste realizara el "acto que de él se solicitó, el cual debe ser "inherente a sus funciones, pues de lo contrario, su "conducta sería atípica, aún cuando pudiere ser "censurable en el orden moral, lo que de ninguna "manera significa que dicha norma se aplique "analógicamente.--- Con independencia de lo "razonado, debe decirse que aún suprimiendo los "conceptos de ‘justo o injusto’ contenidos en la "descripción típica del delito de cohecho que se "analiza, la figura delictiva en comento subsistiría "plenamente, puesto que como se ha dicho, lo "sancionable por la norma penal en el caso "concreto es que cualquier persona entregue al  "servidor público una remuneración o bien una "dádiva cualquiera para que aquél realice algún "acto vinculado con las funciones que como "servidor público tiene confiadas, pues con ese "actuar se vulnera la honradez e irreprochabilidad "funcional de los mismos.--- Sobre el particular, "este Tribunal Colegiado sostuvo la Tesis "consultable en la página 140 del Semanario "Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IV, "Segunda Parte-1, julio a diciembre de 1989, cuyo "rubro y texto rezan:--- ‘COHECHO, DELITO DE. "ACCESORIEDAD ELEMENTAL DEL HACER ALGO "‘JUSTO O INJUSTO’ RELACIONADO CON LAS "FUNCIONES DEL ACTIVO’. (transcribe).--- De lo "anterior se colige entonces que, no por el hecho "de que el legislador no haya definido lo que debe "entenderse por ‘justo o injusto’ hace que el "artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal "sea inconstitucional, pues de admitir dicha "postura, sería tanto como exigir que todos los "elementos normativos que integran el tipo penal, "estén definidos en las disposiciones legales, lo "que convertiría al Código Penal, más que un "ordenamiento en que se prevén y punen las "conductas delictivas, en un glosario en el que se "establezca el significado de los elementos "integradores de cada tipo penal...”.
La anterior transcripción también revela que no es cierto, como sostiene el recurrente, que el Tribunal Colegiado haya sostenido que el tipo penal de cohecho activo requiere que al funcionario público se le entregue u ofrezca dinero y dádiva, pues lo que señaló es que en el caso el quejoso entregó ambos, ya que señaló que uno de los elementos de ese tipo penal es “a) El dar dinero o dádiva (en el caso particular ambas) a un servidor público”.

El recurrente en relación con su propuesta de que resulta inconstitucional el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, señala que el Tribunal Colegiado continuó modificando el tipo penal que contiene, pues suprimió del mismo los conceptos “justo o injusto”, que son la “piedra angular y fase terminal del normativo”.

Como ya se precisó, al examinar el agravio anterior, el Tribunal Colegiado consideró que el tipo penal del cohecho activo contiene como elemento normativo de valoración jurídica la expresión “justo o injusto”, el cual es accesorio, pues para la configuración del tipo es indiferente el contenido del acto que se pide realizar al servidor público, ya que con los términos de “justo o injusto” el legislador pretendió excluir cualquier valoración sobre la conducta realizada por el servidor público cohechado, toda vez que el cohecho implica la corrupción de un servidor público con el fin de que éste ejecute un acto opuesto al cumplimiento de sus deberes oficiales y que al final de cuentas puede ser justo o injusto.

Una vez señalado lo anterior, el Tribunal a quo concluyó el hecho de que el artículo 222 del Código Penal Federal no defina los términos ‘justo o injusto’, no deja al quejoso en estado de indefensión, ya que para acreditar el cuerpo del delito de cohecho activo basta demostrar que el sujeto activo dio a algún servidor público dinero o dádiva para que éste realizara el acto inherente a sus funciones.

Al respecto, el Tribunal Colegiado agregó que aún suprimiendo los conceptos de “justo o injusto” contenidos en la descripción típica del delito de cohecho activo, esta figura delictiva subsistiría plenamente, pues lo sancionado es que cualquier persona entregue al  servidor público una remuneración o bien una dádiva cualquiera para que aquél realice algún acto vinculado con las funciones que como servidor público tiene confiadas, ya que con ese actuar se vulnera la honradez e irreprochabilidad funcional de los mismos.

Lo anterior, pone de manifiesto que en la sentencia recurrida no se modificó el tipo penal de cohecho activo, ya que lo que hizo el Tribunal Colegiado fue señalar que los términos “justo o injusto”, como contenido del acto que se pide realizar al servidor público, es un elemento accesorio, así como que con ellos el legislador pretendió excluir cualquier valoración sobre la conducta solicitada al servidor público y, con objeto de demostrar tales consideraciones, precisó que aún suprimiéndose ese elemento normativo el tipo penal subsistiría plenamente.

Igualmente resulta infundado el agravio que se hace consistir en que indebidamente el Tribunal Colegiado, en este punto, hizo referencia a las pruebas allegadas al proceso lo cual es incorrecto, pues el análisis sobre la constitucionalidad de una norma legal debe hacerse confrontando la hipótesis que contiene con la Carta Magna, a la luz de los conceptos de violación.

En efecto, el Tribunal a quo no realizo un análisis de las pruebas aportadas en la causa penal instruida en contra del ahora quejoso, pues lo que hizo fue señalar que el hecho de que el precepto impugnado no defina los términos “justo o injusto” no deja al procesado en estado de indefensión, ya que para acreditar el cuerpo del delito basta “con que las pruebas allegadas al proceso se demuestre que el activo del delito dio a algún servidor público dinero para que éste realizara el acto que de él solicitó, el cual debe ser inherente a sus funciones”, lo anterior pone de manifiesto que la referencia a “las pruebas allegadas” no corresponde a las que obran en el expediente del asunto a que este toca se refiere, sino a la consideración en que se explica cómo se acredita el cuerpo del delito de cohecho activo y que, por ello, la no definición de los conceptos de “justo” e “injusto” no se traduce en indefensión para los que se les imputa la comisión de tal ilícito.

Por otra parte, el quejoso insiste en que la inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, se encuentra en que contiene un elemento subjetivo vago y oscuro: la frase “justo o injusto” en que consiste el fin último de la conducta, en relación con el hacer o no hacer del servidor público. 

Agrega el recurrente que esa imprecisión de la ley se puede traducir en violación a las formalidades esenciales del procedimiento, ya que puede afectar sus garantías individuales de adecuada defensa y exacta aplicación de la ley en materia penal, de ahí que no por capricho pretende que el Código Penal Federal se convierta en un glosario, como sostuvo el Tribunal Colegiado, sino que es necesario que se conozca con claridad el texto y los alcances de la ley. 

También aduce el quejoso que el elemento “justo o injusto” no es irrelevante, como lo sostuvo el Tribunal Unitario responsable, ni accesorio, como se señaló en la sentencia que recurre, ya que se trata de un elemento subjetivo del tipo indispensable para integrar la norma y fincar el juicio de reproche. 

Como el quejoso insiste en que el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, viola  las garantías contenidas en el artículo 14 constitucional, es conveniente tener presente que éste a la letra dispone:

"Artículo 14.- A ninguna ley se dará efecto "retroactivo en perjuicio de persona alguna.

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o "de sus propiedades, posesiones o derechos, sino "mediante juicio seguido ante los tribunales "previamente establecidos, en el que se cumplan "las formalidades esenciales del procedimiento y "conforme a las leyes expedidas con anterioridad al "hecho.

"En los juicios del orden criminal queda prohibido "imponer, por simple analogía, y aún por mayoría "de razón, pena alguna que no esté decretada por "una ley exactamente aplicable al delito de que se "trata.

"En los juicios del orden civil, la sentencia "definitiva deberá ser conforme a la letra o a la "interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se "fundará en los principios generales del derecho”.

El precepto constitucional transcrito establece principios fundamentales respecto de la materia penal, con el propósito de garantizar la libertad de los individuos, pues no hace sino recoger las máximas “NULLUM CRIMEN, NULLA POENA SINE LEGE” y “NULLA POENA SINE INDICIUM”, que respectivamente se traducen en que tanto el delito como la pena tienen que estar establecidos en una ley expedida con anterioridad por el órgano legislativo competente y en que para imponer una pena, se requiere que se haya seguido previamente un proceso ante un juzgado competente, en el que se hayan respetado las garantías que se otorgan al inculpado.

En efecto, en el caso de la materia penal, la garantía de audiencia establecida en el segundo párrafo del articulo 14 constitucional, se sustenta en el principio de que no puede haber pena sin proceso y la garantía de legalidad establecida en el tercer párrafo, exige que tanto ésta como el hecho que la motiva (delito) se encuentre previsto en una ley previa exactamente aplicable. 

Encuentran apoyo las conclusiones anteriores en la tesis aislada de la Primera Sala, que si bien se refiere a que es inconstitucional imponer penas que no han sido previstas por el legislador, también informa el criterio, que este Tribunal Pleno hace suyo, relativo a las garantías del inculpado contenidas en los párrafos segundo y tercero del artículo 14 constitucional, que se ha analizado, dicha tesis es la siguiente: 

Quinta Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: XXXVIII

Página:  2434

"PENAS INDETERMINADAS, "INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS.  El artículo 14 "de la Constitución Federal, estatuye, en sus "párrafos segundo y tercero, que nadie podrá ser "privado de la vida, de la libertad o de sus "propiedades, posesiones o derechos, sino "mediante juicio seguido ante los tribunales "previamente establecidos, en el que se cumplan "las formalidades esenciales del procedimiento y "conforme a las leyes expedidas con anterioridad al "hecho, y que en los juicios del orden criminal "queda prohibido imponer, por simple analogía y "aún por mayoría de razón, pena alguna que no "esté decretada por una ley exactamente aplicable "al delito de que se trata. Los principios "consignados en los párrafos que anteceden, no "son sino el reconocimiento de cánones "fundamentales formulados con respecto a la ley "penal y a fin de garantizar la libertad de los "individuos, y conforme a aquéllos, no puede "considerarse delictuoso un hecho sino por "expresa declaración de la ley; por tanto, no puede "aplicarse pena alguna que no se halle determinada "en la ley y nadie puede ser sometido a una pena "sino en virtud de un juicio legítimo. Analizando los "sistemas concernientes a la duración de las "penas, dice Florián, que la ley puede presentar "tres aspectos: a) puede estar determinada "absolutamente, esto es, la ley fija la especie y la "medida de la pena, de manera que el Juez no tiene "otra tarea que su mera aplicación al caso "concreto; b) puede estar determinada "relativamente esto es, la ley fija la naturaleza de la "pena y establece el máximo y el mínimo de ella, y "el Juez tiene facultad de fijar la medida entre "diversas penas indicadas por la ley y aplicar "algunas medidas que son consecuencias penales; "c) por último, la ley puede estar absolutamente "indeterminada, es decir, declara punible una "acción, pero deja al Juez la facultad de determinar "y aplicar la pena, de la cual no indica ni la especie, "ni menos aún la cantidad. Es fácil observar que el "primero y tercer métodos deben excluirse; el "primero sustituye el legislador al Juez y hace a "éste, instrumento ciego y material de aquél; el "tercero, sustituye el Juez al legislador y abre la "puerta a la arbitrariedad, infringiendo el sagrado "principio, baluarte de la libertad, "nullum crimen "sine lege", "nulla poena sine lege" por lo que, "establecido que el artículo 14 de la Constitución "proclama los principios que el tratadista invocado "reputa que se destruyen o desconocen con las "penas de duración indeterminada, cabe concluir "que las sanciones de esa especie son contrarias a "la Constitución Federal y debe concederse el "amparo que contra las mismas se solicite, para el "efecto de que la autoridad responsable dicte "nueve sentencia, imponiendo al reo la penalidad "que corresponda, dentro de los límites señalados "por los preceptos legales referentes al delito por el "que el mismo fue acusado”.

Amparo penal directo 1178/32. **********. 8 de agosto de 1933. Unanimidad de cinco votos en cuanto a la concesión del amparo; mayoría de tres votos, por lo que hace a los fundamentos del fallo. Disidentes: Fernando de la Fuente y Enrique Osorno Aguilar. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Volviendo al principio de legalidad en materia penal, es conveniente precisar que éste no sólo obliga al legislador a declarar que un hecho es delictuoso, sino que también describa con claridad y precisión el hecho o la conducta que se considera delictivo, ahora bien, esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado. Lo anterior es así, porque la máxima “NULLUM CRIMEN SINE LEGE” comprende necesariamente a las figuras típicas, ya que no puede ser respetado si previamente no existe una delimitación del contenido, esencia, alcance y límites de los tipos penales.

Las figuras típicas son las que delimitan los hechos punibles, razón por la que en las descripciones del injusto que acotan y recogen, el legislador debe armonizar la seguridad jurídica y la tutela de los intereses vitales que hacen posible la justicia y la paz social, para lo cual puede integrar aquéllas con elementos externos, subjetivos y normativos inherentes a las conductas antijurídicas; que de realizarse funden los juicios de reproche sobre sus autores y las imposiciones de penas previa y especialmente establecidas.

Encuentra apoyo lo anterior en la tesis de este Tribunal Pleno, que a continuación se transcribe:

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: I, mayo de 1995

Tesis: P. IX/95            

Página:    82

"EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA "PENAL, GARANTÍA DE. SU CONTENIDO Y "ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY MISMA.  "La interpretación del tercer párrafo del artículo 14 "constitucional, que prevé como garantía la exacta "aplicación de la ley en materia penal, no se "circunscribe a los meros actos de aplicación, sino "que abarca también a la propia ley que se aplica, "la que debe estar redactada de tal forma, que los "términos mediante los cuales especifique los "elementos respectivos sean claros, precisos y "exactos. La autoridad legislativa no puede "sustraerse al deber de consignar en las leyes "penales que expida, expresiones y conceptos "claros, precisos y exactos, al prever las penas y "describir las conductas que señalen como típicas, "incluyendo todos sus elementos, características, "condiciones, términos y plazos, cuando ello sea "necesario para evitar confusiones en su aplicación "o demérito en la defensa del procesado. Por tanto, "la ley que carezca de tales requisitos de certeza, "resulta violatoria de la garantía indicada prevista "en el artículo 14 de la Constitución General de la "República.”

Amparo directo en revisión 670/93. **********. 16 de marzo de 1995. Mayoría de siete votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge Carenzo Rivas.

Por otra parte, es necesario tomar en cuenta que el principio de legalidad en materia penal no excluye la labor del juzgador de interpretar la norma que va a aplicar, dicho de otra manera, para poder aplicar la ley penal el juzgador primero debe interpretarla, es decir, determinar su significado con auxilio de los diversos métodos de interpretación del Derecho. Encuentra apoyo lo anterior en la tesis de la Primera Sala, que este Tribunal Pleno comparte, que a continuación se transcribe:

Quinta Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: XXVI

Página:  1277

"LEYES PENALES.  Si bien el artículo 14 "constitucional, prohíbe imponer penas por simple "analogía y aun por mayoría de razón, esto no "quiere decir que las leyes penales no admitan "interposición (sic) y que deban aplicarse según su "significado literal, que puede ser antijurídico y aun "conducir al absurdo; los tratadistas mismos, "admiten que puede ser interpretada la ley penal. "La prohibición del citado artículo constitucional, "debe entenderse en un sentido natural y "razonable, haciendo uso de los diversos "procedimientos de dialéctica jurídica, tales como "la historia, los tratados preparatorios, el fin de la "ley, la concordancia de los textos, etc. En este "sentido se ha podido muy justamente decir, que la "interpretación no debe ser ni extensiva, ni "restrictiva sino sólo declarativa de la voluntad del "legislador”.

Amparo penal en revisión 3124/28. **********. 2 de julio de 1929. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Una vez precisado lo anterior, este Tribunal Pleno estima necesario tener en cuenta que el tipo penal contenido en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, ya fue analizado por la Primera Sala, al resolver el cuatro de julio de dos mil uno, por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia del señor Ministro Juan N. Silva Meza, la contradicción de tesis número 109/2000-PS, suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del mismo Circuito, en la que dicha Sala sostuvo:

"CÓDIGO PENAL FEDERAL

"‘Artículo 222.- Cometen el delito de cohecho:

"I.- El servidor público que por sí, o por interpósita "persona solicite o reciba indebidamente para sí o "para otro, dinero o cualquiera otra dádiva, o "acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer "algo justo o injusto relacionado con sus "funciones; y

"II.- El que de manera espontánea dé u ofrezca "dinero o cualquier otra dádiva a alguna de las "personas que se mencionan en la fracción "anterior, para que cualquier servidor público haga "u omita un acto justo o injusto relacionado con "sus funciones.’

"De la transcripción anterior se obtiene que ambos "preceptos legales prevén el delito de cohecho "pasivo (en su primera fracción) y de cohecho "activo (en su fracción segunda).

"En el cohecho pasivo, la acción consiste en "solicitar o recibir por sí o por persona intermedia, "dinero o cualquier otra dádiva o aceptar el "ofrecimiento o promesa para ejecutar un acto, en "este tipo de cohecho se requiere un sujeto activo "calificado que no es otro sino la autoridad o "funcionario público.

"Por otra parte, en la fracción II de ambos "preceptos legales se prevé que comete delito de "cohecho el que dé u ofrezca dinero, cualquier otra "dádiva o ventaja pecunaria a un funcionario o "servidor público para que haga u omita hacer un "acto justo o injusto relacionado con sus "funciones, a esta clase de cohecho se le denomina "activo y lo puede cometer cualquier persona "incluso un funcionario público, naturalmente no "en ejercicio de sus funciones. Es esta clase de "cohecho la que fue examinada por los Tribunales "Colegiados para determinar, en las sentencias que "emitieron, qué elementos se deben acreditar para "que se configure ese delito…

"… Una vez fijada la postura de los Tribunales "Colegiados, esta Primera Sala vuelve a la "descripción típica que del delito de cohecho hacen "los preceptos transcritos anteriormente, de la que "se obtiene que el establecimiento de ese ilícito "busca proteger a la Administración Pública no en "su abstracción y generalidad, sino en aquellas "manifestaciones concretas que necesitan de la "tutela penal. Dicho de otra manera, se pretende "desalentar el abuso de poder de los funcionarios "públicos, ya que implica un grave daño a la "sociedad, pues ésta pierde la confianza en las "instituciones y en el orden jurídico, daño que "aumenta cuando ese abuso de facultades se "realiza con ánimo de lucro.

"Entonces, podemos concluir que la creación del "tipo penal de cohecho tiene como finalidad "proteger el normal y correcto funcionamiento de la "Administración Pública y, además, la corrección y "la insospechabilidad del funcionario, lo cual "ocurre cuando los servidores públicos hacen un "debido uso de las atribuciones que las normas "que rigen su actuación les otorgan.

"Ahora bien, de la descripción típica del delito de "cohecho activo, que realizan ambas "disposiciones, se obtienen los siguientes "elementos:

"El dar u ofrecer dinero o cualquier otra dádiva o "ventaja pecuniaria a un servidor público.

"El propósito de la entrega u ofrecimiento de dinero "debe consistir en que el funcionario público haga "o deje de hacer un acto, justo o injusto, "relacionado con sus funciones. Este requisito "implica la necesidad de una conexión causal entre "la entrega u ofrecimiento de dinero o cualquier "otra dádiva o ventaja pecuniaria y el acto a "realizar.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada de la Primera Sala, que a continuación se transcribe:

Sexta Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.

Tomo: Segunda Parte, LXXIV.

Página:    16.

"‘COHECHO, DELITO DE. Los elementos "constitutivos del delito de cohecho son: que el "infractor dé, ofrezca, reciba o acepte, dinero o "cualquiera otra dádiva a un funcionario o "empleado público; que el ofrecimiento, dádiva, "recepción o aceptación, sea para el efecto de que "el cohechado haga o deje de hacer un acto justo o "injusto, y que la acción u omisión, se relacione "con las funciones del cohechado, datos que son "evidentes si el inculpado ofrece dinero a un "empleado público, para que no cumpla con su "deber.’

Amparo directo 1373/62. **********. 21 de agosto de 1963. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Alberto R. Vela.

Quinta Época.

Tomo LXXXVII, página 2635. Amparo penal directo 2874/45, sección 2a. **********. 22 de marzo de 1946. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Tomo XLIV, página 779. Amparo penal directo 2/35, sección 1a. **********. 10 de abril de 1935. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Tomo XLI, página 1807. Amparo penal en revisión 74/34, sección 3a. **********. 6 de julio de 1934. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Por otra parte, el tipo penal en estudio prevé como sujeto activo del delito de cohecho al particular que realiza la entrega o el ofrecimiento de dinero y para que se configure ese ilícito no se requiere de la aceptación del servidor o funcionario público, ya que no lo exige aquél, pues puede configurarse de manera unilateral, tal como se observa en las tesis que a continuación se transcriben:

Séptima Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.

Tomo: 70 Segunda Parte.

Página:    13.

"‘COHECHO. IRRELEVANCIA DE LA ACEPTACIÓN "O NO DEL OFRECIMIENTO. Para la tipificación y "configuración del delito de cohecho a que se "refiere la fracción II del artículo 217 del Código "Penal Federal, es suficiente el solo ofrecimiento "de dinero o cualquier otra dádiva a la persona "encargada de un servicio público centralizado o "descentralizado para que haga u omita un acto "justo o injusto relacionado con sus funciones, "delito que se consuma al realizarse el ofrecimiento "indicado, por lo que carece de relevancia jurídica "el que tal ofrecimiento sea o no aceptado por el "funcionario a quien se hizo.’

Amparo directo 146/73. **********. 28 de octubre de 1974. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarez, en cuya ausencia, hizo suyo el proyecto el Ministro Mario G. Rebolledo.

Sexta Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.

Tomo: Segunda Parte, CXXIV.

Página:    12.

"‘COHECHO. PUEDE SER DELITO UNILATERAL O "BILATERAL. Respecto a afirmaciones que se "hacen en cuanto a que el cohecho es delito "plurisubjetivo, o sea, debe entenderse que tiene "varios sujetos activos copartícipes del delito, cabe "apuntar: A uno de dos sistemas, por lo general, se "adhieren las legislaciones en función del delito de "cohecho: un sistema lo considera como un delito "bilateral, en el que necesariamente existen cuando "menos dos sujetos activos copartícipes, por lo "que si uno no resulta responsable, el otro también "no lo es. El otro sistema se caracteriza por "considerar el cohecho como unilateral o de "culpabilidad individual, distinguiendo claramente "la situación jurídica del cohechante como cohecho "activo independiente y la del cohechado como "cohecho pasivo autónomo. Resultado de esto, es "que la responsabilidad o irresponsabilidad de la "persona cohechante en el cohecho activo, es "intrascendente para la situación del encargado del "servicio público que podría o no consumar "cohecho pasivo y viceversa. En nuestra historia "legislativa, el código de 7 de diciembre de 1871, "consagraba el sistema de cohecho bilateral, pues "en el artículo 1014 se estructuraba el tipo del "delito que lógicamente comprendía al encargado "de un servicio público, el que aceptaba el "ofrecimiento o la remuneración indebida, y al "particular, ya que para éste no existía precepto "que estableciera una descripción típica especial, y "tal artículo 1014 señalaba la pena correspondiente "al primero, y en el artículo 1022 se decía que el "corruptor o sea el particular quien hacía el "ofrecimiento o realizaba la entrega, ‘sufriría, por "regla general, las mismas penas del cohecho, "menos la suspensión’; infiriéndose que la "inculpabilidad de uno generaba la del otro y "viceversa. Nuestro código en vigor establece un "sistema en el que distingue claramente la "situación del cohechante como cohecho activo y "la del cohechado como cohecho pasivo, diverso al "anterior, y estructura: a) el cohecho bilateral en el "que debe entenderse que así se llama por "concurrir dos voluntades y no dos delincuentes "copartícipes; y b) el cohecho unilateral, así "llamado por requerir una sola voluntad. En la "fracción II del artículo 217 del Código Penal, se "preceptúa que consuma el delito de cohecho: ‘el "que de manera espontánea dé, u ofrezca dinero o "cualquiera otra dádiva a alguna de las personas "que se mencionan en la fracción anterior "(encargado de un servicio público o funcionario "de empresa de participación estatal), para que "éste haga u omita un acto justo o injusto "relacionado con sus funciones’. En tal virtud (y lo "mismo se puede decir de la fracción I, sólo que a "la inversa, o tratándose del encargado de un "servicio público o funcionario de empresa de "participación estatal), existen dos formas típicas "de integrar el delito: primero: cuando "espontáneamente se da una dádiva; y segundo: "cuando se ofrece (en las condiciones que requiere "el tipo). En el primer caso, como el dar por un "particular implica el recibir por el encargado del "servicio público o por el funcionario de empresa "de participación estatal, nos encontramos con el "cohecho bilateral, así llamado por la existencia del "acuerdo de dos voluntades, una la del que "entrega, que puede integrar cohecho activo; y "otra, la del que recibe, que puede integrar cohecho "pasivo; no siendo bilateral como se ha dicho, "porque sean dos delincuentes copartícipes, uno el "que da y otro el que toma; y tan es así, que el que "da la dádiva realiza una conducta típicamente "autónoma que se subsume en la fracción II del "artículo 217 del Código Penal y el que recibe la "dádiva no comete delito a virtud de la misma "descripción típica, sino en función de otra "totalmente distinta, que la es la de la fracción I del "artículo señalado. Luego no son dos sujetos "activos del mismo delito, sino un sujeto activo del "delito de cohecho activo que lo es el particular y "un sujeto activo del muy diverso delito de "cohecho pasivo, que lo es el encargado del "servicio público o el funcionario de empresa de "participación estatal. Es decir, cada uno es sujeto "activo de su delito, el que es diverso uno frente al "otro; y lo anterior se ilustra con un ejemplo en el "que un particular da una cantidad en concepto de "dádiva y el encargado del servicio público recibe "tal cantidad en concepto de pago legítimo de una "deuda lícitamente existente con anterioridad. El "error esencial por el que no actúa dolosamente el "encargado del servicio público en nada altera la "culpabilidad del particular que consuma delito. "Por lo tanto, cuando en los casos en que el que da "y el que recibe la dádiva consuman sendos delitos "de cohecho, ello es a virtud de lógica coincidencia "y no porque la responsabilidad de uno determine "la del otro. En el caso del cohecho bilateral, o sea "en el de dar, el delito se consuma en el momento "del convenio por el que se entrega y recibe la "dádiva con la finalidad típica establecida, "resultando indiferente que después de haberla "recibido el encargado del servicio público o "funcionario de empresa de participación estatal, "haya o no realizado el acto prometido de su "función. En el segundo caso como el ofrecer la "dádiva con la finalidad típica establecida, no "implica que el encargado del servicio público o "funcionario de empresa de participación estatal "acepte el ofrecimiento, nos encontramos frente al "cohecho activo llamado unilateral por requerir una "sola voluntad, el cual se consuma en el momento "mismo del ofrecimiento típico señalado. Ante lo "que resulta intrascendente que la dádiva "prometida se entregue o no posteriormente; ya "que cuando se hace tal entrega, ésta constituye el "agotamiento del delito ya consumado; y "procesalmente esto es un indicio de que se "ofreció con anterioridad.’

Amparo directo 8102/65. **********. 5 de octubre de 1967. Cuatro votos. Ponente: José Luis Gutiérrez Gutiérrez.

Lo anterior, pone de manifiesto que el delito de cohecho activo es un ilícito de mera conducta, toda vez que se integra por un comportamiento externo del agente, independientemente de los efectos que cause en el mundo externo, dicho de otra manera se está en presencia de un tipo penal de resultado formal.

Ahora bien, volviendo a los elementos que integran el tipo penal, por lo que hace al primero, consistente en dar u ofrecer dinero o cualquier otra dádiva o ventaja pecuniaria a un servidor público, basta con acreditar tal extremo, es decir, que se hizo tal entrega u ofrecimiento.

Por otra parte, para tener por acreditado el elemento del tipo penal, consistente en el propósito de la entrega u ofrecimiento de dinero al servidor público, es indispensable que se reúnan los requisitos relacionados con el bien jurídico que se pretende tutelar al establecer el delito de cohecho, a que nos referiremos más adelante.

En efecto, de la simple lectura de las disposiciones que contienen el tipo penal en estudio pareciera que para tener por acreditado el segundo elemento del delito de cohecho activo bastara con demostrar que el haber dado u ofrecido dinero al servidor público fue con la finalidad de que éste hiciera o dejara de hacer un acto justo o injusto relacionado con sus funciones.

De acuerdo con los preceptos legales que regulan el tipo penal es necesario, para la configuración del ilícito, que la acción u omisión que se pide realizar al servidor público esté relacionada con sus funciones, requisito que esta Primera Sala advierte es indispensable para que dicha petición pueda poner en peligro el bien jurídicamente tutelado, a saber: el correcto y adecuado desempeño de la Administración Pública.
En este punto es conveniente destacar que cuando el tipo penal exige que la acción u omisión que se solicita realice el servidor público tenga relación con sus funciones, tal exigencia debe entenderse en el sentido de que el acto justo o injusto que se le pide hacer u omitir debe tener conexión con el cargo de servidor público que desempeña, pues no necesariamente esa acción u omisión debe estar dentro de las funciones que legalmente tiene encomendadas, ya que aquél solamente prevé que tenga relación con éstas, lo que implica que basta con que el sujeto pasivo esté en posibilidad material de realizar la conducta, que se le pide, pues para ello puede hacer uso de su cargo como servidor público.
En efecto, puede suceder que la acción u omisión que se pide al servidor público que realice, no esté comprendida dentro de las funciones que legalmente tiene encomendadas, sin embargo, tenga relación con éstas, pues el cargo público que desempeña le da la posibilidad fáctica de hacer lo que se le solicita.

Igualmente es conveniente precisar que el requisito de que la acción u omisión que se pide realizar al servidor público tenga relación con sus funciones hace descartar cualquier acto ajeno a la función administrativa y todo aquél que no corresponda a la función del cargo del servidor público cohechado.

Atendiendo a los casos concretos resueltos por los Tribunales Colegiados que motivaron la presente contradicción, debe señalarse que el tipo penal no exige que el servidor público, en el momento en que se le hace la entrega u ofrecimiento de dinero, cualquier otra dádiva o ventaja pecuniaria para que haga o deje de hacer un acto justo o injusto relacionado con sus funciones, esté en posibilidad de llevar a cabo esa acción u omisión que se le solicita, sino que basta con que en algún momento lo haya estado, pues esto demuestra que el sujeto activo supo a quién dirigirse para obtener su pretensión y el hecho de que por circunstancias ajenas a su voluntad, como puede ser por el trámite del asunto, el servidor público al que se hace la entrega u ofrecimiento ya no pueda llevar a cabo la conducta que le solicita no implica que no se hayan acreditado los elementos del tipo penal de cohecho activo, que ya se ha analizado.

De lo anterior se obtiene que para tener por acreditado el elemento del delito de cohecho, consistente en el propósito del ofrecimiento hecho al servidor público, debe demostrarse que la acción u omisión que se le pidió llevar a cabo está relacionada con sus funciones, ya que en este caso se pone en peligro el debido funcionamiento de la Administración Pública, bien jurídico que tutela el delito de cohecho.

Entonces, se puede concluir que para la configuración del tipo penal de cohecho activo se requiere de la entrega u ofrecimiento de una suma de dinero o cualquier otra dádiva o ventaja pecuniaria hecha a un servidor público y que el propósito de la misma, en algún momento, sea posible, porque el hacer o dejar de hacer el acto justo o injusto que se le pide realizar está relacionado con sus funciones.”

La transcripción anterior revela que, contrariamente a lo señalado por el quejoso en sus agravios, fue correcta la determinación del Tribunal a quo sobre los elementos del tipo de cohecho activo, que son: a) El dar dinero o dádiva a un servidor público y b) El propósito de la entrega del dinero debe consistir en que el funcionario público realice un acto justo o injusto, relacionado con sus funciones.

Igualmente se puede señalar que la Primera Sala de este Alto Tribunal ha sostenido, como lo hizo el Tribunal Colegiado, que para la configuración del delito de cohecho activo es necesario que la acción u omisión que se pide realizar al servidor público esté relacionada con sus funciones, requisito que es indispensable para que dicha petición pueda poner en peligro el bien jurídicamente tutelado: el correcto y adecuado desempeño de la Administración Pública.

Entonces, resulta que se puede corroborar el criterio del Tribunal Colegiado, consistente en que el hecho de que el legislador al establecer, como propósito de la entrega u ofrecimiento, que el funcionario público realice un acto relacionado con sus funciones, haya precisado que esta actuación puede resultar justa o injusta,  fue con el propósito de excluir cualquier valoración sobre el contenido de la acción u omisión que al funcionario público se le pidió realizar.

Dicho de otra manera, el contenido del acto que se pide realizar al funcionario público no es determinante para la configuración del delito de cohecho, ya que basta con que este relacionado con sus funciones, pues el bien jurídico que esa figura típica tutela se ve afectado cuando un servidor público realiza con ánimo de lucro un acto relacionado con el cargo público que desempeña, cuando de ordinario debe ser gratuito, de ahí que el hecho de que la actuación del funcionario, que se le solicita, pueda resultar justa o injusta no varía la afectación del bien jurídico protegido.

Lo anterior, revela que al introducir los conceptos de “justo o injusto” en relación con el acto que se pide realizar al servidor público, mediante la entrega u ofrecimiento de una dádiva o dinero, el legislador trató de evitar que la valoración del contenido del acto influyera en la configuración del tipo de cohecho activo, ya que la figura típica abarca a los actos justos cuyo origen proviene de motivaciones o intenciones ajenas al correcto desempeño de la función pública.

Todo lo que se lleva dicho lleva a concluir que resultan infundados los agravios propuestos por el quejoso recurrente, pues el hecho de que el tipo penal no defina los conceptos de “justo” e “injusto” no deja en estado de indefensión a quien se le imputa la comisión del delito de cohecho activo, ya que la figura típica es clara en cuanto a los elementos que la integran y, por otra parte, esos términos tienen como finalidad evitar que cualquier valoración sobre el contenido de la conducta solicitada del servidor público, influya en la configuración del delito, toda vez que de manera evidente el legislador pretendió abarcar a aquellos actos justos cuyo origen no es el cabal ejercicio de la función pública, sino motivaciones ajenas a ésta. 

Es por lo anterior en que resultan infundados los agravios en que el quejoso insiste en que la norma legal que impugna contiene un tipo penal abierto, pues al precisar con claridad los elementos que integran el delito de cohecho activo, es evidente que no se deja en manos del juzgador su integración o la individualización de la conducta que prohíbe.

Además, el legislador no tiene la obligación de definir los vocablos que utiliza al redactar un ordenamiento legal, tal como se obtiene la tesis de la Primera Sala, que este Tribunal Pleno hace suya, la cual es la siguiente:

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XVI, Diciembre de 2002

Tesis: 1a. LXXXVII/2002    

Página:   229

"LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE "DERIVAR DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS "VOCABLOS O LOCUCIONES AHÍ UTILIZADOS, EN "QUE EL LEGISLADOR PUEDA INCURRIR.  Es "cierto que la claridad de las leyes constituye uno "de los imperativos apremiantes y necesarios para "evitar o disminuir  su vaguedad, ambigüedad, "confusión y contradicción; sin embargo, de un "análisis integral de la Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos, se llega a la "conclusión de que ninguno de los artículos que la "componen establece, como requisito para el "legislador ordinario, el que en cada uno de los "ordenamientos secundarios -considerando "también a los de la materia penal- defina los "vocablos o locuciones ahí utilizados. Lo anterior "es así, porque las leyes no son diccionarios y la "exigencia de un requisito así, tornaría imposible la "función legislativa, pues la redacción de las leyes "en general se traduciría en una labor interminable "y nada práctica, teniendo como consecuencia que "no se cumpliera, de manera oportuna, con la "finalidad que se persigue con dicha función. De "ahí, que resulte incorrecto y por tanto, inoperante, "el argumento que afirme que una norma se aparta "del texto de la Ley Fundamental, porque no defina "los vocablos o locuciones ahí utilizados, pues la "contravención a ésta se debe basar en aspectos "objetivos que generalmente son los principios "consagrados en ella, ya sea prohibiendo una "determinada acción de la autoridad en contra de "los particulares gobernados u ordenando la forma "en que deben conducirse en su función de "gobierno. Además, del análisis de lo dispuesto por "los artículos 94, párrafo séptimo y 72, inciso f), de "la Carta Magna, se advierte el reconocimiento, por "parte de nuestro sistema jurídico, de la necesidad "de que existan métodos de interpretación jurídica "que, con motivo de las imprecisiones y "oscuridades que puedan afectar a las "disposiciones legales, establezcan su sentido y "alcance, pero no condiciona su validez al hecho "de que sean claras en los términos que emplean”.

Amparo directo en revisión 258/2002. **********. 11 de septiembre de 2002. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Tampoco es correcta la afirmación del recurrente de que el precepto impugnado constituye lo que la doctrina ha denominado “ley penal en blanco”, ya que ésta se presenta cuando para determinar la prohibición debe acudirse a otra norma y, en el caso del tipo de cohecho activo, no existe esa remisión; además de que el hecho de que un precepto penal remita a otra norma del mismo ordenamiento o a distinta ley de la misma jerarquía, no implica su inconstitucionalidad, pues será el propio Poder Legislativo quien determina la conducta prohibida, es decir, el tipo penal.  

Por otra parte, es infundada la afirmación del recurrente en el sentido de que el Tribunal a quo no se ocupó de analizar lo que significan las palabras “espontánea” y “servidor público”,  contenidas en el tipo penal que se estima violatorio de la garantía de exacta aplicación de la ley penal, ya que en sus conceptos de violación no señaló que la norma penal que impugna sea inconstitucional por contener tales términos.

Al respecto, puede agregarse que el Tribunal Colegiado señaló lo siguiente:

"... Como podrá observarse, la descripción típica "del delito de COHECHO en la hipótesis por la que "se condenó al justiciable, contiene como "elementos normativos las expresiones "‘espontánea’, ‘servidor público’ y “justo o injusto”, "la primera de ellas de valoración cultural y las dos "restantes de valoración jurídica, elementos "normativos respecto de los cuales el Tribunal "Unitario hizo alusión en las fojas 136 y 137 de la "sentencia combatida y que en este apartado "únicamente se hará alusión al último de los "nombrados por ser el aspecto en que el quejoso "circunscribe la inconstitucionalidad de la ley...”.

A mayor abundamiento, como ya se precisó al analizar el alcance de la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, ésta no excluye la labor del juzgador de interpretar la ley que va a aplicar, lo cual se traduce en que para poder aplicar la ley penal el juzgador primero debe interpretarla, es decir, determinar su significado con auxilio de los diversos métodos de interpretación del Derecho; ahora bien, las palabras “espontánea” y “servidor público” son elementos normativos que exigen una valoración por parte del juzgador, que no lesionan la garantía de seguridad jurídica, ya que por los términos en que el precepto impugnado está redactado, es posible conocer su contenido, esencia, alcance y limites del tipo de cohecho activo que contiene y, por tanto, cómo se configura este delito.

En su tercer agravio, el quejoso introduce un nuevo argumento para demostrar la inconstitucionalidad del tipo penal de cohecho, cuyo estudio va abordar este Tribunal Pleno en atención a que se trata de un asunto de la materia penal, en que el recurrente es la persona a la que condena la sentencia reclamada, por considerarlo responsable de la comisión del delito de cohecho previsto y sancionado en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal.

Sirve de apoyo a lo anterior, por el criterio que informa, la tesis aislada de este Tribunal Pleno, que a continuación se transcribe:

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XII, Octubre de 2000

Tesis: P. CLXVI/2000       
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"SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA "EN MATERIA PENAL. OPERA EN LOS RECURSOS "DE REVISIÓN COMPETENCIA DE LA SUPREMA "CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, AUN "CUANDO LOS AGRAVIOS QUE LOS SUSTENTAN, "REFERIDOS A LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA "LEY, SEAN NOVEDOSOS RESPECTO DE LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN AUSENTES EN LA "DEMANDA ORIGINAL.  Si se toma en "consideración que en la materia penal la suplencia "de la deficiencia de la queja debe aplicarse como "una verdadera integración de planteamientos "ausentes, y que esta Suprema Corte de Justicia de "la Nación, en la tesis P. LXXXV/95, publicada en el "Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, "Novena Época, Tomo II, octubre de 1995, página "162, de rubro: "SUPLENCIA DE LA QUEJA EN "MATERIA PENAL. OPERA RESPECTO DE LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN REFERIDOS A LA "CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY.", estableció "que cuando se trate de la suplencia prevista en el "artículo 76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo, "relativo al juicio de garantías en materia penal, no "existe distinción alguna con relación a si debe "aplicarse a cuestiones de mera legalidad o de "inconstitucionalidad de leyes, así como que "tampoco hay impedimento para suplir los "conceptos de violación referidos a la "constitucionalidad de una ley, siempre y cuando "figure como acto reclamado y se haya emplazado "a las autoridades que la expidieron, puede "concluirse que también resulta procedente dicha "suplencia, cuando se trate de recursos de revisión "competencia de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación en los que se introducen, vía agravios, "planteamientos novedosos en cuanto a que no "formaron parte de los conceptos de violación "sostenidos en la demanda de garantías natural, "que versen sobre inconstitucionalidad de leyes. "Ello es así, en primer lugar, porque ni la "Constitución Federal ni la Ley de Amparo "contienen disposición expresa que lo prohíba y, "en segundo, la referida suplencia se hace "extensiva hacia los agravios que se formulen en "los recursos previstos en las leyes respectivas. "Además, si la citada figura constituye una "obligación para los Jueces de amparo, entre los "que se encuentra la Suprema Corte, y el recurso "de revisión, cuyo conocimiento le compete, tiene "su razón de ser en que en alguna de las hipótesis "del asunto, sujeto a estudio, subsista el problema "de constitucionalidad, no puede aceptarse que "dicha institución opere privativamente para los "negocios de mera legalidad, pues ello generaría el "riesgo de hacer nugatorio su efectivo alcance”.

Amparo en revisión 2003/97. 11 de noviembre de 1999. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Roberto Javier Ortega Pineda.

Así, se tiene que el quejoso propone la inconstitucionalidad del artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, argumentando que permite la recalificación de la conducta, pues el que comete el acto justo o injusto es el funcionario público, ya que éste es a quien se lo permiten los deberes de su cargo, por lo que indebidamente se hace extensivo al particular que no puede realizar ese acto por no tener conexión con las atribuciones del funcionario público, el cual sí esta comprometido con la honradez y la imparcialidad.

Agrega que el Titulo Décimo del Código Penal Federal prevé y sanciona los delitos cometidos por los servidores públicos, entre los que se encuentra el de cohecho, por tanto, es indebido que en el precepto reclamado se incluya y sancione la conducta de un particular que no tiene esa calidad.

Además, sigue sosteniendo el recurrente, el legislador para efectos de la pena no distinguió entre el servidor público que realiza la conducta que describe en el precepto impugnado y el particular o participante que no realiza tal acción.

Con objeto de pronunciarse respecto del agravio sintetizado, es necesario tener presente que el artículo 222, fracciones I y II, del Código Penal Federal, a la letra dispone:

"Artículo 222.- Cometen el delito de cohecho:

"I.- El servidor público que por sí, o por interpósita "persona solicite o reciba indebidamente para sí o "para otro, dinero o cualquiera otra dádiva, o "acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer "algo justo o injusto relacionado con sus "funciones; y

"II.- El que de manera espontánea dé u ofrezca "dinero o cualquier otra dádiva a alguna de las "personas que se mencionan en la fracción "anterior, para que cualquier servidor público haga "u omita un acto justo o injusto relacionado con "sus funciones.

"Al que comete el delito de cohecho se le "impondrán las siguientes sanciones:

"Cuando la cantidad o el valor de la dádiva o "promesa no exceda del equivalente de quinientas "veces el salario mínimo diario vigente en el "Distrito Federal en el momento de cometerse el "delito, o no sea valuable, se impondrán de tres "meses a dos años de prisión, multa de treinta a "trescientas veces el salario mínimo diario vigente "en el Distrito Federal en el momento de cometerse "el delito y destitución e inhabilitación de tres "meses a dos años para desempeñar otro empleo, "cargo o comisión públicos.


"Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, "promesa o prestación exceda de quinientas veces "el salario mínimo diario vigente en el Distrito "Federal en el momento de cometerse el delito, se "impondrán de dos años a catorce años de prisión, "multa de trescientas a quinientas veces el salario "mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el "momento de cometerse el delito y destitución e "inhabilitación de dos años a catorce años para "desempeñar otro empleo, cargo o comisión "públicos.

"En ningún caso se devolverá a los responsables "del delito de cohecho, el dinero o dádivas "entregadas, las mismas se aplicarán en beneficio "del Estado”. 

De la descripción típica del delito de cohecho se obtiene que el establecimiento de ese ilícito busca proteger a la Administración Pública no en su abstracción y generalidad, sino en aquellas manifestaciones concretas que necesitan de la tutela penal, es decir, se pretende desalentar el abuso de poder de los funcionarios públicos, ya que implica un grave daño a la sociedad, pues ésta pierde la confianza en las instituciones y en el orden jurídico, daño que aumenta cuando ese abuso de facultades se realiza con ánimo de lucro. 

Entonces, la creación del tipo penal de cohecho tiene como finalidad proteger el normal y correcto funcionamiento de la Administración Pública y, además, la corrección y la insospechabilidad del funcionario, lo cual ocurre cuando los servidores públicos hacen un debido uso de las atribuciones que las normas que rigen su actuación les otorgan.
Igualmente, del precepto transcrito se obtiene que el legislador previó por separado la conducta del cohechado y la del cohechador, es decir, establece dos diversas formas típicas del delito, las cuales  admiten la posibilidad de un intermediario, el cual resultaría responsable en términos del artículo 13 del mismo ordenamiento.

Así, tenemos que en la fracción I, se describe el cohecho pasivo, cuya acción consiste en solicitar o recibir por sí o por persona intermedia, dinero o cualquier otra dádiva o aceptar el ofrecimiento o promesa para ejecutar un acto, en este tipo de cohecho se requiere un sujeto activo calificado que no es otro sino la autoridad o funcionario público.

Por otra parte, en la fracción II se prevé que comete delito de cohecho el que dé u ofrezca dinero, cualquier otra dádiva o ventaja pecuniaria a un funcionario o servidor público para que haga u omita hacer un acto justo o injusto relacionado con sus funciones, a esta clase de cohecho se le denomina activo y lo puede cometer cualquier persona incluso un funcionario público, naturalmente no en ejercicio de sus funciones. 

Lo anterior pone de manifiesto que el tipo de cohecho activo aplicado al quejoso, previsto en la fracción II, del artículo 222 del Código Penal Federal, no sanciona el acto justo o injusto que se solicita al servidor público realice, por estar relacionado con las  funciones que derivan de su cargo, sino la conducta del particular ya que, como bien lo señaló el Tribunal Colegiado, los elementos del esa descripción típica son los siguientes: a) El dar u ofrecer dinero o cualquier otra dádiva o ventaja pecuniaria a un servidor público y b) El propósito de la entrega u ofrecimiento de dinero debe consistir en que el funcionario público haga o deje de hacer un acto, justo o injusto, relacionado con sus funciones.

Como puede advertirse los tipos penales que establece el artículo 222 del Código Penal Federal, en sus dos fracciones, son autónomos y por tanto, constituyen dos formas del delito, pues si bien pueden coincidir en un hecho delictivo, también pueden actualizarse de manera aislada.

En efecto, en el caso de la fracción I, cohecho pasivo, la conducta que se prohíbe es la indebida del servidor público de solicitar, de recibir o de aceptar la promesa de dinero o cualquier otra dádiva, con la finalidad de hacer o dejar de hacer algo justo o injusto relacionado con sus funciones, en este caso  el delito se consuma cuando el servidor solicita el dinero o la dádiva, lo recibe o acepta la promesa de los mismos; en cambio, la fracción II, hace la descripción típica desde el punto de vista del particular que, por su propia voluntad (espontáneamente), da u ofrece el dinero o la dádiva al servidor público para que éste haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus funciones, lo que implica que para que se configure ese delito basta con que de manera espontánea se haga la entrega o el ofrecimiento, sin que sea necesaria la aceptación del servidor público, ya que ésta no es exigida por el tipo penal, lo que viene a demostrar que es un delito que se puede configurar  de manera unilateral, y por tanto, autónomo de la forma típica prevista en la fracción I, del mismo numeral.

Sirven de apoyo a lo anterior las tesis de la Primera Sala, que este Tribunal Pleno hace suyas, las que si bien se refieren al artículo 217 del Código Penal Federal anterior, resultan aplicables por contener tipos penales similares a los que ahora se examina, que a continuación se transcriben:

Séptima Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.

Tomo: 70 Segunda Parte.
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"COHECHO. IRRELEVANCIA DE LA ACEPTACIÓN "O NO DEL OFRECIMIENTO. Para la tipificación y "configuración del delito de cohecho a que se "refiere la fracción II del artículo 217 del Código "Penal Federal, es suficiente el solo ofrecimiento "de dinero o cualquier otra dádiva a la persona "encargada de un servicio público centralizado o "descentralizado para que haga u omita un acto "justo o injusto relacionado con sus funciones, "delito que se consuma al realizarse el ofrecimiento "indicado, por lo que carece de relevancia jurídica "el que tal ofrecimiento sea o no aceptado por el "funcionario a quien se hizo”.

Amparo directo 146/73. **********. 28 de octubre de 1974. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarez, en cuya ausencia, hizo suyo el proyecto el Ministro Mario G. Rebolledo.

Sexta Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.

Tomo: Segunda Parte, CXXIV.
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"COHECHO. PUEDE SER DELITO UNILATERAL O "BILATERAL. Respecto a afirmaciones que se "hacen en cuanto a que el cohecho es delito "plurisubjetivo, o sea, debe entenderse que tiene "varios sujetos activos copartícipes del delito, cabe "apuntar: A uno de dos sistemas, por lo general, se "adhieren las legislaciones en función del delito de "cohecho: un sistema lo considera como un delito "bilateral, en el que necesariamente existen cuando "menos dos sujetos activos copartícipes, por lo "que si uno no resulta responsable, el otro también "no lo es. El otro sistema se caracteriza por "considerar el cohecho como unilateral o de "culpabilidad individual, distinguiendo claramente "la situación jurídica del cohechante como cohecho "activo independiente y la del cohechado como "cohecho pasivo autónomo. Resultado de esto, es "que la responsabilidad o irresponsabilidad de la "persona cohechante en el cohecho activo, es "intrascendente para la situación del encargado del "servicio público que podría o no consumar "cohecho pasivo y viceversa. En nuestra historia "legislativa, el código de 7 de diciembre de 1871, "consagraba el sistema de cohecho bilateral, pues "en el artículo 1014 se estructuraba el tipo del "delito que lógicamente comprendía al encargado "de un servicio público, el que aceptaba el "ofrecimiento o la remuneración indebida, y al "particular, ya que para éste no existía precepto "que estableciera una descripción típica especial, y "tal artículo 1014 señalaba la pena correspondiente "al primero, y en el artículo 1022 se decía que el "corruptor o sea el particular quien hacía el "ofrecimiento o realizaba la entrega, ‘sufriría, por "regla general, las mismas penas del cohecho, "menos la suspensión’; infiriéndose que la "inculpabilidad de uno generaba la del otro y "viceversa. Nuestro código en vigor establece un "sistema en el que distingue claramente la "situación del cohechante como cohecho activo y "la del cohechado como cohecho pasivo, diverso al "anterior, y estructura: a) el cohecho bilateral en el "que debe entenderse que así se llama por "concurrir dos voluntades y no dos delincuentes "copartícipes; y b) el cohecho unilateral, así "llamado por requerir una sola voluntad. En la "fracción II del artículo 217 del Código Penal, se "preceptúa que consuma el delito de cohecho: ‘el "que de manera espontánea dé, u ofrezca dinero o "cualquiera otra dádiva a alguna de las personas "que se mencionan en la fracción anterior "(encargado de un servicio público o funcionario "de empresa de participación estatal), para que "éste haga u omita un acto justo o injusto "relacionado con sus funciones’. En tal virtud (y lo "mismo se puede decir de la fracción I, sólo que a "la inversa, o tratándose del encargado de un "servicio público o funcionario de empresa de "participación estatal), existen dos formas típicas "de integrar el delito: primero: cuando "espontáneamente se da una dádiva; y segundo: "cuando se ofrece (en las condiciones que requiere "el tipo). En el primer caso, como el dar por un "particular implica el recibir por el encargado del "servicio público o por el funcionario de empresa "de participación estatal, nos encontramos con el "cohecho bilateral, así llamado por la existencia del "acuerdo de dos voluntades, una la del que "entrega, que puede integrar cohecho activo; y "otra, la del que recibe, que puede integrar cohecho "pasivo; no siendo bilateral como se ha dicho, "porque sean dos delincuentes copartícipes, uno el "que da y otro el que toma; y tan es así, que el que "da la dádiva realiza una conducta típicamente "autónoma que se subsume en la fracción II del "artículo 217 del Código Penal y el que recibe la "dádiva no comete delito a virtud de la misma "descripción típica, sino en función de otra "totalmente distinta, que la es la de la fracción I del "artículo señalado. Luego no son dos sujetos "activos del mismo delito, sino un sujeto activo del "delito de cohecho activo que lo es el particular y "un sujeto activo del muy diverso delito de "cohecho pasivo, que lo es el encargado del "servicio público o el funcionario de empresa de "participación estatal. Es decir, cada uno es sujeto "activo de su delito, el que es diverso uno frente al "otro; y lo anterior se ilustra con un ejemplo en el "que un particular da una cantidad en concepto de "dádiva y el encargado del servicio público recibe "tal cantidad en concepto de pago legítimo de una "deuda lícitamente existente con anterioridad. El "error esencial por el que no actúa dolosamente el "encargado del servicio público en nada altera la "culpabilidad del particular que consuma delito. "Por lo tanto, cuando en los casos en que el que da "y el que recibe la dádiva consuman sendos delitos "de cohecho, ello es a virtud de lógica coincidencia "y no porque la responsabilidad de uno determine "la del otro. En el caso del cohecho bilateral, o sea "en el de dar, el delito se consuma en el momento "del convenio por el que se entrega y recibe la "dádiva con la finalidad típica establecida, "resultando indiferente que después de haberla "recibido el encargado del servicio público o "funcionario de empresa de participación estatal, "haya o no realizado el acto prometido de su "función. En el segundo caso como el ofrecer la "dádiva con la finalidad típica establecida, no "implica que el encargado del servicio público o "funcionario de empresa de participación estatal "acepte el ofrecimiento, nos encontramos frente al "cohecho activo llamado unilateral por requerir una "sola voluntad, el cual se consuma en el momento "mismo del ofrecimiento típico señalado. Ante lo "que resulta intrascendente que la dádiva "prometida se entregue o no posteriormente; ya "que cuando se hace tal entrega, ésta constituye el "agotamiento del delito ya consumado; y "procesalmente esto es un indicio de que se "ofreció con anterioridad”.

Amparo directo 8102/65. **********. 5 de octubre de 1967. Cuatro votos. Ponente: José Luis Gutiérrez Gutiérrez.
Lo anterior pone de manifiesto que es infundado el argumento del quejoso que una misma conducta se tipifica dos veces, es decir, da lugar a la comisión de dos de delitos, pues, como ya se demostró, el artículo 222 del Código Penal Federal prevé dos formas típicas y autónomas de cometer el delito de cohecho, una referida al servidor público (cohecho pasivo, fracción I) y otra desde el punto de vista del particular (cohecho activo, fracción II), las cuales pueden coincidir en un hecho delictuoso, pero también pueden configurarse autónomamente, lo cual es más evidente si se considera que en el caso del cohecho activo cometido por un particular es innecesaria, para su actualización, la aceptación del servidor público.

Por otra parte, resulta inoperante el argumento del quejoso de que el tipo de cohecho activo previsto en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, indebidamente prevé como sujeto activo a un particular, ya que ese precepto se comprende en el titulo de los delitos que son cometidos por los servidores públicos, pues tal circunstancia no demuestra, ni por asomo, que se contravenga algún precepto de la Constitución Federal y, en cambio, el hecho de que el bien jurídico que tutela sea el normal y correcto funcionamiento de la Administración Pública y, además, la corrección y la insospechabilidad del funcionario, evitando que los servidores públicos hagan un indebido uso de las atribuciones que las normas que rigen su actuación les otorgan, es que se puede concluir que se encuentra bien ubicado el mencionado tipo penal.
En su primer agravio, el quejoso recurrente sostiene que el Tribunal a quo omitió el estudio de los conceptos de violación en  que propuso la inconstitucionalidad de los artículos 77 y 87 del Código Penal Federal, 27, fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 3 de la Ley que establece Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados y 529, párrafo primero, del Código Federal de Procedimientos Penales, en los que se apoyo la autoridad responsable al emitir la sentencia reclamada.
Al respecto, aclara el recurrente que impugnó los artículos 77 y 87 del Código Penal Federal, los que sí le fueron aplicados en la sentencia de primera instancia dictada en la causa **********, por el entonces Juez Décimo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, no el 78 del mismo ordenamiento como sostuvo el Tribunal Colegiado, precepto que fue derogado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, por lo que no pudo haberlo impugnado.

Con el propósito de pronunciarse sobre este agravio, es necesario tener presente que, en su demanda de amparo, el quejoso ahora recurrente propuso la inconstitucionalidad de los mencionados preceptos de la siguiente manera:

"III.- LOS ARTÍCULOS 77 Y 87 DEL CÓDIGO PENAL "FEDERAL; 27, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY "ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA "FEDERAL; 3° DE LA LEY QUE ESTABLECE LAS "NORMAS MÍNIMAS SOBRE READAPTACIÓN DE "SENTENCIADOS Y 529, PÁRRAFO I, DEL CÓDIGO "FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, "RESULTAN INCONSTITUCIONALES YA QUE "PUGNAN ABIERTAMENTE CON LAS GARANTÍAS  "DE SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD "PREVISTAS POR LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 "CONSTITUCIONALES.--- En primer lugar debo "dejar bien claro que si bien es cierto que tales "dispositivos no se aplicaron expresamente en la "sentencia definitiva reclamada, también lo es que "la misma confirmó la de primera instancia y "resulta que en ésta se me puso a disposición del "Poder Ejecutivo, por mediación del Jefe de los "Servicios Coordinados de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaría de "Gobernación, para el cumplimiento de las penas "impuestas por el delito de cohecho, previsto por el "artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, "por lo que tácitamente el fallo reclamado se apoyó "en tales dispositivos legales y por ende, es "procedente que se examine su constitucionalidad "en la presente demanda de amparo directo, al "tenor del artículo 166, fracción IV, de la Ley de "Amparo”.
El Tribunal Colegiado en la sentencia recurrida sobre la impugnación de los mencionados preceptos señaló

"... Bajo el raciocinio anterior, es necesario dejar "también plenamente establecido que el ahora "quejoso aduce que son inconstitucionales los "artículos 77 y 78 (sic) del Código Penal Federal; "27, fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la "Administración Pública Federal; 3° de la Ley que "establece las Normas Mínimas sobre "Readaptación Social de Sentenciados y 529, "párrafo I (sic), del Código Federal de "Procedimientos Penales, ya que a su juicio "pugnan con las garantías de seguridad jurídica y "legalidad previstas por los artículos 14 y 16 "constitucionales y aunque destacó que en la "sentencia combatida no se ‘aplicaron "expresamente’, lo cierto era que al confirmarse la "sentencia de primer grado se le dejó a disposición "del Poder Ejecutivo por mediación del ‘Jefe de "Servicios Coordinados de Prevención y "Readaptación Social de la Secretaría de "Gobernación, para el cumplimiento de las penas, "por lo que tácitamente el fallo se apoyó en tales "dispositivos legales’; sin embargo, dicho "concepto de violación también es infundado, "puesto que tratándose de la impugnación de leyes "en el amparo directo, es necesario que se acredite "que durante el procedimiento o en la sentencia "misma se hayan aplicado al peticionario de "garantías las disposiciones que estima "contraventoras de la Constitución, porque de lo "contrario no existirá la causación de un perjuicio "en su contra; y en la especie no está probado que "en la secuela procesal de donde emanan los actos "reclamados se aplicaron los preceptos que el "quejoso tilda de inconstitucionales.--- En efecto, "los supracitados dispositivos, en la parte "conducente, establecen lo siguiente: (transcribe).--"- Como puede observarse, los artículos en "mención (a excepción de los numerales 78 del "Código Penal Federal que fue derogado y 27, "fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la "Administración Pública Federal), regulan lo "relativo a la ejecución de sentencias y en el caso "particular, dado la naturaleza de la resolución "combatida, es inconcuso que los mismos no "fueron aplicados por el Tribunal de Alzada y "aunque pudiera estimarse la inminencia en su "aplicación de resultar legal la sentencia "combatida, esa sola circunstancia no actualiza o "concretiza el perjuicio en la esfera jurídica del "quejoso de manera real y actual, sino que sólo "generaría en su caso, la presunción de que tal "aplicación ha de realizarse, sin conocerse las "circunstancias de tiempo, modo y lugar de "ejecución, lo que impide constatar la existencia "misma del perjuicio, de ahí lo infundado del "concepto de violación que se analiza.--- Cobra "aplicación al caso la Tesis P. CXXXIII/97 "sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de "Justicia de la Nación, consultable en la página 203 "del Semanario Judicial de la Federación y su "Gaceta, Novena Época, Tomo VI, septiembre de "1997, cuyo rubro y texto rezan: "‘CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. PARA QUE "EN AMPARO DIRECTO PUEDAN OPERAR LOS "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RELATIVOS, SE "REQUIERE QUE LOS PRECEPTOS SE HAYAN "APLICADO EN LA SENTENCIA RECLAMADA O EN "EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL QUE CON ELLA "CULMINÓ’”.
De las anteriores transcripciones se advierte en primer lugar, que erróneamente, el Tribunal Colegiado estimó que el quejoso impugnó el artículo 78 del Código Penal Federal, el cual está derogado, cuando el que señaló como inconstitucional es el 87 del mismo ordenamiento legal, y, por otra parte, que no omitió, como sostiene el recurrente, pronunciarse sobre la impugnación de los preceptos que invoca en sus agravios.

En efecto, el Tribunal Colegiado estimó que la manifestación del quejoso de que los artículos 77 y 87 del Código Penal Federal, 27, fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 3 de la Ley que establece Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados y 529, párrafo primero, del Código Federal de Procedimientos Penales, violan las garantías de seguridad jurídica y legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales, resultaba infundada (lo correcto es inoperante), pues no estaba acreditada su aplicación durante la secuela procesal de la que emanó la sentencia de segunda instancia reclamada, en perjuicio del demandante.

Después de transcribir el texto de los mencionados preceptos, el Tribunal Colegiado concluyó que al regular lo relativo a la ejecución de sentencias también era evidente que no fueron aplicados por el Tribunal responsable y que aun cuando pudiera estimarse inminente su aplicación de llegarse a concluir que la sentencia reclamada es válida, ello no actualizaba el perjuicio en la esfera jurídica del quejoso, ya que sólo se contaría con la presunción de que tal aplicación ha de realizarse, pero sin conocer cómo y cuándo se llevaría a cabo, lo que le impedía constatar si le causan perjuicio al ahora recurrente.

En atención a lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo y a que el Tribunal Colegiado confundió el artículo 87 del Código Penal Federal, que efectivamente impugnó el quejoso, con el 78 del mismo ordenamiento que se encuentra derogado, se procederá al análisis del contenido de las normas legales que ese tildaron de inconstitucionales, para verificar si el concepto de violación en que se impugnan tales preceptos es inoperante o, por el contrario, si debe ser motivo de análisis.
Código Penal Federal

"ARTÍCULO 77.- Corresponde al Ejecutivo Federal "la ejecución de las sanciones con consulta del "órgano técnico que señale la ley”.

"ARTÍCULO 87.- Los sentenciados que disfruten de "libertad preparatoria, quedarán bajo el cuidado y "vigilancia de la Dirección General de Servicios "Coordinados de Prevención y Readaptación "Social”.
"Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

"ARTÍCULO 27.- A la Secretaría de Gobernación "corresponde el despacho de los siguientes "asuntos:

"… XXVI.- Fijar el calendario oficial;”.


"Ley que establece las Normas Mínimas sobre "Readaptación Social de Sentenciados.

"ARTÍCULO 3o.- La Dirección General de Servicios "Coordinados de Prevención y Readaptación "Social, dependiente de la Secretaría de "Gobernación, tendrá a su cargo aplicar estas "normas en el Distrito Federal y en los reclusorios "dependientes de la Federación. Asimismo, las "normas se aplicarán, en lo pertinente, a los reos "federales sentenciados en toda la República y se "promoverá su adopción por parte de los Estados. "Para este último efecto, así como para la "orientación de las tareas de prevención social de "la delincuencia, el Ejecutivo Federal podrá "celebrar convenios de coordinación con los "gobiernos de los Estados.

"En dichos convenios se determinará lo relativo a "la creación y manejo de instituciones penales de "toda índole, entre las que figurarán las destinadas "al tratamiento de adultos delincuentes, alienados "que hayan incurrido en conductas antisociales y "menores infractores, especificándose la "participación que en cada caso corresponde a los "Gobiernos Federal y Locales.

"Los convenios podrán ser concertados entre el "Ejecutivo Federal y un solo Estado, o entre aquél y "varias entidades federativas, simultáneamente, "con el propósito de establecer, cuando así lo "aconsejen las circunstancias, sistemas regionales.

"Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo "prescrito en el artículo 18 Constitucional acerca de "convenios para que los reos sentenciados por "delitos del orden común extingan su condena en "establecimientos dependientes del Ejecutivo "Federal.

"La Dirección General de Servicios Coordinados de "Prevención y Readaptación Social tendrá a su "cargo, asimismo, la ejecución de las sanciones "que, por sentencia judicial, sustituyan a la pena de "prisión o a la multa, y las de tratamiento que el "juzgador aplique, así como la ejecución de las "medidas impuestas a inimputables, sin perjuicio "de la intervención que a este respecto deba tener, "en su caso y oportunidad, la autoridad sanitaria”.

"Código Federal de Procedimientos Penales:

"ARTÍCULO 529.- La ejecución de las sentencias "irrevocables en materia penal corresponde al "Poder Ejecutivo, quien, por medio del órgano que "designe la Ley, determinará, en su caso, el lugar y "las modalidades de ejecución, ajustándose a lo "previsto en el Código Penal, en las normas sobre "ejecución de penas y medidas y en la sentencia.

"Será deber del Ministerio Público practicar todas "las diligencias conducentes a fin de que las "sentencias sean estrictamente cumplidas; y lo "hará así, ya gestionando acerca de las autoridades "administrativas lo que proceda, o ya exigiendo "ante los tribunales la represión de todos los "abusos que aquéllas o sus subalternos cometan, "cuando se aparten de lo prevenido en las "sentencias, en pro o en contra de los individuos "que sean objeto de ellas”.

La transcripción anterior revela que solamente los artículos 77 del Código Penal Federal, 3 de la Ley que establece Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados y 529, párrafo primero, del Código Penal Federal, al regular lo relativo a la ejecución de las sanciones penales, causan perjuicio al quejoso y, por tanto, son susceptibles de impugnarse en los conceptos de violación propuestos para combatir la sentencia de segunda instancia reclamada, en la que se confirmó la condena a cinco años de prisión y trescientos cincuenta días multa equivalentes a $2,800.00 (dos mil ochocientos pesos 00/100 M.N.), sustituible dicha sanción pecuniaria en caso de insolvencia comprobada por trescientas cincuenta jornadas de trabajo no remuneradas a favor de la comunidad.  
La razón de que se estime que pueden ser impugnados con motivo de la sentencia reclamada, consiste en que el único vicio de inconstitucionalidad que el ahora recurrente les atribuyó en su demanda, en el que insiste y aclara en sus agravios, es que el Poder Ejecutivo Federal es incompetente para ejecutar las penas impuestas por los tribunales federales.

La anterior precisión tiene relevancia, pues ello pone de manifiesto que no es necesario esperar, como sostuvo el Tribunal Colegiado, a que materialmente se ejecute la condena para que exista una aplicación en perjuicio del quejoso, pues éste de lo que precisamente se duele es de que la sentencia que reclama tiene como efecto ponerlo a disposición de una dependencia del Ejecutivo Federal, el que no se encuentra facultado constitucionalmente para ejecutar las sanciones penales.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia del Tribunal Pleno que a continuación se cita:
Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Mayo de 1996

Tesis: P./J. 22/96         

Página:     5

“AMPARO DIRECTO. ES PROCEDENTE CONTRA "LOS ACTOS DE EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA "DEFINITIVA O LAUDO, CUANDO SE IMPUGNAN "EN VÍA DE CONSECUENCIA Y NO POR VICIOS "PROPIOS.  La interpretación sistemática y lógica "de lo dispuesto en los artículos 107, fracciones III, "inciso a), V y VI, constitucional, y 158 de la Ley de "Amparo, así como de los principios de "indivisibilidad de la demanda, de celeridad, de "concentración y de economía procesal, que "sustentan la procedencia del juicio de amparo "directo, permiten la impugnabilidad en esta vía de "los actos de ejecución de las sentencias "definitivas o laudos, cuando se combaten como "consecuencia de la inconstitucionalidad atribuida "a las resoluciones definitivas indicadas. Esta "afirmación encuentra apoyo en el hecho de que la "competencia otorgada en la Constitución y en la "Ley de Amparo para que los Tribunales "Colegiados de Circuito y, en su caso, la Suprema "Corte de Justicia de la Nación, resuelvan sobre la "constitucionalidad o inconstitucionalidad de una "sentencia definitiva o laudo, igualmente los faculta "para conocer y resolver sobre los actos de "ejecución respectivos que no se impugnan por "vicios propios, debido a que entre la sentencia "definitiva o laudo y su ejecución, con las "características descritas, existe un vínculo jurídico "causal que hace lógico concluir que la ejecución "corra, por derivación necesaria, la misma suerte "de aquéllos”.

Contradicción de tesis 2/95. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Penal y el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 29 de abril de 1996. Mayoría de seis votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sánchez López.

En cambio, el artículo 27, fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, establece que compete a la Secretaría de Gobernación fijar el calendario oficial, lo cual no guarda relación con la sentencia reclamada ni el procedimiento del que ésta derivó.
Lo mismo puede decirse del artículo 87 del Código Penal Federal, ya que regula un supuesto en el que no se ubica el quejoso, pues se refiere a aquellos sentenciados que disfrutan de libertad preparatoria, es decir, aquella que se surte en virtud de la actualización de alguno de los supuestos de preliberación establecidos en la ley.

Por tanto, este Tribunal Pleno con apoyo en el artículo 91, fracción I, de la Ley de Amparo, procede al estudio del concepto de violación en que se propone la inconstitucionalidad de los artículo 77 del Código Penal Federal, 3 de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados y 529, párrafo primero, del Código Federal de Procedimientos Penales.
Al respecto, es necesario precisar que si bien en su demanda el quejoso, como concepto de violación, se limitó a señalar que esos preceptos legales transgreden las garantías de seguridad jurídica y legalidad, previstas en los artículos 14 y 16 constitucionales, en sus agravios precisa que tal violación deriva de que el artículo 89 de la Constitución Federal que prevé las atribuciones del Poder Ejecutivo, no establece expresamente que a éste o a los órganos que de él dependen les corresponde ejecutar las sentencias penales emitidas por los tribunales del Poder Judicial de la Federación, por lo que resulta indebido que en los preceptos que impugna se le otorgue tal atribución.

 El concepto de violación resulta infundado, pues el artículo 89 de la Carta Magna no es el único precepto que establece las facultades constitucionales del Poder Ejecutivo, ya que existen otras normas de igual jerarquía, que le otorgan atribuciones o competencia para realizar actos diversos a los previstos en aquél.
Así, tenemos que el artículo 18 de la Constitución Federal, dispone:

"Artículo 18.- Sólo por delito que merezca pena "corporal habrá lugar a prisión preventiva. El sitio "de ésta será distinto del que se destinare para la "extinción de las penas y estarán completamente "separados.

"Los Gobiernos de la Federación y de los Estados "organizarán el sistema penal, en sus respectivas "jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la "capacitación para el mismo y la educación como "medios para la readaptación social del "delincuente. Las mujeres compurgarán sus penas "en lugares separados de los destinados a los "hombres para tal efecto.

"Los Gobernadores de los Estados, sujetándose a "lo que establezcan las leyes locales respectivas, "podrán celebrar con la Federación convenios de "carácter general, para que los reos sentenciados "por delitos del orden común extingan su condena "en establecimientos dependientes del Ejecutivo "Federal.

"La Federación y los Gobiernos de los Estados "establecerán instituciones especiales para el "tratamiento de menores infractores.

"(ADICIONADO, D.O.F. 4 DE FEBRERO DE 1977)
"Los reos de nacionalidad mexicana que se "encuentren compurgando penas en países "extranjeros, podrán ser trasladados a la República "para que cumplan sus condenas con base en los "sistemas de readaptación social previstos en este "artículo, y los reos de nacionalidad extranjera "sentenciados por delitos del orden federal en toda "la República, o del fuero común en el Distrito "Federal, podrán ser trasladados al país de su "origen o residencia, sujetándose a los Tratados "Internacionales que se hayan celebrado para ese "efecto. Los gobernadores de los Estados podrán "solicitar al Ejecutivo Federal, con apoyo en las "leyes locales respectivas, la inclusión de reos del "orden común en dichos Tratados. El traslado de "los reos sólo podrán (sic) efectuarse con su "consentimiento expreso.
"(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2001)
"Los sentenciados, en los casos y condiciones que "establezca la ley, podrán compurgar sus penas en "los centros penitenciarios más cercanos a su "domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la "comunidad como forma de readaptación social”.

Como puede apreciarse, contrariamente a lo que sostiene el recurrente, el artículo 18 de la Constitución Federal regula el instituto de la prisión,  como medida preventiva (primer párrafo) y como pena (segundo, tercer y quinto párrafos), el que tiene por objeto crear las condiciones necesarias para que, en el primer caso, se asegure la conclusión del procedimiento penal y la ejecución de la eventual sanción de esa índole, y en el segundo caso, se logre la readaptación social del sentenciado.

Además de establecer garantías de carácter individual, que  protegen a la persona humana en cuanto a su libertad (sólo por delitos que merezcan pena corporal habrá lugar a la prisión preventiva), dignidad y respeto, también otorga al Gobierno Federal la facultad de organizar el sistema penal en su jurisdicción y prevé que el Ejecutivo Federal estará a cargo de establecimientos en los que se compurgarán las penas privativas de la libertad.

Esas prevenciones vienen a demostrar que, contrariamente a lo aducido por el quejoso ahora recurrente, la Constitución Federal sí otorga al Poder Ejecutivo Federal la facultad de ejecutar las sentencias penales que emitan los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, y que al ejercitar tal atribución el Gobierno Federal debe procurar realizar las finalidades de beneficio colectivo que el Constituyente estableció para la prisión como pena, consistentes en readaptar al delincuente a la sociedad, de regenerarlo y educarlo dentro de un adecuado régimen penitenciario. 

Por tanto, no son inconstitucionales los artículos 77 del Código Penal Federal, 3 de la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre la Readaptación Social de Sentenciados y 529, párrafo primero, del Código Federal de Procedimientos Penales por prever, respectivamente, que la ejecución de las penas corresponde al Ejecutivo Federal y que la aplicación de esas normas en los reclusorios dependientes de la Federación  y a los reos federales sentenciados en toda la República corresponde a Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y Readaptación  Social, dependiente de la Secretaría de Gobernación, así como que la ejecución de las sentencias irrevocables en materia penal, le corresponde al Poder Ejecutivo, quien por medio del órgano que designe la ley, determinará, en su caso, el lugar y modalidades de ejecución, ajustándose a lo previsto en el Código Penal, en las normas sobre ejecución de penas y medidas y en la sentencia.

Visto el resultado al que se llegó, se impone dejar firme el sobreseimiento que no fue combatido y confirmar, en la materia de la revisión, la negativa del amparo respecto de la sentencia dictada el doce de noviembre de dos mil uno, por el Segundo Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, en el toca **********.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Queda firme el sobreseimiento decretado respecto del acto reclamado del Juez Séptimo de Distrito “B” de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal (anteriormente Décimo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal y actualmente Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal), consistente en la sentencia dictada el veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y nueve, en la causa penal **********, actualmente **********.

SEGUNDO.- En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.

TERCERO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** en contra del acto que reclama del Segundo Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, consistente en la sentencia de doce de noviembre de dos mil uno, dictada en el toca número **********.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al tribunal colegiado de su origen y, en su oportunidad, archívese este expediente asunto como concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Díaz Romero, Góngora Pimentel,  Gudiño Pelayo, Ortiz Mayagoitia, Román Palacios, Sánchez Cordero, Silva Meza y Presidente Azuela Güitrón.- 

 Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Mariano Azuela Güitrón, el Ministro Ponente Juan N. Silva Meza y el Licenciado José Javier Aguilar Domínguez, Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe.

P R E S I D E N T E

MARIANO AZUELA GÜITRÓN.

        MINISTRO PONENTE
                     JUAN N. SILVA MEZA. 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

JOSÉ JAVIER AGUILAR DOMÍNGUEZ.

ESTA HOJA CORRESPONDE AL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1661/2002, PROMOVIDO POR **********, FALLADO EL DÍA  TRECE DE ENERO DE DOS MIL CUATRO.- CONSTE.

GCM.mjrc
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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